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INTRODUCCIÓN83 
La crisis de los refugiados centroamericanos 

a) Antecedentes 

1 .  A partir de fines de la década de los setenta, la presencia masiva de 
refugiados adquirió en América Central proporciones inéditas. Los 
gobiernos y las comunidades de acogida no estaban familiarizados 
ni preparados para este tipo de corriente emigratoria sin precedentes 
en América Latina, 84 caracterizadas por contener dentro de ellas a los 
sectores más marginados de la población con presencia significativa 
de poblaciones indígenas como los mayas de Guatemala en México 
y los Miskitos nicaragüenses en Honduras. 

2 .  Durante la década de  los 80 ,  más de dos mil lones de personas fue­
ron desarraigadas a causa de las encarnizadas guerras civiles que se 
l ibraron en El Salvador, Guatemala y Nicaragua. Las personas más 
directamente afectadas por estos conAictos eran principalmente de 
comunidades rurales pobres. Toda Centroamérica se vio afectada por 
estos movimientos de refugiados que, además de derivar del conAic­
to regional, contribuían a él. Además de los tres países arrasados por 
la guerra; Belice, Costa Rica, Honduras, México y EEUU se vieron 
involucrados en el problema de los refugiados al acoger a un número 
importante de ellos, de solicitantes de asilo y de emigrantes 85 

3 .  Según los análisis hechos con ocasión de CIREFCA, la población 
desarraigada estaba conformada, en primer lugar, por un grupo parti­
cularmente vulnerable de casi 1 50 mil personas reconocidas y asisti­
das como refugiados. A ellos se añadía, en segundo lugar, otro grupo 
de personas, los repatriados, personas que, habiendo sido refugiados 
con anterioridad, decidieron voluntariamente regresar a su país de 
origen y que necesitaban igualmente asistencia para lograr solucio-

83 Los autores agradecen la  valiosa colaboración de Laura Gianelli, de Buenos Aires, Argentina, y de Alfredo 
del Prado Ramos, de Lima, Perú, en la documentación y elaboración del presente documento. 

84 CIREFCA/89/ 10, Conferencia Internacional sobre Refugiados Centroamericanos (Ciudad de Guatemala, 
29 al 3 1  de mayo de 1 989), Infonnt prmntado a la Conferet�cia lntmwciotwl sobre Refugiados Ceutroamericanos por la 
Oficina del Alto Comisio11ado de las Naciones Unidas para los Refugiados [ACNUR), abril de 1 989, Párrafo 1 29. 

85 ACNUR, LA situación de los refugiados m el tnundo f 995' En busca de soluciones, Alianza Editorial, Madrid, 1 995, 
Pág. 50. 
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nes duraderas 86 El conflicto y la crisis provocaron igualmente la mo­
vil idad de un tercer grupo de personas, los desplazados internos, que 
permanecieron dentro de su propio país expulsados de sus hogares 
por las mismas razones que los refugiados y sin medios de subsisten­
cia, y, aunque se encontraban sujetos a la jurisdicción y protección 
de las autoridades de sus propios países, requerían también de asis­
tencia especial . Además, entre la población afectada por la crisis, se 
encontraba fuera de su país otro grupo, 87 el de los l lamados despla­
zados externos, que, sin haber sido reconocidos como refugiados y, 
quiénes, por su situación de desarraigo y por la carga adicional que 
podían significar para las comunidades donde se hallaban, también 
convocaban la mayor atención. 

4 .  La extraordinaria dimensión del drama se  medía también en términos 
de la complejidad y seriedad de los problemas sociales que el despla­
zamiento conllevaba para los países de recepción.  Pero sin duda, el 
aspecto apremiante eran las consecuencias de los graves problemas 
de protección que los refugiados debieron enfrentar, tales como: la 
violación del principio fundamental de no devolución, el mal trato a 
refugiados, las incursiones de un ejército regular en campamentos de 
refugiados en el territorio de otro Estado y la tensión entre Estados. 

5 .  Los problemas eran exacerbados por tensiones inherentes a la gue­
rra fría dado que los conflictos internos anteriormente mencionados 
podían ser considerados a la vez como conflictos sociales "norte­
sur" y, geopolíticamente, "este-oeste". Además, en algunos casos los 
refugiados se asentaron en territorios que eran objeto de l itigios te­
rritoriales, en particular en la frontera de Honduras con Salvador. 
Había frecuentes violaciones a reglas básicas del derecho internacio­

nal humanitario, al principio de neutralidad y al carácter apolítico 
de la asistencia humanitaria. A ello debe añadirse la existencia de 
concentraciones de refugiados, en campamentos cerrados a menudo 
ubicados en cercanía a las fronteras, que sirvieron para proporcionar 

cierta protección y ayuda a los refugiados. No obstante, al mismo 

tiempo generaron el fenómeno del aislamiento de estas poblaciones, 

86 De acuerdo con las cifras proporcionadas por los gobiernos respectivos, existían en la región 1 3 .500 
guatemaltecos, 35.000 nicaragüenses y 1 3 .000 salvadoreños. En CIREFCA/89/1 3/Rev. l ,  Párrafo 5. 

87 Denominación referida a personas que se han visto compelidas a abandonar sus hogares y a albergarse en 
un país vecino. Se trata de personas que, con independencia de que su vida, seguridad o l ibertad hayan 
sido amenazadas o no por el conAicto; su subsistencia o la posibilidad de llevar a cabo una vida normal 
han sido imposibilitadas en razón de la crisis. CIREFCA/89/1 3/Rev. l ,  Párrafo 7. 
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diferenciadas de las comunidades locales, favoreciendo abusos de 
diverso y complejo orden. El ejemplo emblemático de esta circuns­
tancia se presentó en el campamento Colomoncagua en la región 
occidental de Honduras fronteriza con El Salvador. 

6 .  Por ello, e l  conflicto centroamericano en los años 80 y sus conse­
cuencias en la protección internacional de refugiados eran consi ­
derados en la comunidad internacional como una de sus mayores 
preocupaciones, sobre todo al advertirse la dificultad de encontrar 
soluciones a mediano y largo término. Este fue el panorama que en­
frentó el Coloquio de Cartagena de Indias reun ido en esa histórica 
ciudad en noviembre de 1 984. 

b) Metodología del presente documento 

7. En este documento preparado para el Coloquio conmemorativo de 
los veinte años de tal evento, queremos examinar el proceso de Car­
tagena, o sea, por una parte, el conjunto de circunstancias que lleva­
ron a la celebración del coloquio y, por la otra, al impacto que tuvo 
la Declaración de Cartagena, emanada de esa reunión y que culminó 
con el "Proceso CIREFCA", la instalación de la paz en la región y el 
final del drama de los refugiados centroamericanos. 

8 .  La primera pregunta que trataremos de responder e s  ¿Cuál era el 
i nstrumental jurídico institucional con el que contaban los países de 
la región y la comunidad internacional para hacer frente a la crisis? 
Examinaremos con mayor detenimiento a) La crisis del sistema inte­
ramericano del asilo territorial y diplomático; b) La lenta recepción 
del Derecho Internacional de Refugiados, establecido por la Con­
vención de 1 95 1  sobre el Estatuto de Refugiados y su Protocolo de 
1 967 y, en lo institucional, por el establecimiento del Alto Comisio­
nado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) 

9. Examinaremos también el impacto y las lecciones aprendidas de la 

gran crisis precedente de refugiados en América Latina: la generada 
por las violaciones sistemáticas a los derechos humanos acaecidas en 
ciertos países del Cono Sur, en donde el ACNUR ejerce por primera 
vez su mandato de protección internacional a favor de refugiados 

latinoamericanos. 

1 O.  Ocupará especial importancia como antecedente de Cartagena, el 
primer coloquio convocado por el ACNUR para examinar los pro-
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blemas regionales de refugiados, celebrado en Tlatelolco, en el año 
de 1 98 1 .  Esta reunión y las acciones que le siguieron, tuvieron que 
ver, por una parte, con la promoción del derecho de refugiados en la 
región, especialmente con el proyecto de cooperación entre la OEA 
y el ACNUR, y, por otra, se relacionaron con la labor efectuada por 
la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos, de protección 
de los derechos de refugiados en el continente. 

1 l .  Se analiza como antecedente, la crucial labor desplegada por el gru­
po de Contadora compuesto por México, Venezuela, Colombia y 
Panamá, para solucionar de un modo efectivo y duradero, el proble­
ma de los refugiados centroamericanos, que permitió de una manera 
visionaria, vincular el problema de los refugiados a la búsqueda de la 
paz. Asimismo se presenta un análisis de los aportes de la Declara­
ción de Cartagena, en si misma, y las proyecciones logradas dentro 
del "proceso de Cartagena", reafirmando los avances propuestos en 
el marco de ClREFCA y el Coloquio Interamericano que dio lugar 
a la Declaración de San José de 1 994, que luego se vería expresada 
en el desarrollo legislativo y jurisprudencia! que se ha producido en 
la región. 
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CAPÍTULO UNO 
La cuestión del derecho internacional de los refugiados: 
la situación de l imbo jurídico existente 

1 2 . La Declaración de Cartagena encuentra, pues, sus raíces en: 1 )  una 
larga historia mundial y regional de protección de refugiados y de 
uti l ización del asilo como herramienta práctica (el uso de la vieja 
noción del asilo concebida como protección de Estado a favor de 
los perseguidos políticos, tanto en sus vertientes mundial como la­
tinoamericana); 2) en la búsqueda de la convergencia del Derecho 
Internacional de Refugiados con el Derecho Internacional Huma­
nitario y, de éstos, con el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos;88 3) en la metodología informal de búsqueda del consenso 
promovida exitosamente por el ACNUR en la región y contando 
con la participación de gobiernos, organismos regionales y mundia­
les, académicos y la sociedad civil, de América Latina para promover 
el desarrollo del Derecho Internacional de Refugiados. 

1 3 . El gran desafío jurídico de Cartagena fue el de proporcionar orienta­
ciones en materia de principios y criterios de derecho para hacer frente 
a esta colosal crisis de refugiados, con fronteras abiertas, 89 y sobre la base 
de principios de derecho de refugiados anclados en los derechos huma­
nos. En el acto de apertura del Coloquio, en 1 984, el Presidente de Co­
lombia Belisario Betancur, dijo al respecto: "El Coloquio de Cartagena 
debe significar una toma de conciencia universal sobre los refugiados en 
América Central, que permita apoyar los esfuerzos que vienen hacién­
dose y, en particular, a los países que están recibiéndolos, así como a los 
países del área que los originan. Aspiramos a que esta reunión contribu­
ya, en su campo concreto de acción, con un examen teórico y práctico, 
al encuentro de soluciones, centradas en la consecución de la paz en to­
das sus dimensiones, en el abandono de la violencia, en el trabajo común 
para un desarrollo con equidad y en libertad'' 90 

88 Destaca en este campo la magistral presentación del jurista brasileño Antonio Can�ado Trindade, sobre 
la convergencia entre los derechos humanos, el derecho humanitario y el derecho del refugiado. Véase 
CAN<;:ADO TRINDADE, Antonio, "Derecho Internacional de los derechos humanos, derecho 

internacional de los refugiados y derecho internacional humanitario: aproximaciones y convergencias", 

en 10 mios de la Declaraci6n de Carlage��a sobre Refugiados, Memoria del Coloquio Anual, San José, Costa Rica, 1 994, 
Págs. 79- 1 68. 

89 Se utiliza la expresión "fronteras abiertas" para describir la situación en la región, en la que los países no 
recurrieron formalmente a políticas restrictivas ni al "sellado" de fronteras para contener el movimiento de 
refugiados. 

90 BETANCUR, Belisario, "Discurso del Presidente de la República de Colombia", en Coloquio sobre La 
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1 4. Cartagena y su desarrollo posterior significó el punto crucial de 
incorporación del derecho internacional de refugiados en América 
Latina y, al mismo tiempo como señalaba el documento "Principios 
y criterios para la protección y asistencia a los refugiados, repatria­
dos y desplazados centroamericanos en América Latina" (Guatemala, 
1 989), revital izó la tradición latinoamericana de asi lo .  Este último 
concepto adquirió toda su dimensión cuando se apreciaron los gene­
rosos esfuerzos "que han realizado los países receptores de refugia­
dos centroamericanos no obstante las enormes dificultades que han 
debido afrontar, particularmente ante la crisis económica actual" 91 

El asilo, en consecuencia, dejó de ser percibido como un privilegia­
do beneficio de políticos profesionales para ampliar sus horizontes a 
favor de todas las personas que en efecto lo necesitaran sin conside­
ración a su condición social o económica. 

1 5 . Para apreciar en perspectiva la importancia de la Declaración de 
Cartagena es necesario retrotraernos a la precariedad jurídica de la 

situación preexistente que, a nuestro juicio, era debida a dos razones 
fundamentales: a) por una parte, la crisis del sistema tradicional del 
asilo latinoamericano, b) por la otra, las reticencias existentes en la 
gran mayoría de los países de la región a acceder a los instrumentos 
internacionales de la protección de refugiados. A estas dos razones, 
que merecen el examen detallado que sigue a continuación, debe 
sumarse el desafío de situaciones y contextos totalmente novedosos 
para lo cual no existía experiencia en la región, ni respuesta precisa 
a los desafíos planteados en el marco del Derecho Internacional, ni 
instituciones que pudiesen poner en práctica la protección y asisten­
cia a los refugiados. 

a) La insuficiencia de las convenciones 
latinoamericanas sobre el asilo 

1 6 . La larga tradición latinoamericana de brindar tratamiento humani­
tario a quienes buscan protección y asilo es bien conocida. Como 
resultado de la inestabil idad política experimentada en la región du-

protección it�temacional de los refugiados tn Amfrica Central, Mtxico y Pmu1má: probftmas ja�rrdicos y humauitarios. 
Mtmorias del Coloquio m Cartagma dt Indias, novitmbrt dt J 984 ,  editado por ACNUR, Centro Regional de 
Estudios del Tercer Mundo, Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, Colombia, 1 986, Pág. 33 .  

9 1  Declaraci611 dt  Cartagaw sobre los Refugiados, 1984, Parte 1, Párrafo tercero. 
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rante los siglos XIX y XX, el asilo en América Latina ganó prestigio 
como institución destinada a proteger a las víctimas de la persecu­
ción política 92 La práctica de conceder asilo redundó en la necesidad 
de incorporarla a instrumentos internacionales 93 

1 7. El 23 de enero de 1 889, con ocasión del Primer Congreso Sudame­
ricano de Derecho Internacional Privado, celebrado en Montevideo, 
fue suscrito el más antiguo instrumento convencional bajo el título 
de 'Tratado de derecho penal internacional". Este tratado, que fue 
ratificado por Argentina, Bolivia, Paraguay, Perú y Uruguay, además 
de establecer que no procede la extradición en los casos de del i ­
tos políticos o comunes conexos, contiene un capítulo en el cual se 
estipula que "el asilo es inviolable para los perseguidos por delitos 
políticos". Similar disposición contempló, en relación con el asilo 
diplomático, el Tratado sobre Asilo y Refugio Políticos, de 1 939, 
adoptado en el Segundo Congreso Sudamericano de Derecho In­
ternacional Privado, también celebrado en Montevideo (capítulo 1 1 ,  
artículo 1 ,  párrafo 1 )94 

1 8 . La posterior recepción del derecho del asilo en un instrumento con­
vencional interamericano tendría lugar en el contexto de la protec­
ción de los derechos humanos. Así, esta tradición continuó en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, que siguió el 
camino in iciado en 1 948 por la Declaración Americana de Dere­
chos y Deberes del Hombre, en tanto ésta reconoció el derecho a 
buscar y recibir asilo como un derecho humano 95 Además, algunas 

92 Las condiciones geográficas de América, las guerras civiles, los golpes de Estado, las revoluciones y los 
movimientos políticos frecuentes en nuestros países y las cambiantes circunstancias de las instituciones 
y gobiernos latinoamericanos, en el siglo pasado y al inicio del siglo XX, han obligado a los juristas 
y políticos de nuestro continente a establecer, en forma sólida, amparos contra las persecuciones y 
mecanismos para asegurar que estos amparos no queden sujetos al arbitrio de criterios pasajeros. Ver 
MAEKELT, Tatiana B. de, lnstn<>ntlltos regionales "' materia de asilo. Asilo territorial y extradici6n. LA cuesti6n de los 
refugiados cmte las posibilidades dr utw nueva codificaci6n interamtricm1a, en: Asilo y Protección Internacional de 
refugiados en América Latina, Universidad Autónoma de México (UNAM), México, 1 982, Págs. 1 4 1 -
1 42. Ver asimismo DfAZ CISNEROS, César, Derecho de asilo diplomático y territorial m Amfrica, e n  Derecho 
Internacional Público, Págs. 530 y ss. citado en GIANELLI DUBLANC, María Laura, Políticas de regulaci6n 
t dt incorporaci611 dt rtfugiados - Los imlrumntlos dt pro!ecci6n it�ltrnaciot!tll a los refugiados y ti rtgimen jur(dico aigtntt tn 
la Rep1íblica Argmtina, Tesis, Maestría en Políticas de Migraciones Internacionales, CEA-UBA-OIM, Buenos 
Aires, Diciembre de 1 998, Págs. 34 y 36. 

93 Esto ocurrió, cuando con ocasión del Primer Congreso Sudamericano sobre Derecho Privado Internacional, 
se firmó en Montevideo, el 23 de enero de 1 889, el Tratado sobre Derecho Penal Internacional. 

94 ESPONDA, Jaime, "La tradición latinoamericana de asilo y la protección internacional de los refugiados" 
en El asilo y la protección intemacional de los refugiados "' América lAtina, 1 '. Ed., Buenos Aires, ACNUR-UNLa­
Siglo XXI Ed. Argentina, 2003, Pág. 77, Párrafo t 2. 

95 Conf. artículo 22.7, CADH, y artículo XXVII, DADDH. El artículo 22.7 de la CADH dispone lo 
siguiente: 1'Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de 
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constituciones de esta región contienen disposiciones sobre el asilo, 
especialmente las de los países de América Central 96 

1 9. En la primera mitad del siglo XX, la práctica del asilo territorial y el 
diplomático permitió a los países de América Latina resolver situa­
ciones de refugiados sin mayores obstáculos ( los autores piensan que 
la historia de este capítulo queda aún por ser escrita), de manera que 
en los hechos, el Alto Comisionado de los Refugiados de la Socie­
dad de Naciones no tuvo acciones que emprender en esta región . Aún 
más, países de América Latina contribuyeron significativamente en la 
recepción de refugiados republicanos españoles97 y de otros países eu­
ropeos, incluyendo famosos dirigentes políticos de otros países, como 
León Trosky, asilado en México en aquel periodo. La práctica del asi lo 
para los perseguidos latinoamericanos fue conocida como un sistema 
que favorecía, generalmente, a personalidades políticas, sindicales o 
culturales. 

20. El significado del derecho de asilo como protector de otros derechos 
humanos fue puesto de relieve en el Informe de la CIDH "Haití y 
el derecho de asilo"98 de abril de 1 968 . En el mismo, se dejó ex­
presa constancia del alcance que el gobierno de Haití había dado 
a la denuncia de la Convención sobre Asilo Territorial -junto con 
las restantes convenciones sobre asilo denunciadas también por ese 
gobierno en 1 967- en donde se señalaba que "la Comisión, teniendo 

persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la legislación de 
cada Estado y los convenios internacionales". El artículo XXVII de la DADDH establece, "Toda persona 
tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero, en caso de persecución que no sea 
motivada por delitos de derecho común y de acuerdo con la legislación de cada país y con los convenios 
internacionales". Ver MANLY, Mark. "El asilo y la protección internacional de los refugiados en América 
Latina, Análisis crítico del dualismo "asilo - refugiado" a la luz del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos", en FRANCO, Leonardo (coordinador) en El asilo y la prottcci6n inttmacional dt los rtfugiados tn 

A"'frica Latina, !'. Ed., Buenos Aires, ACNUR-UNLa-Siglo XXI Ed. Argentina, 2003. 
96 Los países latinoamericanos que han incluido el derecho de asilo con rango constitucional son los 

siguientes, Brasil (artículo 4); Colombia {artículo 36); Costa Rica {artículo 3 1  ); Cuba {artículo 1 3); 
Ecuador {artículo 29); El Salvador {artículo 28); Guatemala {artículo 27), Honduras (artículo 1 O 1 ); 
Nicaragua (artículo 42); Paraguay (artículo 43); Perú {artículo 36); y Venezuela (artículo 69). Para un 
análisis comparativo en la materia, ver GIANELLI DUBL.ANC, María Laura, "Estudio Comparativo de las 
legislaciones nacionales", en El asilo y la protección intemacional de los rtfugiados m Amfrica Latina, 1'. Ed., Buenos 
Aires, ACNUR-UNLa-Siglo XXI Ed. Argentina, 2003, Pág. 2 1 4 y ss. 

97 El canciller y jurista argentino Saavedra Lamas, en pleno apogeo de la guerra civil española, convencido 
"de que la comunidad internacional ha llegado a un grado de conciencia jurídica capaz de hacer viable un 
instrumento de esta índole, sometió, en 1 9 37, a la Sociedad de las Naciones un Proyecto d.e Convención 
sobre el Derecho de Asilo -que incluía el asilo territorial y el asilo diplomático-, el cual no encontró 
respuesta en los países europeos, sino solamente en el ámbito regional. Exposición de motivos del 
Proyecto de Convención sobre Derecho de Asilo, citado por ZÁRATE, Luis Carlos, Pág. 70, IMAZ, 
Cecilia, Pág. 58 y REALE, Egidio, Pág. 580 en ESPONDA, Jaime, QJW;i!., Pág. 90, Párrafo 48. 

98 OEA/Ser. UV/11 .  1 9, doc. 6, en el Anuario Interamericano de Derechos Humanos ( 1 968), Pág. 2 t 5 y ss. 
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en cuenta la relación existente entre el derecho de asilo y los derechos 
humanos fundamentales, estimó que la denuncia de las mencionadas 
convenciones afectaría el respeto en ese país de los derechos humanos 
fundamentales consagrados en la Declaración Americana de los de­
rechos y deberes del hombre."99 Las convenciones sobre asi lo, cuyos 
efectos cesaron en Haití al transcurrir un año de la denuncia, es decir 
el 1 de agosto de 1 968, representaron la culminación de los esfuerzos 
realizados por los países americanos para dar protección eficaz al dere­
cho de asilo, que es considerado una institución de arraigada tradición 
jurídica entre las naciones del Continente. Las finalidades del asilo " . . .  
son las de proteger la vida, la l ibertad o la seguridad de las personas 
perseguidas por delitos pol íticos, y las de consagrar la aspiración que 
siempre ha existido en el Continente americano de asegurar el respeto 
de los derechos fundamentales del hombre". 100 

2 1 .  "El asilo es el primer derecho que ha sido objeto de pactos jurídicos 
entre los gobiernos americanos y su incorporación en la Declaración 
Americana de los derechos y deberes del hombre (Artículo XXVII)  
obedeció a la convicción de que su defensa y observancia es tan im­
portante como cualquiera de los demás derechos consagrados en ese 
documento". Lamentablemente, la ausencia de una protección inter­
nacional convencional de los derechos humanos en aquella época 
y la falta de mecanismos convenientes para la protección jurídica 
del asilo territorial hicieron que este caso quedara en los archivos 
del derecho internacional americano como una de las muestras más 
evidentes de la precaria eficacia de algunos de nuestros instrumentos 

99 La CIDH señaló que "si bien cualquiera de los Estados Partes, en el ejercicio propio de sus derechos, puede 
denunciar las mencionadas convenciones, puesto que así lo consignan sus mismas disposiciones, ( . . .  ) la 
Comisión tuvo presente la circunstancia de que el gobierno de Haití había efectuado tales denuncias 
cuando existía en su territorio una situación de inseguridad que había obligado a varios ciudadanos a 
buscar asilo, Jo que hacía presumir que la denuncia de dichas convenciones estaba estrechamente 
relacionada con la situación de los derechos humanos en ese país". 

1 00 En la exposición de motivos que precedió al Proyecto que sirvió de base a la Convención sobre Asilo 
Diplomático suscrita en Caracas durante la Décima Conferencia lnteramericana ( 1 954), el Comité 
Jurídico Interamericano dijo lo siguiente, "El asilo diplomático es una institución de humanidad practicada 
por los Estados y reconocida por el derecho internacional, aunque la extensión y modalidades de su 
ejercicio varía regionalmente. Dicha institución tiene características especiales en los países de América 
Latina por razón de condiciones políticas, históricas, jurídicas, geográficas, peculiares a esos países del 
Continente. La práctica internacional ha consagrado para esta institución el nombre de "derecho de asilo", 
bien que no puede identificarse con los derechos de un Estado propiamente dicho, de los cuales difiere 
en que el Estado que lo ejerce y sus funcionarios diplomáticos no obran en beneficio y provecho propios, 
sino que constituye un magisterio de humanidad, una elevación de las costumbres y un apostolado de 
generosidad. Su mira es mantener y aArmar los más altos principios de respeto a la persona humana y 
de exaltación de la justicia natural universal e imperecedera por encima de los accidentes temporales y 
locales de organización política y social". citado por MAEKELT, Tatiana B. de, Qll.,._lji., Págs. 1 56- 1 57. 
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internacionales destinados a la tutela de los derechos humanos del 
refugiado. 10 1  

22 .  El sistema de protección de las Convenciones lnteramericanas del 
asilo entra en su primera crisis en la década de 1 960, ante la imposi­
bil idad de dar respuesta a las afluencias en varios países de la región 
de grandes movimientos de refugiados provenientes principalmente 
de países del Caribe -Cuba en primer lugar- tal como lo evidenció 
la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos en su Informe 
Anual de 1 965. 102 

2 3 .  El éxodo masivo de cubanos iniciado en 1 959 había desafiado las 
premisas existentes hasta ese momento sobre la fácil integración de 
los refugiados y la capacidad de absorción de los países de la región. 
Pocos países poseían los recursos suficientes para brindar atención y 
cuidado a los refugiados o habían desarrollado instituciones y adop­
tado sus legislaciones adecuadas para manejarlas en consonancia con 
los problemas sociales y jurídicos producidos por esa repentina en­
trada masiva de personas solicitando asi lo .  103 

24. Además de los miles de cubanos que salieron de su país (aproximada­
mente 700.000 los cuales se radicaron en los Estados Unidos durante 
la década de 1 960), la CIDH también notó la difícil situación de 
miles de exiliados de Haití, Paraguay, y Bolivia, así como de cientos 

1 O 1 MAEKELT, Tatiana B. de, .Qil..Q!, Pág. 1 57. 
1 02 El informe de la Comisión lnteramericana del año 1 965 reveló esta nueva realidad y también destacó 

la insuficiencia de los instrumentos convencionales latinoamericanos para dar a ésta el tratamiento que 
resultaba necesario. El infom1e citado daba cuenta que, hasta el año 1 960, los exiliados políticos de 
los países americanos se trasladaban con relativa facilidad a los países vecinos donde generalmente 
se les concedía el asilo de conformidad con las disposiciones de convenios internacionales vigentes y 
de la legislación interna. La eficacia de este proceso, destacó la CIDH, se asentaba en los siguientes 
factores, 1) una larga tradición de movimientos de exiliados por motivos políticos de un país a otro; 
2) un idioma, cultura y tradiciones comunes que facilitaban la adaptación; y 3) el hecho de que los 
exil iados políticos frecuentemente pertenecían a los sectores más ricos y con mejor educación, quienes 
usualmente mantenían inversiones y propiedades en sus países de origen y, por tanto, no se convertían 
en un peso económico para el Estado que los recibía. OEA, "La situación de los refugiados políticos en 
América, Informe preparado por la Secretaría de la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos", En 
D'ALOTTO, Alberto, en El asilo y la protecci611 intemacio11al de los rtfugiados m Amfrica Latina, 1'. Ed., Buenos 
Aires, ACNUR-UNLa-Siglo XXI Ed. Argentina, 2003, Págs. 1 57- 1 74 

103  La CIDH señalaba en 1 965 que, "Los tiempos modernos han traído un cambio en la naturaleza del 
problema de los refugiados en el hemisferio. Hoy en día los nuevos problemas de la América Latina son 
dramatizados al máximo por los acontecimientos de Cuba y por el gran número de refugiados políticos 
de todas las clases que han huido de esa isla. Otros casos, menos dramatizados, han empezado a llenar 
la historia y aunque siempre se espera que el problema no continuará en América, el advenimiento de la 
guerra fría a este hemisferio justificó la preocupación porque se tomen medidas adecuadas para ese tipo de 
situación. En VARGAS CARREÑO, Edmundo, "El régimen de asilados y refugiados y su protección por 
el sistema interamericano", en StmiHario sobr( Asilo Político y situaci611 del rtfugiado rralizado tu LA Paz, Bolivia, dtl 
'9 al 22 de abril a, '993, orgallitado por el Millisterio de RelaciOIIts Exteriorts y Culto de Bolivia y d Alto Comisiollado d. 
las Nacio11ts U11idas para los Rtfugiados publicado por Universo, La Paz, 1 983 ,  Pág. 68. 
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más de la República Dominicana, Nicaragua, Honduras y de otros 
países. En un informe de 1 965 la CIDH advertía que: "El problema 
de los refugiados políticos americanos ha cambiado fundamental­
mente en los últimos años. Ya no se trata de los refugiados de anta­
ño, los que por lo general eran pocos en número y estaban consti­
tuidos fundamentalmente por dirigentes que gozaban de medios de 
fortuna. En la actualidad el problema radica en que, como resultado 
de los movimientos políticos acaecidos en la mayoría de los países 
americanos y la falta de estabilidad democrática en algunos de ellos, 
gran cantidad de personas, la mayoría de ellas sin bienes de ninguna 
especie, se trasladan al territorio de otras Repúblicas americanas a 
causa de las persecuciones de que son objeto. Esta real idad, que se ve 
agravada por dilatados períodos de exil io, no ha sido contemplada 
hasta ahora en forma adecuada por la norma internacional, 104 ni por 
la legislación interna de los Estados y, como consecuencia de ello, 
son angustiosas las situaciones por las que atraviesan los refugiados 
políticos americanos". 105 

25 .  En consecuencia, la Segunda Conferencia lnteramericana Extraordi­
naria, que se reunió en Río de Janeiro en 1 965, recomendó al Comité 
Jurídico Interamericano la preparación de un Proyecto de Conven­
ción sobre Refugiados. El Comité Jurídico Interamericano elaboró 
un proyecto de convención sobre refugiados que nunca llegó a adop­
tarse. 106 Sin embargo, la idea de arreglar los problemas de refugiados 
en América Latina por vía de instrumentos e instituciones regionales 

1 04 Sorprende que un texto tan riguroso como este haga referencia a "la norma internacional" dentro de 
cuya expresión cabía la Convención de 1 95 1  sobre el Estatuto de los Refugiados. Evidentemente el 
enfoque de la CIDH se refiere a la norma interamericana pero también es verdad que en 1 965 en los 
círculos jurídicos y diplomáticos de Latinoamérica se consideraba que la Convención de t 951 se aplicaba 
fundamentalmente a los refugiados europeos. 

1 05 "El informe de la CIDH de 1 965, Analmente, resumió los problemas salientes que afectaban a los derechos 
de los refugiados en la región de la siguiente manera, 1 )  La falta de legislación interna en los países 
americanos que reconozca y define en forma adecuada la situación del refugiado político en cuanto a 
su condición; 2) La inexistencia de una convención interamericana que contemple y regule la situación 
de los refugiados políticos; 3)  La falta de un organismo dentro del sistema interamericano al que se le 
reconozcan facultades apropiadas a efecto de llevar a cabo funciones de asistencia para los refugiados 
políticos; 4) Las diAcultades de viaje confrontadas por los refugiados; 5) Los problemas económicos, 
agravados por las prohibiciones al trabajo o la escasez de oportunidades de empleo, lo que ha dado como 
resultado que los refugiados se conviertan en una carga económica y social para el país de asilo". En 
CJDH, "Los refugiados y el sistema interamericano", en biforme Anual de la Comisi6u lnleramericmJa de Derechos 
HumnHos <98 < -82, Capítulo VI (b), Campos en los cuales han de tomarse medidas, OEA/Ser.UVIII/57, doc. 
6 rev. 1 ,  Washington, USA, 20 septiembre 1 982. 

1 06 SAN JUAN, César y MANLY, Mark, lnfonne general de la investigación. El asilo y la protección intmwcio11al de loa 
refugiados e11 América Latiow, análisis cn1ico del dualismo "asilo-refugio" a la luz del Dtrecho lntmracio11al de los Derechos 
Huma11o, en "El asilo y la protección internacional de los refugiados en América Latina", 1 '. Ed., Buenos 
Aires, ACNUR-UNLa-Siglo XXI Ed. Argentina, 2003, Pág. 24, Párrafo 1 4. 
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autónomas persistió prácticamente hasta el Coloquio de Cartagena 
en 1 984,como lo demuestra el Informe Anual de la CIDH de 1 984-
85 . 107 Debe notarse que, frente a los nuevos problemas, los países de 
la región perseveraban en l a  elaboración de instrumentos regionales, 
cuando la Convención del 5 1  sobre el Estatuto de los Refugiados ya 
estaba en vigor y, a los pocos meses, se adoptaría el Protocolo de 
1 967 que extendería sin límites los alcances de dicha Convención. 

26. La capacidad del Sistema latinoamericano de asilo para hacer fren­
te al problema de los refugiados fue nuevamente cuestionada por los 
hechos que acontecieron en el Cono Sur en la década de 1 970 y las 
imperiosas necesidades de protección que se revelaron en dicha opor­
tunidad, que implicaron amenazas para la vida y la l ibertad, habida 
cuenta de la imperante doctrina de la seguridad nacional que hacía de 
la protección en un país vecino una actividad riesgosa. 108 En efecto, la 
década de los setenta, que comenzó con la escapatoria en cadena de 
perseguidos políticos en Sudamérica y culminó con los flujos masivos 
de refugiados, predominantemente campesinos, en Centroamérica, 
plantearon un problema de envergadura aún mayor. Desde entonces 
el fenómeno de la afluencia masiva ha obligado a apartarse de la tradi­
ción de asilo; a aplicar menos el sistema interamericano en los últimos 
30 años y a aplicar más el sistema universal con el concurso fundamen­
tal del ACNUR. 109 El cambio en la escala y características de la nueva 
situación de refugiados, hizo imposible proceder en la práctica a la 
concesión individual del estatuto de asilado. 1 10 

107 "La Comisión en sus Informes a la Asamblea se ha referido al hecho de que los instrumentos internacionales 
vigentes en el marco de la OEA en materia de asilo y refugio como son la Convención sobre Asilo 
( 1928)1 la Convención sobre Asilo Político ( 1 933)1 la Convención sobre Asilo Diplomático ( 1 954) y la 
Convención sobre Asilo Territorial ( 1 954) no son instrumentos adecuados a las condiciones actuales en 
que se está produciendo este flujo de desplazados en el continente, particularmente en Centro América 
y el Caribe. ( . . .  ) Las anteriores recomendaciones reiteradas en los Informes Anuales en 1 982- 1 983 y 
1 98 3 - 1 984, en particular lo relacionado con el establecimiento de una autoridad interamericana para 
atender el problema de los refugiados, sin que ellos implicara crear un organismo paralelo al existente en 
las Naciones Unidas, es decir el ACNUR, "pues ello sería duplicar esfuerzos y desconocer la admirable 
labor que en este campo viene adelantando la Oficina del Alto Comisionado para los Refugiados". Por 
el contrario, lo que se busca, tal como se ha indicado en los citados informes, es la constitución de una 
autoridad dentro de la OEA que tenga a su cargo coadyuvar estrechamente con la labor y finalidades del 
ACNUR para conseguir el respeto de los derechos básicos de los refugiados y desplazados. En CIDH, 
"Desplazamientos humanos en la región y protección de refugiados", en CIDH, I"fonn' A>JUa! d, !a Comisi6" 
I"leramerica"a J, Dmchos Humaflos <984-85, Capítulo V, OEA/Ser.UVIII.66, Doc. 1 0 rev. 1 ,  Washington, 
USA, 1 de octubre de 1 985. 

1 08 SAN JUAN, César y MANLY, Mark, QJl....d.t.. Pág. 24, Párrafo 1 4. 
109 OEA, Estudio Comparativo wtre los lnstrumrntos Internacionales de las Naciones Unidas y los del Sistema Interamericano 

Aplicables al Rigimen J, Asilados, R,fugiados y Pmouas Desplazadas, Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, 
Secretaría General de la O EA., Washington, 1 9 de abril de 1 984. 

1 1 O OEA, El Dmcho I"trrnacioflal J, los R,fugiados y su Ap!icació" m Amfrica Latina, Anuario Jurídico Interamericano 
1 982, Organización de Estados Americanos, Washington, 1 983 , Pág. 208. 

1 02 LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE REFUGIADOS EN LAS AMfRICAS 



27. Es precisamente como respuesta al fenómeno masificado de la salida 
de personas en busca de asilo que se inicia, en América Latina, la 
complementación de instrumentos y esfuerzos internacionales ten­
dientes a proteger a tales personas y a encontrar las soluciones en ese 
momento apropiadas. Así, junto a la tradición de asilo de los países 
de la región, las actividades del ACNUR y los instrumentos interna­
cionales sobre refugiados se hicieron presentes para complementar 
los esfuerzos que dichos países venían haciendo para hacer frente 
a las necesidades que los refugiados planteaban. Hacia fines de los 
años sesenta se instalaron las Oficinas Regionales del ACNUR en 
esta parte del mundo y la ratificación o adhesión a la Convención 
de 1 95 1  y el Protocolo de 1 967 sobre el Estatuto de los Refugiados 
comienza a extenderse en América Latina a partir de 1 962. 1 1 1  

28 .  Años mas tarde, l a  CIDH afirmó que "la OEA tiene l a  obligación 
de contribuir a la solución de los problemas derivados del despla­
zamiento de personas, especialmente si se toma en consideración la 
nueva realidad que ha surgido en materia de refugiados en los últi ­
mos años". A juicio de la Comisión, los acontecimientos ocurridos en 
la década de 1 970 y en los primeros años de la década de 1 980 "han 
significado una modificación en los hechos a la antigua tradición del 
otorgamiento de asilo político". 1 1 2 

2 9 .  La Comisión agregaba al respecto que "estos refugiados son pre­
dominantemente civiles que no han cometido actos criminales 
o actos de terrorismo político. Muchos, quizás la mayoría, han 
sufrido violaciones de sus derechos humanos fundamentales tanto 
en sus países de origen como en el transcurso de su búsqueda de 
un refugio seguro". En virtud de esas nuevas consideraciones, la 
CIDH estimaba que la  OEA debería adoptar medidas para al iviar 
la s i tuación de cientos de mi les de refugiados lat inoamericanos en 
la región,  desplazados de sus hogares y s in posib i l idad de protec­

ción de gobierno alguno. 1 1 3  

1 1 1  SANTISTEVAN, Jorge, Lt prottcci6n inttrnaciona/ a los rej11giados t11 Mfxico, Cmtroamfrica y Pm.amá, Problrnoas 
j11r!dicos y humanitarios, Documento de trabajo, en Co/oq11io sobrt Lt prottcci611 i11tmoacional dt los rifa�giados m 
Amtrica Cmtral, Mfxico y Pmoamá, problmoas j11r!dicos y humanitarios. Memorias del Coloq11io tn Cartagn.a dt l>odias, 
110vitmbre dt 1 98< ,  editado por ACNUR, Centro Regional de Estudios del Tercer Mundo, Universidad 
Nacional de Colombia, Bogotá, Colombia, 1 986.,Pág. 42. 

1 1 2 CIDH, "Los refugiados y el sistema interamericano11, en lnformt Auual de la Comisión lnteramtricana de Derechos 
Humanos 198 1-82, Capítulo VI (b), Campos en los cuales han de tomarse medidas, OEA/Ser.UV/1 1/57, doc. 
6 rev. 1 ,  Washington, USA, 20 septiembre 1 982, Párrafo 9. 

1 1 3  lbidem, Párrafo 1 O. 
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b) La lenta recepción del Derecho Internacional sobre refugiados 1 1 4  

30 .  Afirma Esponda que "los países de América Latina, que desde la década 
de los años treinta habían sido pioneros en la promoción del recono­
cimiento positivo del asi lo a nivel internacional, adoptan una actitud 
distante en todo el proceso que conduce a la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados de 1 95 1  ", 1 1 5  pero desarrollan una discusión 
autónoma, que culmina en las Convenciones de Caracas, en 1 954. Lla­
ma la atención el hecho de que sólo cuatro países de América Latina 
-Brasil, Colombia, Cuba y Venezuela- hayan enviado delegaciones a 
la Conferencia de Plenipotenciarios sobre el Status de los Refugiados 
y de los Apátridas en la cual se realizaron los trabajos preparatorios de 
la Convención de 1 95 1 .  Esta disminuida participación evidenció un 
anticipado desinterés en esos trabajos y contrasta con la muy activa 
participación de los gobiernos de la región, que a la sazón eran el blo­
que regional más numeroso de las Naciones Unidas, en la elaboración 
de la Declaración Universal de derechos humanos. 1 1 6 

3 1 .  Al examinar las intervenciones de los delegados de esos cuatro paí­
ses, se observa cómo existían ciertas razones de fondo que funda­
mentarían dicho desinterés. 1 17 Entre ellas se destacan las siguientes: 
a) la reticencia a una suerte de control o supervisión de los Estados 
de América Latina, por un organismo internacional; b) la idea de 
que la Convención sería apl icable sólo a los europeos y que Latino­
américa no la necesita porque su práctica consuetudinaria es plena 
demostración de ·que respeta el asilo; y e) la convicción de que la 
legislación interna de los países latinoamericanos es suficiente para 
garantizar los derechos de los refugiados, por lo cual no se requiere 
ser parte en la Convención _� 1 8 

32 .  En relación con la reticencia a esa suerte de control o supervisión de 

los Estados por un organismo internacional , el delegado de Venezue-

1 1 4 Seguimos en este punto la construcción que hace Jaime Esponda en su capítulo "La tradición 
latinoamericana de asilo y la protección internacional de los refugiados" en El asilo y la protrcci6u it�trrnacioual 
d, los rifugiados "' Amfrica lAtina, 1 1' . Ed., Buenos Aires, ACNUR-UNLa-Siglo XXI Ed. Argentina, 2003. 
Trabajo realizado en el marco de la investigación del proyecto ACNUR - UNLA. 

1 1 5 ESPONDA, Jaime, lm...Q.t. Párrafo 93 .  
1 1 6 MANLY, Mark, Notas sobre la consagración del asilo a nivel universal y regional americano. Documento producido 

durante la investigación UNLa-ACNUR "El asilo y la protección internacional de los refugiados en 
América Latina", San José, Costa Rica, agosto de 200 l .  

1 1 7 ACNUR, Travaux prfparaioir<s, records o f  the 1 95 1  Conference o f  Plenipotentiaries o n  the Status of 
Refugees and Stateless Persons, Ginebra, Suiza. 

1 1 8 ESPONDA, Jaime, lm...Q.t., Párrafo 96. 
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la manifestó sus reservas al artículo 35 , 1 1 9 que establece la obl igación 
de cooperar con la Oficina del ACNUR en el ejercicio de sus funcio­
nes, y que, en algún grado, restringe la discrecionali dad de los go­
biernos en la concesión de protección a los refugiados. 1 20 Cinco años 
más tarde, según un documento oficial, el gobierno de Chile estima­
ba que "la eventual adhesión de Chile a esta Convención no traería 
mejora alguna en la actual situación jurídica del Gobierno ni en la de 
los posibles refugiados; y tendría la desventaja de dejar al Gobierno 
sujeto al control de autoridades extrañas en lo que se refiere a la apl i ­
cación de principios que hasta ahora han sido aplicados por nuestras 
autoridades, sin necesidad alguna de control internacional". 1 2 1 

3 3 .  La idea de que la Convención sería apl icable sólo a los europeos en­
cuentra su razón en que buena parte de los signatarios de la Conven­
ción de 1 95 1  pensaba que tal instrumento se dedicaría únicamente a 
arreglar situaciones de refugiados suscitadas en Europa y con ante­
rioridad a 1 95 1 .  No obstante, una cláusula preveía la posibilidad de 
que fueran también aplicables a refugiados en otra parte del mundo.  
El  l ímite temporal fue levantado por el Protocolo de 1 967 a partir del 
cual la Convención de 1 95 1  adquiere validez universal y sin límites 
temporales. Es este último amplio alcance el que demoró en ser acep­
tado en América Latina. 

34. La concepción de que Latinoamérica no necesitaba la Convención, 
porque su práctica consuetudinaria constituía plena evidencia de que 
respetaba el asilo, fue expuesta en la Conferencia de Plenipotencia­
rios por el representante de Colombia, quien manifestó que su go­
bierno había asistido a ella con el propósito de contribuir al trabajo 
de la Naciones Unidas en beneficio de los refugiados europeos, pero 
que no imaginaba que en esta Conferencia se intentaría solucionar 
una problemática de refugiados latinoamericanos, por cuanto, en 
realidad, ésta no existía. 1 22 La fuerza de esta idea se mantuvo en el 
tiempo y conformó una de las explicaciones de la lenta incorpora­
ción de los países latinoamericanos a la Convención . 

35 .  En resumen, tanto en la crisis del Cono Sur como en la primera etapa 

de la crisis de Centroamérica, no se podía invocar a los instrumen-

1 19 La enumeración del articulado corresponde a la del texto aprobado de la Convención. 
1 20 ACNUR, Travaux prfparatoires, .QJ2....Q1. 

1 2 1  Asesoría Jurídica, Informe N• 3 8 2 1  g.s2, Ministerio de Relaciones Exteriores, Santiago, Chile, 1 O de octubre 
de 1 956 en ESPONDA, Jaime, .Ql!...l:i1., Nota al pie N° 1 1 8 y Párrafo 97. 

1 22 ACNUR, Travaux prfparatoirts, .QJ2....Q1. 
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tos internacionales y en la práctica no tenían vigencia en América 
Latina, 123 salvo como veremos en el caso de Chile. 1 24 No obstan­
te, la recepción se efectuó gradualmente, gracias al trabajo y a la 
protección directa y de promoción del ACNUR sobre la base de su 
estatuto (Resolución 428 de la Asamblea General V de las Naciones 
Unidas) .  Si se considera la menguada participación latinoamericana 
en la Conferencia y los argumentos de los delegados, no debería ex­
trañar cuán lento fue el posterior proceso de adhesión a la Conven­
ción. Cuando se había cumplido una década desde su aprobación, 
sólo cuatro Estados latinoamericanos eran parte de la Convención 
de 1 95 1  - solamente uno sin reservas geográficas- 1 25 lo que supone 
l imitar la aplicación del instrumento a los hechos ocurridos con ante­
rioridad al 1 o de enero de 1 95 1 .  Este último no cubría las situaciones 
de refugiados latinoamericanos descrita en este documento. 1 26 

36 .  Es cierto que, pese a esa distancia o reticencia de los gobiernos de 
América Latina hacia la Convención de 1 95 1 ,  en ésta se adivina la 
influencia de anteriores esfuerzos latinoamericanos. Sin embargo, 
para muchos la Convención fue una creación europea, y originada 
en el problema europeo. En efecto, su punto de referencia inicial son 
las personas consideradas como refugiados según los acuerdos de la 
década de los veinte o las convenciones aprobadas por la Sociedad 
de las Naciones, en 1 93 3  y 1 93 8 .  Enseguida, la Convención define 
al refugiado como la persona que sufre temor de persecución como 

1 2 3  El Comité Jurídico Interamericano señaló que la Convención de 1 95 1  ''constituye un considerable 
adelanto en la materia". Sin embargo, afirmó que, "debido a que su campo de acción está limitado en 
el espacio y en el tiempo, por las motivaciones fácticas que condicionaron su adopción, no es posible 
extenderla sin las debidas adaptaciones al ámbito americano . . .  " agregando que hasta el momento [ 1 965) 
"sólo cinco países americanos han ratificado dicho instrumento por lo cual sus normas no son aplicables en 
todos los del sistema interamericano". Ver Comité jurídico Interamericano, Documentos Oficiales, Vol. 
IX, Pág. 3 38 . 

1 24 Chile ratificó la Convención de 1 95 1  y el Protocolo de 1 967 el 28 de enero de 1 972. 
1 25 Entre 195 1  y 1 96 1  los países que ratificaron la Convención de 1 95 1  fueron por orden cronológico, 

Ecuador el 1 7  de agosto de 1 955; Brasil el 1 6  de noviembre de 1 960; Colombia el l O  de octubre de ! 96 1 y  
Argentina e l  1 5  de noviembre de 1 96 1 .  De ellos sólo Colombia ratificó l a  Convención de 1 95 1  sin reserva 
geográfica. Ecuador la levantó el 1 de febrero de 1 972. Ver GIANELLI DUBLANC, María Laura, Políticas 
de regulaci6H e de iHcorporacióH de rej11giados ( . . .  ), Qll....ctt., Págs. 56-57. 

1 26 Desde 195 1  hasta fines de la década de los setenta, otros siete países ratificaron la Convención (Perú, 
Paraguay, Uruguay, Chile, Costa Rica, República Dominicana y Panamá). En las décadas de los ochenta y 
noventa, se suman seis países más (Nicaragua, Bolivia, El Salvador, Guatemala, Haití y Honduras). Desde 
el año 2000, es parte México. Además, entre la adopción de la Convención y la del Protocolo de 1 967, 
la adhesión a la Convención se dio, en general, 11COn reservas geográficas, esto es, limitando su alcance 
estrictamente a refugiados provenientes de Europa". Si bien todos los países que se han adherido a la 
Convención lo han hecho también al Protocolo de 1 967, este segundo proceso de adhesión experimentó 
una lentitud equivalente a la del primero. 
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resultado de los acontecimientos ocurridos ·en ese continente con 
anterioridad al 1 °  de enero de 1 95 1 ,  aunque da a los Estados partes la 
posibi l idad de optar por apl icarla a sucesos ocurridos no solamente 
en Europa. 

37. Por otra parte, desde un punto de vista histórico, podría estimarse 
que la institución latinoamericana del asi lo se refirió siempre, desde 
el Tratado de 1 889, específicamente a perseguidos por el ejercicio de 
sus derechos políticos. Esta tradición fue recogida por posteriores 
instrumentos. La Convención de 1 95 1  confrontó -por el contrario­
la necesidad de dar respuesta, en los términos de su artículo 1 °, a una 
emigración forzosa originada en fundados temores de persecución 
"por motivos de raza, rel igión, nacional idad, pertenencia a determi­
nado grupo social u opiniones políticas", características más amplias 
que la l imitada a perseguidos políticos. 

3 8 .  Sin embargo, la explicación más valedera de la reticencia de Lati ­
noamérica, hacia la Convención y de su lenta incorporación a ella, 
consiste en la resistencia de los gobiernos a someterse a algún tipo 
de supervisión internacional (o "extranjera", corno coloquialmente 
se señaló por parte de algunos representantes) que, en algún grado, 
estaba relacionada con la idea de que la Convención era un instru­
mento "europeo". Esta renuencia era un factor mucho más importan­
te que la creencia en la pretendida suficiencia de las legislaciones na­
cionales y en la fuerza de la tradición americana en materia de asilo. 
Teniendo en cuenta que, si los gobiernos de América Latina hubiesen 
considerado que las leyes internas eran suficientes para enfrentar el 
problema de los refugiados, no hubiesen desarrollado simultánea­
mente un debate paralelo que culminaría en las Convenciones de 
Caracas de 1 954. 1 27 

39.  En efecto, en 1 950, mientras en Ginebra se aprobaba el Estatuto de 
la Oficina del Alto Comisionado para los Refugiados, el Consejo de 
la OEA encomendaba al Consejo Interamericano de Jurisconsultos 
que emprendiera el estudio de un régimen jurídico sobre el asilo, lo 

cual dio inicio a los trabajos preparatorios de las Convenciones de 
Caracas. Luego, recién aprobada la Convención de 1 95 1 ,  el Comité 

1 27 "EI coloquio de México (de 1 98 1 )  advirtió que uno de los déficit mayores del asilo y la protección de 
los refugiados eran las lagunas y carencias, tanto del derecho internacional, 'asf como del orden jurfdico 
interno de los estados' americanos", en FRANCO, Leonardo, El Dt"cho Iutmwcioual dt los Refugiados y su 
Aplicación en América Litina, Anuario Jurídico fnteramericano 1 982, Organización de Estados Americanos, 
Washington, 1 983, Pág. 1 84. Ver asimismo ESPONDA, Qll,._lj_t, Párrafo 1 1 3  y Nota al pie N• 1 35. 
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Jurídico Interamericano emite, sin referirse para nada a este instru­
mento internacional, un Proyecto de Convención sobre Régimen de 
los Asilados, Exil iados y Refugiados Políticos. 1 28 Todo insinuaba que 
la indiferencia hacia la Convención de 1 95 1  era premeditada. Este 
proceso autónomo siguió su curso en 1 952, con el Proyecto de Con­
vención sobre Asilo Político, y en 1 95 3 , con el Proyecto de Con­
vención sobre Régimen de Asilados, Exilados y Refugiados Políticos, 
ambos elaborados por el Comité Jurídico Interamericano, y que cul ­
mina entre el 1 y el 28 de marzo de 1 954, cuando ambas conven­
ciones son aprobadas en la X Conferencia I nternacional Americana, 
de la OEA. Este debate, que ocupa tiempo, capacidad profesional y 
voluntad política, lo real izan los gobiernos sin mirar hacia Ginebra. 
En las discusiones de los proyectos no hubo una sola mención a la 
Convención de 1 95 1 . 1 29 

40. Según se desprende de esas discusiones, en la mentalidad de los go­
biernos y de los juristas latinoamericanos las Convenciones de Ca­
racas de 1 954 representaban la continuidad de la tradición recogida 
por el Tratado de 1 889 y los posteriores instrumentos regionales, 
cuya inspiración fundamental era el ejercicio de la soberanía para 
proteger a individuos que sufrían persecución política. En tal sen­
tido, en lo que respecta al asi lo diplomático, los representantes de 
los gobiernos estimaron que la respectiva Convención de Caracas 
perfeccionó y amplió considerablemente las normas contenidas en 
las anteriores convenciones, de La Habana ( 1 928)  y Montevideo 
( 1 9  3 3 ) .  1 30 

4 1 .  Sin embargo, los mismos gobiernos y juristas observaban a la Con­
vención de 1 95 1  como una respuesta europea a los desplazamientos 

masivos de personas con ocasión de los conflictos armados, fenó­

meno ausente, hasta entonces, en América Latina, lo cual les hacía 
pensar que el continente "no necesitaba de la Convención de 1 95 1  
ni de la ayuda de la comunidad internacional para resolver las aisla-

128  Comité Jurídico Interamericano, Diclarnrn remitido al mrrtario gt��tral J, la  OEA, para su coHsideraci6H, por la 
s�gundn stsi6n del CoiiStjo lntermncricatlO de Jurisconsultos, Memoria del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
Santiago, Chile, 1 952, Pág. 329 y ss. 

1 29 Consejo Interamericano de Jurisconsultos, versión taquigráfica de la reunión del 4 de mayo de 1953, 
Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile. Ver ESPONDA Q.lLQ!., Párrafo 1 14 .  

1 30 La Convención de Caracas sobre Asilo Diplomático está en vigor entre Brasil, Costa Rica, Ecuador, 
El Salvador, Haití, México, Panamá, Paraguay y Venezuela, mientras que la Convención sobre Asilo 
Territorial está en vigor entre Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Haití, Panamá y Venezuela. 
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das persecuciones internas", ' 3 '  a las cuales se podía responder por la 
vía del asilo diplomático. Esta visión es compartida, de algún modo, 
por el influyente jurista mexicano César Sepúlveda, quien sostiene 
que "en América Latina, el fenómeno de los refugiados (sujetos de 
desplazamientos masivos) es más nuevo y no fue importante hasta 
los setenta" . ' 32 Será recién entonces que algunos países se acercan 
al ámbito de aplicación de la Convención de 1 95 1  y solicitan los 
servicios del ACNUR, pero sólo para que colabore en la recepción e 
integración de refugiados europeos. Hacia fines de esta década, tam­
bién "algunos gobiernos centroamericanos recurrieron al ACNUR, 
para cooperar en la asistencia de refugiados de origen nicaragüense 
(alrededor de 1 00.000) que habían abandonado su país entre 1 978 
y 1 979". 1 3 3  

1 3 1  ARBOLEDA, Eduardo, El ACNUR, las migraciones internacionales y e l  derecho de asilo y refugio, Revista Mexicana 
de Política Exterior, Instituto Matías Romero de Estudios Diplomáticos, México, primavera de 1 994, Pág. 
1 44 y SS. 

1 3 2  SEPÚLVEDA, César, "Manual de derecho internacional público", Pornúa, México, 1 998, Pág. 54 1 ,  
citado por FRANCO, Leonardo, LA cuesti611 "asilo' y "refugio' "' Cesar Sepúlveda. Trabajo de investigación del 
Proyecto ACNUR - UNLA. Recopiló en el libro FRANCO, Leonardo (coordinador). QQ..Ql. Asimismo 
es digno de destacar que, en su sesión extraordinaria de abril de 1 966, el Comité Jurídico Interamericano 
elaboró un denominado Anteproyecto de Convención lnteramericana sobre Refugiados, en Comif{ lur(dico 
ltJteramericano, recomendacimus e infonnes, Vol. IX, Págs. 337-35 1 .  

1 3 3  FRANCO, Leonardo, El derecho i11ternacional de los refugiados (. . .  ) , QJ2...Ql., Pág. 2 J O. 

LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE REFUGIADOS EN LAS AMÉRICAS j 09 



CAPÍTULO DOS 
El rol del ACNUR a favor de refugiados latinoamericanos: 
La crisis de refugiados provenientes de países del Cono Sur de 
América Latina (años 60 y 70) 1 34 

42 .  Además de las razones descritas por el CIDH en el año 1 965 para 
sustentar la crisis del sistema interamericano y su inaplicabi l idad a 
nuevas situaciones, la crisis de los países del Cono Sur añadió un 
importante elemento ideológico en virtud de la doctrina de seguri­
dad nacional y su correlato en el Plan Cóndor, que significaron, en 
la práctica, una amenaza real a la vida y seguridad de los refugiados. 

43 .  La presencia y actividades del ACNUR en América Latina, comen­
zaron en 1 952 y se concentraron principalmente en la situación de 
los refugiados europeos reasentados después de la segunda guerra 
mundial . ,  promoviendo su integración al medio local y proporcio­
nando asistencia material l imitada a los que ya se veían afectados por 
la situación socioeconómica de los países en que se encontraban 1 35 

EL ACNUR no fue activo en la crisis de refugiados del Caribe en la 
década del 60. 

44. Los golpes de estado militares seguidos por una gran represión a la opo­
sición política en los países del Cono Sur, dieron como resultado un 
flujo sin precedentes de refugiados y de exiliados por motivos políticos, 
primero de Chile y luego de Uruguay y de República Argentina. 1 36 

a) Chile 

45. En 1 97 1 ,  a petición del Gobierno de Chile y principalmente como 
consecuencia de los acontecimientos en Bolivia -por la caída del 

gobierno de ese país- se requirieron los servicios del ACNUR para 

1 34 Este capítulo contó con los insumas de investigación de Laura Gianelli. 
1 35 Iban desde los emigrados armenios y rusos, pasando por los refugiados de la guerra civil española, que 

encontraron asilo en México, en particular, hasta los refugiados posteriores de otras nacionalidades 
europeas que fueron generosamente recibidos en muchos países del continente americano. Ver 
MOUSSALLI, Michel, Declaración, en Coloquio sobre el asilo y la protección internacional de refugiados 
en América Latina, México DF, 1 1  al 1 5  de mayo de 1 98 1 ,  Págs. 25-26. 

1 36 "Muchas personas salieron al exilio en el Brasil después del golpe de 1 964,y en números aún mayores entre 
1 969 y 1 973; del Uruguay, antes y después que los militares asumieran el poder total en 1 973; en Chile, 
a partir del golpe de septiembre de 1 973; y de Argentina, iniciándose aún antes del pronunciamiento 
militar de 1 976 y multiplicándose después de esa fecha. Los paraguayos han salido al exilio político 
continuamente desde 1 974, y los exiliados bolivianos por motivos políticos han salido en dos grandes 
oleadas, en 1 97 1  y en 1 980". VARGAS CARREÑO, Edmundo, ruw;it ,  Pág. 70. 
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prestar ayuda material a refugiados de origen latinoamericano. 1 37 El 
Presidente de Chile, Salvador Allende, solicitaría de manera directa, 
la actuación del ACNUR frente a la situación de los refugiados Boli ­
vianos en Chile. Debe destacarse que con ta l  motivo el gobierno del 
Presidente Allende accedió en el año 72 a la Convención del 5 1  y el 
Protocolo del 67 sin reservas . 

46. El golpe de Estado en Chile en 1 973, sacudió a la opinión públ ica 
mundial .  La actuación de la ACNUR fue rápida, enérgica y creativa. 
Dos días después del golpe, el Alto Comisionado Sadruddin Aga 
Khan envió una nota al gobierno de Chile urgiendo el respeto a la 
Convención y al Protocolo.  En los meses siguientes el ACNUR des­
plegó acciones muchas veces en cooperación con el Comité Interna­
cional para las Migraciones Europeas (ClME) 1 38 y otras agencias del 
sistema de Naciones Unidas y de comprometidas ONG's chilenas a 
favor primero de refugiados de otros países de la región que habían 
huido de dictaduras mil itares y habían encontrado acogida en Chile, 
entre ellos brasileños que dejaron su país con motivo del golpe de 
Estado de 1 963 .  Para tal efecto se buscó una solución original con­
forme a la tradición latinoamericana del asilo diplomático de abrir 
"santuarios" a los que también acudían familiares de chilenos. 

47. Para el ACNUR, el golpe de Estado perpetrado en Chile, así como el 
período subsiguiente, plantearon considerables retos. Chile ya aco­
gía a muchos miles de refugiados y exi l iados políticos que habían 
buscado refugio en ese país en los años anteriores. A mediados de 
1 972, el gobierno de Allende calculaba su número en alrededor de 
5 .000. Muchos habían l legado tras la elección de Allende en 1 970, 
ya sea huyendo de gobiernos de derecha, o para apoyar lo que con­
sideraban una experiencia socialista única. El  20 de septiembre de 
1 973,  se abrió una oficina del ACNUR en la ciudad de Santiago de 

Chile. Ese mismo mes, el gobierno permitió la creación de un Comi­
té Nacional de Ayuda a los Refugiados (CONAR) . 1 39 

1 37 FRANCO, Leonardo, El Derecho I11temacional de los re]úgiados (. . .  ), QJl.....Q.t, Pág. 209. 
1 38 El Comité lntergubernamental para las Migraciones Europeas (CIME) cambia su denominación en 1 989. 

Actualmente se lo conoce como Organización Internacional para las Migraciones (OIM) 
1 39 Las iglesias y las organizaciones de voluntarios que lo integraban crearon 26 centros de recepción de 

refugiados, 1 5 en Santiago y 1 1  en provincias, donde se proporcionaba asistencia a los «refugiados bajo 
mandato», tramitando sus documentos y gestionando su traslado a países de reasentamiento. A finales 
de septiembre, se habían inscrito en estos centros 600 refugiados, y el 23 de octubre su número era ya 
de 1 .022. Varios cientos de refugiados más que carecían de alojamiento fueron albergados en diferentes 
momentos en una vivienda bajo la protección de la embajada suiza, con el consentimiento del gobierno 
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48 .  Desde el principio, el régimen de Pinochet utilizó el destierro como 
parte de su estrategia para redefinir el mapa político de Chile, bus­
cando eliminar las experiencias políticas y democráticas anteriores. 
Fue tal el número de personas detenidas que el principal estadio de 
fútbol de Santiago se convirtió en un centro de detención multitu­
dinario provisional . El  CIME, el Comité Internacional de la Cruz 
Roja y el ACNUR, junto con las organizaciones no gubernamentales 
locales, desempeñaron un importante papel al posibil itar la sal ida del 
país de mi les de personas. 1 40 

49. Muchas embajadas en Santiago recurrieron a la arraigada práctica 
latinoamericana de ofrecer protección diplomática a quienes estaban 
en sus terrenos. Pocos días después del golpe, más de 3 . 500 chilenos 
habían pedido asilo en las embajadas en Santiago, principalmente en 
las de Argentina, Francia, I talia, México, los Países Bajos, Panamá, 
Suecia y Venezuela. El  ACNUR, ejerciendo su función de interme­
diario, prestó asistencia a estos solicitantes de asi lo. A mediados de 
octubre, con la asistencia del ACNUR y el acuerdo del gobierno, 
se concedieron salvoconductos a 4 .76 1 solicitantes de asilo, en su 
mayoría chilenos. En mayo de 1 974, el Ministerio de Relaciones Ex­
teriores había dado alrededor de 8 .000 de estos salvoconductos. 1 4 1  

50 .  El Decreto Ley 1 308 de 3 de octubre de 1 973 constituyó una im­
portante innovación en la práctica internacional moderna del asilo 
al crear dentro de Chile lo que conoció con el nombre de <<refugios 
temporales>> para refugiados extranjeros, garantizados por el propio 
gobierno chileno. En total había seis de estos refugios en el área de 
Santiago. La operación realizada por el ACNUR en Chile a partir 
de 1 973 constituyó un importante hito en la historia de la organi-

chileno. La  casa suiza dio asilo a cientos de  refugiados incluidos en  e l  mandato del ACNUR que habían 
sido excarcelados y contra los que se habían dictado órdenes de expulsión, que estaban a la espera de ser 
reasentados en otros países. La mayoría eran brasileños, uruguayos y bolivianos. Ver ACNUR, LA Situaci6n 
de los Refugiados en el Mundo, 2000, Cincuenta mios de acci6n humanitaria, Icaria Editorial, España, 2000, Pág. l 40. 

1 40 El ACNUR recibió también un gran apoyo de otras organizaciones de la ONU, sobre todo de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) y la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). 
El ACNUR también pidió a los países de Europa oriental que reasentaran a refugiados chilenos. Alrededor 
de mil se dirigieron espontáneamente a la República Democrática de Alemania (Alemania Oriental) y un 
número similar fue a Rumania, con la ayuda del ACNUR. Una cifra inferior de refugiados se desplazó a 
otros países de Europa oriental, como Bulgaria y Yugoslavia, el único país del bloque oriental con el que 
el ACNUR había mantenido hasta entonces relaciones significativas. El llamamiento del ACNUR a estos 
países fue algo novedoso, en una época en que la Unión Soviética aún mostraba un abierto recelo ante la 
organización. Ver ACNUR, LA Situaci6n (. .. ) 2000, QJLJ;i.L, Págs. l 40- 1 4 1 .  

1 4 1  ACNUR, LA Situaci6n (. . .  ) 2000, Qll...Jil., Pág. 1 4 1 .  
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zación, pues fue su primera operación de envergadura en Latinoa­
mérica. Aunque no existen cifras exactas del número de personas 
que huyó al exil io en los años en los que el general Pinochet fue 
jefe del Estado, solamente el Comité lntergubernamental para las 
Migraciones Europeas permitió la salida de 20.000 personas en 1 980. 
Otras fuentes calculan que el número total de quienes huyeron del 
régimen, ya fuera voluntariamente o expulsados, no fue inferior a 
200.000 personas. 142 

b) Otros Países del Cono Sur 

5 1 .  Luego del golpe de Estado en Chile, el terrorismo de Estado impues­
to en Uruguay y Argentina va a asumir entre sus prácticas la el imi­
nación de toda oposición al régimen por considerarla "subversiva" 
de acuerdo a la doctrina de "seguridad nacional" sustentada. 1 43 La 
principal preocupación se convirtió entonces en asegurar la seguri­
dad, l ibertad y la vida de millares de personas que buscaban asi lo .  1 44 

52 .  En marzo de 1 97 4, ante la l legada de refugiados de países l imítrofes 
hacia Argentina, el Gobierno solicitó al ACNUR ayuda para la asis­
tencia de dichas personas. 145 Por esta razón, y con la aprobación del 
Gobierno, las distintas Iglesias de la Argentina y diversas agencias 
voluntarias, crearon una Comisión Coordinadora de Acción Social, 
actuando bajo el auspicio del ACNUR. 146 

5 3 .  El ACNUR cooperó igualmente en la protección y asistencia de 
refugiados chilenos que salieron hacia países l imítrofes, particular-

1 42 lbidem 
143  MARMORA, Lelio y GURRIERI, Jorge, El retorno en d Río de la Plata (lAs r<Spu<Stas social" frmte al retorno "' 

Argmtina y Uruguay), Estudios Migratorios Latinoamericanos, Buenos Aires, Diciembre de 1 988, Pág. 469. 
1 44 Aduciendo motivos de seguridad nacional, los gobiernos militares los países del Cono Sur no siempre 

observaron la tradición regional del asilo y los tratados pertinentes CIREFCN89/I O, Párrafo 9. 
1 45 Desde fines de 1 973 al mes de junio de 1 979, 1 5.849 personas fueron reconocidas como refugiados 

por el ACNUR en Argentina. Del total de la población registrada, las tres cuartas partes de la misma 
es de nacionalidad chilena; el 1 8,24% uruguaya; el 2,2% boliviana; 1 ,42% paraguaya y el resto de otras 
nacionalidades. La mayor aAuencia de refugiados chilenos a Argentina acontece en 1 975 ( 40% del 
total del año); en 1 976 la mayor concentración es de ciudadanos uruguayos (36%), los de nacionalidad 
paraguaya ocupan el primer lugar en 1 978-79 (27%) y es en 1 974 donde los contingentes bolivianos 
(46%) ocupan la primera posición. Considerando las cuatro nacionalidades mencionadas, es durante los 
años 1 974 y 1 975 donde se reúne mayor cantidad de refugiados en Argentina, el 7 1 %  del total; en 1 976 
el 1 7,74, en 1 977 el 6,85% y en 1978-79 el 4, 1 2%.  Sobre el total de refugiados registrados ( 15 .849 
personas) es la Comisión Católica Argentina de inmigración la institución que ha prestado asistencia al 
mayor número de refugiados. En LETCHER, Jorge, Refugiados latinoamericaHos en Argentina, CCAM, Anexo 
Migraciones N• 22, Buenos Aires, marzo de t 98 1 ,  Págs. 1 1 - 12 .  

1 46 Esta fue aprobada por Resolución N• 1 853 del Ministerio del lnterior el 26 de  abril de  1 974. En  LETCHER, 
Jorge, QQ....ctt, Pág. 7. 
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mente Perú y Argentina. Intervino también a favor de refugiados 
uruguayos que buscaron asilo en la Argentina. Más tarde el ACNUR 
se ocupó también de refugiados argentinos, bolivianos y paraguayos 
por intermedio de sus oficinas en otros países. 147 

54. Numerosas personas, que no habían solicitado la protección o asis­
tencia del ACNUR y teniendo las condiciones para ser considera­
dos como refugiados, se integraron durante esos años a varios paí­
ses de América Latina, particularmente en México y Venezuela, y, 
de Europa, principalmente España. Los refugiados dl'! este período 
procedían en su gran mayoría de sectores urbanos, incluyendo una 
buena proporción de dirigentes políticos y sindicales, profesionales 
e intelectuales. 

55 .  Varios informes daban cuenta, sobre todo en países del Cono Sur, 
de diversos incidentes particularmente en Argentina, que atentaban 
contra la vida, la l ibertad y la integridad física de los refugiados. Con 
el correr del tiempo se fueron revelando aspectos del siniestro Plan 
Cóndor l levado a cabo por los servicios de seguridad de varios países 
del Cono Sur que afectarían directamente la seguridad de los refu­
giados. La tarea de protección del ACNUR fue sumamente delicada 
dado que, en más de una ocasión, rozaba aspectos que eran conside­
rados por las autoridades del país de recepción como relativos a la 
seguridad nacional. Para poder superar estos graves problemas se re­
currió a la medida extrema del reasentamiento de numerosos refugia­
dos en terceros países, especialmente en Europa, que respondió con 
la generosidad con que América Latina había recibido anteriormente 
personas procedentes del Viejo Continente. 1 48 . Frente a la situación 
descrita en el Cono Sur, el ACNUR debió actuar sobre la base de su 
mandato, dado que los países involucrados no habían asumido obli­

gaciones contractuales de la Convención y el Protocolo. 
56. A juicio de la CIDH, los acontecimientos ocurridos en la década de 

1 970 y en los primeros años de la década de 1 980 han significado una 
modificación en los hechos a la antigua tradición del otorgamiento 
de asilo político por las siguientes razones: a) El número de perso­
nas que necesitan asilo político es varias veces mayor que en cual-

1 47 FRANCO, Leonardo, El  Dmcho [HitrHacioHal de  los refugiados ( . . .  ), QJW;it., 1 983, Pág. 209. 
1 48 Además de los innumerables refugiados que se reasentaron espontáneamente, especialmente en Costa 

Rica, México, España y Venezuela, se reasentaron unas 1 8.000 personas bajo los auspicios del ACNUR 
entre 1 973 y 1 985. CIREFCA/89/1 0, Párrafo 1 1 .  Ver asimismo FRANCO, Leonardo, El Dmcho lHttrnacioHal 
dt los refugiados ( . . .  ), QJW;i¡., 1 983,  Pág. 2 1 0  y Nota N• 55, Pág. 225. 
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quier otro momento de la historia de la región; b) La composición 
de los grupos que solicitan asilo político ha cambiado de dirigentes 
políticos individuales a grandes grupos de personas con temor bien 
fundado debido a las condiciones de violencia generalizada y su mi­
l itancia en sectores políticamente vulnerables de la sociedad, aunque 
no hayan necesariamente participado en actos políticos individuales; 
e) Mientras que los antiguos exi l iados eran generalmente personas 
de medios económicos y de cierta educación, los solicitantes de asi ­
lo en los años recientes son abrumadoramente personas sin recur­
sos financieros, que usualmente carecen también de educación y de 
entrenamiento de trabajo; d) Entre los países que tradicionalmente 
han ofrecido refugio a los exi l iados políticos, algunos no solamente 
rehúsan aceptar refugiados latinoamericanos, sino que son, además, 
fuentes generadoras principales de refugiados en la región; e) La le­
gislación interna, y las convenciones regionales relacionadas con los 
refugiados y asilados son inadecuadas para resolver situaciones de 
asilo masivo; f) Las condiciones económicas generalmente pobres 
que confronta la mayor parte del hemisferio hacen difícil el reasen­
tamiento de miles de extranjeros adicionales; y g)  Muchos gobiernos 
de la región no han estado dispuestos a recibir refugiados por moti­
vos ideológicos o políticos, considerándolos como una amenaza a su 
seguridad nacional . 149 

57. Para los efectos del presente trabajo puede ser de utilidad mencionar 
algunas lecciones aprendidas durante esta primera gran operación en 
la que ocurrieron episodios dolorosos y trágicos como por ejemplo 
la desaparición de más de 300 refugiados en Argentina. 

58. La respuesta internacional a la grave crisis de los refugiados del Cono 
Sur constituyó una articulación y convergencia pragmática de esfuer­
zos de distinto tipo: a) la aplicación del Sistema interamericano de 
asilo sobre todo en el caso de México para chilenos y algunos pocos 
argentinos y uruguayos, además de la experiencia de los "santuarios" 
en Chile; b) el Estatuto de refugiado reconocido por el ACNUR, 

en virtud de su mandato, que requería arduas negociaciones con los 
gobiernos respectivos, para asegurar permanencia y protección. Fue 

1 49 MONROY CABRA, Marco Gerardo, El sistema interamericano y la protección de los refugiados, 
Ponencias de expertos, en Coloquio sobre La protección internacional de los refugiados en América 
Central, México y Panamá, problemas jurídicos y humanitarios. Memorias del Coloquio en Cartagena 
de Indias, noviembre de 1 984, editado por ACNUR, Centro Regional de Estudios del Tercer Mundo, 
Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, Colombia, 1 986., Pág. 248. 
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creada una oficina en Río de Janeiro en donde la petición de la con­
dición de refugiado bajo mandato fue examinada como paso previo 
al reasentamiento; e) el reasentamiento en terceros países, desde el 
primer país de asilo. Cabe aquí destacar la generosa respuesta sobre 
todo de los países europeos y de Canadá y Austral ia; d) asimismo, 
como solución más numerosa, debe destacarse la generosa política 
migratoria de varios países de América Latina, sin duda inspirada 
por la vieja tradición de asilo; e) por último, cabe mencionar que el 
ACNUR, con la cooperación del CIME, desplegó una intensa activi­
dad para facilitar la repatriación voluntaria de todos estos grupos de 
refugiados incluyendo aquellos que no habían sol icitado u obtenido 
el estatuto de refugiado para lo cual se l levaron a cabo determinacio­
nes individuales post facto. 

59. Además del desafío que significó la nueva realidad de refugiados, 
el cambio de política del ACNUR hacia la protección de éstos fue 
grandemente influenciada por la dedicación y visión de una nueva 
generación de funcionarios en esta región encabezados por Oldrich 
Haselman quien fuera representante regional desde y durante la cri ­
sis chilena y abriera causes inéditos a favor del asilo y la protección 
de los refugiados en América Latina. 

60. Este periodo dejó algunas contribuciones valiosas como primera ex­
periencia de protección internacional de refugiados en América Lati­
na, que significaron un primer paso en la incorporación de principios 
y criterios del Derecho Internacional con una óptica más moderna 
enraizada en el Derecho I nternacional de los Derechos Humanos 
que se encontraban en formación, que la tradicionalmente susten­
tada por el sistema interamericano del asilo. Entre ellas es menester 
mencionar: 
1 )  La protección directa de refugiados y la prevención del non refou­

lement. 

2)  El reconocimiento de la condición de refugiado como decla­
rativa y no constitutiva a diferencia del carácter formal de la 
concesión de asilo en el Sistema Interamericano. 

3 )  El reasentamiento en  terceros países sobre todo fuera de  Améri­
ca Latina (Europa, USA, Canadá y Austral ia) como mecanismo 
de protección. 

4) El despliegue de oficinas del ACNUR en varias regiones del 
continente. 

1 1 6 LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE REFUGIADOS EN LAS AMÉRICAS 



5) El rol crucial de las ONG's para la protección de refugiados por 
ejemplo: Vicaría de la Solidaridad en Chile, FFCAM y CAREF 
en Argentina, Cáritas en Brasil y la Comisión Católica en Perú. 

6) La aplicación de criterios pro homine en relación con la repa­
triación de los refugiados como por ejemplo: la admisión del 
retorno auspiciado de refugiados no reconocidos mediante el 
reconocimiento post facto de la condición de refugiado y la re­
patriación de quienes ostentaban doble nacional idad, mediante 
la preponderancia de la nacional idad de origen (criterio socio­
lógico) sobre otra que pudiese haberse adquirido en el país de 
asilo (criterio formal ) .  

7) Los arreglos específicos para la protección de refugiados tal 
como la anteriormente mencionada creación de "santuarios" en 
Chile. 

6 1 .  Para evaluar esta experiencia, el ACNUR organizó en México, en 
1 979, el "Primer Seminario sobre la Protección Internacional en 
América Latina" que contó, entre otros, con la presencia del lamenta­
blemente desaparecido Sergio Viera de Mello quién se desempeñaba 
como Representante Regional en Lima. En dicho evento se discutie­
ron entre otras cosas: "la tradición latinoamericana de asilo político, 
su relevancia para refugiados bajo la competencia del ACNUR; la 
aplicación de la  Convención de 1 95 1  y del Protocolo de 1 967150 y la 
determinación del estatuto de refugiados. La contribución más tras­
cendente del Seminario fue la propuesta de organizar un coloquio 
sobre el asilo y la protección internacional de refugiados en América 
Latina . 1 5 1 

1 50 En este momento los países que se habían adherido sin reservas eran Ecuador, Costa Rica, República 
Dominicana y Panamá. 

1 5 1 Este Coloquio sería el de México, 1 98 1 

LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE REFUGIADOS EN LAS MIÉRICAS 1 1  7 



CAPÍTULO TRES 
El Coloquio de México de 1 98 1  

y el rol de los Organismos Regionales 

a) Organización del Coloquio 

62. A principios de los años ochenta era evidente que para hacer frente 
a la situación de refugiados provenientes de Sudamérica y, en parti­
cular, de Centroamérica, se necesitaba abordar el problema de otra 
manera. "La masificación de los desplazamientos y el incremento nu­
mérico de personas en busca de asilo", exigía "superar determinadas 
carencias, tanto del Sistema Universal como del Sistema Interameri ­
cano, y del orden jurídico de los Estados". 1 52 También era necesario 
"armonizar los principios, normas y mecanismos de protección de 
los asilados y los refugiados en América Latina". 1 53 Por estos motivos 
se celebró en la ciudad de México, en junio de 1 98 1 ,  el Coloquio 
sobre Asilo y Protección I nternacional de Refugiados en América 
Latina, 1 54 el cual se dedicó a examinar los principales problemas que 
afectaban al sistema interamericano del asilo, buscando llegar a con­
clusiones y recomendaciones que permitieran el funcionamiento óp­
timo de la institución, y el alivio de las condiciones de los asilados y 

refugiados. 155 
63 .  En los discursos de apertura del Coloquio de México, en el que par­

ticiparon distinguidos especialistas y expertos de reconocida com­
petencia tanto de América Latina como de Naciones Unidas, 1 56 se 

1 52 El Coloquio dio cuenta de la convergencia de dos ricas tradiciones para enfrentar los nuevos problemas, 
la latinoamericana consagrada en una serie de convenciones sobre el asilo y la extradición, y la universal 
sobre los refugiados basada fundamentalmente en la Convención de 1 95 1 y el Protocolo de 1 967 sobre 
el Estatuto de los Refugiados. Ver FRANCO, Leonardo, El dmcho in1trnacional dt los rtfugiados (. . . ), QJ1..._1jJ., 
Págs. 1 72- 1 73 . 

15 3 Considerando de las conclusiones y recomendaciones del Coloquio sobrt Asilo y la Proiteci6u Initrnacioual dt 
Rtfugiados "' Am(rica lAtina, Mfxico, i 9 8 i .  Memorias publicadas en Asilo y proitcci6n iuitrnacional de refugiados 
m Amfrica lAtina, editado por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM y el Instituto Matías 
Romero de Estudios Diplomáticos, México, 1 982. 

1 54 En mayo de 1 98 1 , el Instituto Matías Romero de Estudios Diplomáticos de la Secretaría de Estado de 
Relaciones Exteriores de México y el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional 
Autónoma (UNAM) patrocinaron un Coloquio sobre el Derecho de Asilo y la Protección Internacional 
de los Refugiados en Latinoamérica. El Coloquio, auspiciado también por el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), incluyó a destacados juristas y funcionarios tanto del 
sistema inreramericano como de las Naciones Unidas. 

1 55 Palabras del Lic. César Sepúlveda, Coloquio sobrt ,¡ Asilo ( . .. ), �-. Pág. 1 8. 
1 56 Entre ellos reconocidos juristas de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos y distinguidos 

comisionados de la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos. 
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señalaba que "los acontecimientos pol íticos y sociales se han ido su­
cediendo a un ritmo cada vez más rápido, y actualmente el derecho 
parece haber quedado atrasado para enfrentarse adecuadamente con 
los graves problemas suscitados por las corrientes de población que 
estamos presenciando"1 5? En este orden de ideas se precisa: "El asilo, 
concepto que no es de fácil comprensión, se aplicó originalmente a 
individuos. Hoy, sin embargo, los problemas de refugiados se carac­
terizan por afectar a gran número de personas." 1 58 

64. Entre las principales conclusiones del Coloquio hay que destacar la 
reafirmación de "que tanto el Sistema Universal como el regional de 
protección de asilados y refugiados reconocen como principio bási­
co del derecho internacional el de la no devolución, incluyendo den­
tro de este principio la prohibición del rechazo en las fronteras", 1 59 
se enfatiza "el carácter humanitario y apolítico del otorgamiento del 
asilo . . .  ", 160 y la necesidad de realizar un esfuerzo "que permita conju­
gar los aspectos más favorables de la tradición del Sistema I nterame­
ricano, con los elementos que aporta el Sistema Universal de protec­
ción a refugiados y asilados"1 6 1 . También se subrayó la importancia 
de "promover la sistematización de los principios y criterios conteni­
dos en cada uno de los sistemas, con miras al perfeccionamiento de 
su aplicación y a la formulación de normas que sean posteriormente 
adoptadas por el ordenamiento interno de los Estados", 1 62 y "propi ­
ciar l a  coordinación y la cooperación institucional de los órganos 
competentes de la Organización de Estados Americanos con el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, en mate­
ria de protección i nternacional". 1 63 

65. En 1 98 1  ya se hacía sentir la necesidad de contar con una definición 
que tomara en cuenta a las personas que huían por la violencia gene­
ralizada y la violación a los derechos humanos, y no sólo a aquellas 
que huían por motivos o delitos políticos (Sistema I nteramericano) ,  

o por temor fundado de persecución por razones de raza, rel igión, 
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opinión po-

1 57 Declaración del Sr. Michel Moussalli, Coloquio sobre el  Asilo (. . .  ), ¡¡¡¡._¡;i.L, Pág. 25. 
1 58 Declaración del Sr. Paul Hartling, Coloquio sobr< el Asilo (...), .Q¡1,__1jt_, Pág. 23. 
1 59 Conclusión N• 1, Coloquio sobre el Asilo ( . . .  ), ¡¡¡¡._¡;i.L 
1 60 Conclusión N• 2, Coloquio sobre el Asilo (. . .  ), ¡¡¡¡._¡;i.L 
16 1 Conclusión N• 3, Coloquio sobr< el Asilo ( ... ), .Q¡1,__Ijt_ 
162 Conclusión N• 5, Coloquio sobre el Asilo (. . .  ), .Q¡1,__Ijt_ 
163 Conclusión N• 9, Coloquio sobre el Asilo ( ... ), .Q¡1,__Ijt_ 
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l ítica (Sistema Universa l ) .  Así, el Coloquio consideró que "es nece­
sario extender en América Latina la protección que los instrumentos 
universales e interamericanos otorgan a refugiados y asilados, a todas 
aqueilas personas que huyen de su país a causa de agresión, ocupa­

ción o dominación extranjeras, violación masiva de los derechos hu­
manos, o acontecimientos que alteren seriamente el orden público, 
en todo o parte del territorio del país de origen" (Conclusión Núm. 
4) . 164 Con modificaciones menores, esta conclusión se convertiría en 

1 984, en la definición ampliada del término refugiado de la Declara­

ción de Cartagena sobre los Refugiados. 165 

66. Las recomendaciones del Coloquio se refirieron a la necesidad de 

que los Estados ratificaran instrumentos fundamentales como la 
Convención de 1 95 1  y el Protocolo de 1 967 relativos al Estatuto de 
los Refugiados, la Convención de Caracas de 1 954 sobre Asilo Terri­
torial , la Convención Americana de los Derechos Humanos de 1 969, 
y l a  Convención de Caracas sobre Extradición de 1 98 1 .  

b) Cooperación del ACNUR con la CIDH 

67. De manera relevante, se recomendó la intensificación de la colabora­
ción entre la Organización de Estados Americanos y el ACNUR, y la 
realización de un estudio comparado de normas internas de los Esta­
dos de América Latina sobre asilados y refugiados. Se instó asimismo 
a las Organizaciones no Gubernamentales para que prosiguieran su 
acción en favor de asilados y refugiados. 166 Se hizo un I lamado para 

"utilizar con mayor intensidad los órganos competentes del Sistema 

I nteramericano y sus mecanismos, en especial la Comisión lnterame­

ricana de Derechos Humanos y, en su caso, la Corte lnteramericana 

de Derechos Humanos en el ámbito de su función consultiva, con el 

1 64 Sin duda, la inspiración para esta consideración se encuentra en el antecedente de la Convención de la 
organización de la Unidad Africana por la que se regulan los aspectos específicos de problemas de los 
refugiados en África ( 1 969). Esta Convención contiene una definición ampliada del término refugiado 
que dice así: "El término refugiado se aplicará también a toda persona que, a causa de una agresión exterior, 
una ocupación o una dominación extranjera, o de acontecimientos que perturben gravemente el orden 
público en una parte o en la totalidad de su país de origen, o del país de su nacionalidad, está obligada a 
abandonar su residencia habitual para buscar refugio en otro lugar fuera de su país de origen o del país de 
su nacionalidad" (artículo 1 ,  párrafo 2) .  

1 65 GALINDO VELEZ, Francisco, Protección y Asistencia de refugiados en América latina, Documentos 
Regionales 1 98 1 - 1 999, Págs. 22-23.  

1 66 Recomendaciones N• 1 ,  2 , 3 y 6, Coloquio sobre el  Asilo (. . .  ), � 
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propósito de complementar la protección internacional de refugia­
dos y asilados". 167 

68. La CIDH, había recomendado a la OEA, en su informe 1 980-8 1 ,  
que se estableciesen los mecanismos adecuados para que los corres­
pondientes órganos de la OEA, incluyendo la Comisión lnterame­
ricana de Derechos Humanos, formularan medidas adecuadas para 
la asistencia y protección de los refugiados. Fundamentando esa 
recomendación, la Comisión adujo, entre otros argumentos, que la 
epidemia de violencia que azota al Continente también ha produci­
do un efecto secundario, que por su magnitud era verdaderamente 
alarmante. Y agregó la Comisión en esa oportunidad: "El fenómeno 
del desplazamiento masivo de personas ha convertido el diez por 
ciento de la población de un país en refugiados. En otros, la falta de 
participación política ha acarreado masivas huidas en botes y barcos 
(Boat people) de miles de personas. Tales impresionantes migraciones 
masivas constituían un desafío para los países del Continente que no 
se encontraban preparados para asimilar a tantas personas en forma 
permanente". 1 68 

69. Además, en el informe de 1 98 1 -82 ,  la CIDH propuso a la Asamblea 
General de la OEA, una serie de medidas, algunas de las cuales se 
basaban en las recomendaciones del Coloquio sobre Asilo y la Pro­
tección Internacional de los Refugiados en América Latina (Méxi­
co, 1 1 - 1 5  mayo, 1 98 1  ) , y entre las que se encontraban : a) reafirmar 
la obligación de los Estados miembros de reconocer y respetar el 
principio de no devolución (non-refoulement) y que este principio sea 
respetado tanto en las áreas fronterizas como en todo su territorio; 
b) reafirmar el carácter humanitario y no político de la concesión 
del asilo, el cual bajo ninguna circunstancia constituye un acto ina­
mistoso de parte de un Estado hacia otro; e) exhortar a los Estados 
miembros a ratificar la Convención y el Protocolo de las Naciones 
Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados, y que, además, expandan 
sus legislaciones internas en las áreas relacionadas con los refugiados 

1 67 Recomendación N• 5, Coloquio sobre Asilo y la Protección Internacional de Refugiados en América 
Latina. Calinda Vélez señala que "esta recomendación es importante porque se repite en las conclusiones 
y recomendaciones de otros coloquios y seminarios que han caracterizado este proceso", en GALINDO 
VELEZ, Francisco, Prottcción y Asistencia ( . . . ) , QJJ....J;il., Pág. 24. 

1 68 CIDH, nLos refugiados y el sistema interamericano", en Informe Anual de la Comisión lnteramericana de Derechos 
Humanos ¡ 9s ¡-s2, Capítulo VI (b), Campos en los cuales han de tomarse medidas, OEA/Ser.UV/11/57, doc. 
6 rev. 1 ,  Washington, USA, 20 septiembre 1 982, Párrafo 8. 
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y el asilo; d) que la definición de refugiados en la región reconozca 
a las personas que huyen de sus países porque sus v idas han s ido 
amenazadas por la violencia, agresión, ocupación extranjera, vio­
lación masiva de los Derechos Humanos, y otras circunstancias 
que destruyen el orden público normal y para las cuales no exis­
ten recursos in ternos; e )  i nstar a los Estados miembros en cuyos 
territorios los exi l iados hayan buscado asi lo político, a cooperar 
plenamente con los esfuerzos del ACNUR y sus afil iados loca­
les, y fac i l i tar el trabajo de estas instituciones; f) que los Estados 
miembros que no puedan reasentar permanentemente a grandes 
grupos de refugiados, tomen medidas para garantizar la seguridad 
de los refugiados en sus terri torios hasta que se obtenga su reasen­
tamiento permanente. 1 69 

70. Además de propiciar la implementación de esas recomendaciones, 
la Comisión propuso que se considerara la posibil idad de establecer 
una autoridad interamericana encargada de la asistencia y protec­
ción a los refugiados en el Continente, que tendría que trabajar 
en estrecha colaboración con el Alto Comisionado para los Refu­
giados de las Naciones Unidas. Al respecto la CIDH expresaba: 
"El establecimiento de esa autoridad interamericana no necesita 
constar de un instrumento convencional . Bien ella puede estable­
cerse mediante una resolución de un órgano pol ítico de la OEA, 
preferentemente por la Asamblea General . Al respecto existe el 
precedente de la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos, 
la que fue creada por una resolución de una Reunión de Consul ta 
de Min istros de Relaciones Exteriores y funcionó eficazmente s in 
bases convencionales hasta su incorporación a la Carta de la OEA 

por el Protocolo de Buenos Aires. La preparación de ese proyecto 
de resolución, precisando las funciones de la autoridad encargada 

de la asistencia y protección a los refugiados, así como sus relacio­
nes con el Alto Comisionado para los Refugiados, podrían enco­
mendarse al  Comité Jurídico I nteramericano conjuntamente con la 
Comisión lnteramericana de Derechos Humanos, la que parecería 
ser el órgano natural l lamado a desempeñarse como esa autoridad. 
De aceptarse la creación de esa autoridad, sería importante que, 
a la vez, se le otorgasen los recursos y fondos que ella pudiese 

1 69 lbidem, Párrafo 1 1  (Nota de los autores: Este pronunciamiento de la Comisión es citado indirectamente 
por la Recomendación 111 del Coloquio de Cartagena) 
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necesitar para ayudar a los refugiados y auxil iar a los países en el 
reasentamiento de los refugiados ." 1 70 

e) Programa conjunto de cooperación OEA-ACNUR 

7 1 .  En marzo de  1 98 1  el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados, Sr. Poul Hartling, solicitó al entonces Secretario Ge­
neral de la OEA, Sr. Alejandro Orfila, su cooperación para adelantar 
estudios relacionados con la s ituación jurídica de los asilados, refu­
giados y desplazados en condiciones s imi lares que éstos, en los Esta­
dos Miembros de la O EA. La Secretaría General aceptó l levar a cabo 
esta cooperación e instruyó a su Subsecretaría de Asuntos Jurídicos 
para que formulara un proyecto de bases para la m isma. 1 7 1  

72. Sobre la base del Coloquio de México de 1 98 1 ,  en el que se adop­
taron varias conclusiones y recomendaciones encami nadas a promo­
ver medidas dentro del Sistema Interamericano para el tratamiento 
jurídico del problema de los refugiados, la Subsecretaría de Asuntos 
Jurídicos preparó un Proyecto de Temario que pudiera servir como 
documento de trabajo para la formulación de un futuro Programa 
Conjunto de Cooperación entre la OEA y el ACNUR para el estudio 
de estas materias. En enero de 1 982 ,  la Oficina del ACNUR i nvitó a 
la Secretaría General de la OEA a llevar a cabo una reunión en Gi­
nebra, sede del ACNUR. Como resultado de la reunión de Ginebra 
se estructuró un Proyecto de Cooperación ACNURIOEA que fue 
respectivamente aprobado por el Secretario General de la OEA y 
por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
el cual consistió en: 1 )  la enseñanza de las materias sobre refugio, 
asilo y extradición; 2) la real ización de un estudio comparativo de 
la s ituación jurídica de los asilados y refugiados en los países miem­

bros de la OEA, el cual comprende un análisis de los instrumentos 
internacionales de las Naciones Unidas y de los del Sistema Intera­
mericano aplicables al régimen de asilados y refugiados y materias 
conexas (derechos humanos y extradición) y la compi lación y aná­
l isis de las normas constitucionales y legales de los Estados Miem-

1 70 CIDH, "Los refugiados y el  sistema interamericano", en  Informe Anual de  lo  Comisión I11teramericana de  Derechos 
Huma11os i 98 i -B2, Capítulo VI (b), Campos en los cuales han de tomarse medidas, OEA/Ser.UVIII/57, doc. 
6 rev. 1 ,  Washington, USA, 20 septiembre 1 982, Párrafo 1 2 .  

17 1  OEA, Nota Preliminar, Ser/Ser.D/5.2 OEA/ACNUR/doc.2, rev. 1 ,  1 9  de  abril de  1 984. 
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bros de la OEA referentes a la problemática de refugiados y asilados, 
complementado con el conocimiento de la práctica jurisprudencia! y 
administrativa sobre la materia. 1 72 

73. Como resultado del estudio comparativo se formularon conclusiones 
sobre los principios que emanan de las convenciones sobre asilo, vigen­
tes en el ámbito interamericano y la Convención sobre el Estatuto de 
los Refugiados ( 1 95 1 )  y su Protocolo de 1 967, entre las que se destacan: 
1 )  En el ámbito interamericano los términos asilo y refugio se em­

plean en sentido sinónimo para designar la admisión de la per­
sona al territorio o a una sede o lugar bajo la jurisdicción del 
Estado asilante y la protección que dicho Estado le reconoce en 
cumplimiento de las convenciones interamericanas. En el ámbi ­
to de las Naciones Unidas, en cambio, hay que distinguir entre 
el concepto de asilo y de estatus de refugiado. El término asilo 
se emplea para describir la simple admisión física de una o más 
personas al territorio de un Estado mientras se examina y decide 
si reúnen las condiciones para que se les reconozca estatus de 
refugiado. 173 

2 )  Los instrumentos interamericanos carecen de  una definición del 
asilado estipulada a texto expreso. La condición de asilado se 
determina mediante la interpretación de los referidos instru­
mentos y por la exclusión del elemento delito común de los 
hechos que motivan el asilo. Contrariamente a esta situación, 
la Convención de 1 95 1  determina las personas a las cuales está 
destinada a proteger y define quién es un refugiado en los tér­
minos de dicha Convención. 174 

3 ) Dentro del Sistema Interamericano es conveniente determinar 
la nueva situación derivada de los desplazamientos humanos en 
la región, que permita el debido tratamiento de este problema. 

Nos referimos a la situación de las personas desplazadas: "Se en­
tenderá por personas desplazadas en situación similar a refugia­

dos, a aquellas a quienes se extiende la protección del ACNUR, 
en virtud del mandato otorgado al Alto Comisionado por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas. Se trate de personas 
que provienen de países en situaciones políticas delicadas o que 

1 72 OEA, Nota Preliminar, Ser/Ser.D/5.2 OEA/ACNUR/doc.2, rev. 1 ,  19 de abril de 1 984, Págs. i i  y i i i .  
173  Ibídem, Conclusión Primera, Pág. 1 43 .  
1 74 Ibídem, Conclusión Segunda, Pág. 144. 
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se encuentran en situaciones de violencia generalizada, y que, 
por dichas causas, se encuentran privadas o imposibil itadas de 
recibir adecuada protección de su propio país. Dichas personas 
pueden ser objeto de la protección internacional, en razón del 
mandato ampliado del ACNUR. 175 

4) En el  Sistema Interamericano el asi lo territorial está consagra­
do en varios instrumentos (declarativos y convencionales) .  El 
derecho de asilo territorial (en los términos de la Convención 
Americana) puede ser exigible por la misma vía que lo son los 
d�más consagrados en ese instrumento y ante los órganos crea­
dos en el mismo para tutelar y ejercer la protección, tales como 
la Comisión y la Corte lnteramericana de Derechos Humanos. 
En el Sistema de las Naciones Unidas el derecho de asilo tam­
bién está consagrado como un derecho humanos, según la De­
claración Universal (Art. 1 4) pero no existe un mecanismo de 
protección apl icable a situaciones violatorias de ese derecho, 
con excepción de la acción de ACNUR respecto de la Conven­
ción de 1 95 1  y su Protocolo que, por supuesto, no tiene las mis­
mas características que el mecanismo previsto en la Convención 
Americana. 176 

74. Una particularidad del Derecho de Refugiados en América Latina ha 
sido la celebración, a partir de 1 98 1 ,  de coloquios que han reunido, 
entre otros, a especialistas de Derechos Humanos, representantes 
gubernamentales, de la sociedad civil ,  magistrados de la Corte ln ­
teramericana de Derechos Humanos, comisionados de la Comisión 
lnteramericana de Derechos Humanos. El  estudio de estos coloquios 
es fundamental para examinar los distintos problemas de refugiados 
en América Latina, desde entonces hasta ahora, y verihcar el estado 
de pensamiento jurídico en la materia. En tal sentido, con Antonio 

Can<;ado Trindade se puede afirmar que las declaraciones en materia 
de refugiados reflejan la opinio iuris sobre la materia prevaleciente en 
nuestro continente en la actualidad, 1 77 sin perjuicio de comprobar, 
además, que en el Derecho interno de los estados se hayan transfor­
mado en normativa interna o práctica regular. 

1 75 lbidem, Conclusión Tercera, Pág. 1 46. 
1 76 lbidem, Conclusión Cuarta, Págs. 1 47- 1 48. 
1 77 CAN<;:ADO TRINDADE, Antonio, "Prefacio" en <O años de la Declaraci6t� de Cartagrna sobre Refugiados, 

Mfllloria del Coloquio At�ual, San José, Costa Rica, 1 994, Pág. 1 14 . 
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CAPÍTULO CUATRO 
La cuestión de la protección de las afluencias en gran escala: 

a) La precariedad y el l imbo territorial que se genera en los cam­
pamentos de refugiados 

75. La afluencia masiva de solicitantes de asi lo, originada por la prolife­
ración de conflictos armados internos y por la generalización de la 
violencia, dio lugar a grandes aglomeraciones de refugiados, gene­
ralmente admitidos de manera precaria .  En tales recintos la situación 
en que vivían las personas no solía guardar relación con las normas 
humanitarias de tratamiento mínimo internacionalmente reconoci ­
das, aún para condiciones excepcionales o de emergencia. 1 78 Orga­
nizados bajo situaciones de emergencia, estos campamentos tienen 
gran util idad inicial para atender a los recién l legados, proporcionar­
les ayuda de emergencia, organizar el techo, la comida y el servicio 
mínimo de salud; salvan l i teralmente vidas y libertades. Sin embargo, 
conforme va transcurriendo el tiempo adquieren vida propia y se ven 
sometidos a dos fuerzas; una fuerza que atrae toda la vida del campa­
mento hacia adentro de sí mismo y de la ayuda de emergencia inter­
nacional que brinda el ACNUR y las ONG's. En muchos casos ello 
l leva a que se creen "islas territoriales" o "limbos espaciales" en los 
que la vida y la autoridad se organiza de manera propia, bajo reglas 
únicas que no necesariamente tienen que ver con la ley territorial 
del país donde de encuentran ubicados. Por su parte, las autoridades 
nacionales del territorio donde se instalan los campamentos consti­

tuyen una segunda fuerza que considera que, por ser los refugiados 
extranjeros tolerados temporalmente en el país, deben quedar fuera 
de los servicios públicos que son escasos para sus compatriotas y 
fuera de su competencia directa. El entendido es que mejor van las 
cosas si el ACNUR y los propios refugiados establecen para los cam­
pamentos una regulación propia y di ferenciada de aquella del país 

que los alberga precariamente. 
76. Así ocurrió en Centroamérica y en México en los ochenta -signi­

ficativamente en los campamentos de refugiados Salvadoreños en 
Honduras (Colomoncagua, Mesa Grande y La Virtud) y en los cam-

! 78 SANTISTEVAN, Jorge, QJ2...Ql., Párrafo 63, Pág 59. 
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pamentos dispersos que se establecieron en México a lo largo de la 
frontera con Guatemala en el Estado de Chiapas, desde los lagos de 
Montebello hasta el fondo de la selva Lacandona. Hubo también 
campamentos en la Moskita Hondureña y en Costa Rica aunque, en 
este último país, no estuvieron en la frontera, ni compartieron las 
características del l imbo territorial que aquí se pretende descubrir. 

77. Y el resultado, al interior de la vida de estos campamentos de los 
ochenta -que estuvieron en la base de las preocupaciones que dieron 
origen a la Declaración de Cartagena- fue que : 

Los niños refugiados nacidos al interior de ellos no fueron reco­
nocidos ni inscritos como nacionales del país territorial . Tampo­
co les era permitido a sus padres acudir a los consulados o a las 
autoridades del país de origen para inscribirlos en los registros 
de nacimientos. El ACNUR tuvo que preparar, con las organi­
zaciones de los refugiados y el apoyo de las ONG's, un registro 
provisional de nacimientos. Más tarde, la validez de estos regis­
tros sería parte de las negociaciones logradas en el ámbito de las 
Comisiones Tripartitas para que, con motivo de la repatriación 
voluntaria que se hizo efectiva a fines de los ochenta, sirviera 
para la inscripción definitiva de los nacimientos en los registros 
de El Salvador, Guatemala o Nicaragua y sustentara los docu­
mentos de identidad correspondientes. 
Los fallecimientos no solamente fueron inscritos en registros 
provisorios -como los nacimientos- sino que los entierros tuvie­
ron lugar en cementerios ad hoc, solamente para refugiados que 
en rigor no estaban regidos por ley alguna. 
Los servicios básicos de educación para los niños, policía, jus­
ticia y similares del país de acogida no fueron hechos extensi­
vos a los campamentos de refugiados. Tampoco, desde luego, el 
país de origen admitió enviar a sus maestros, policías o jueces 
para dar servicio en los campamentos - pues tampoco lo hu­
biera permitido el país de asilo- por lo que todos ellos tuvieron 
que organizarse sobre bases ad hoc con el apoyo del ACNUR y 

las organizaciones no gubernamentales, contando muchas veces 

con aquellos maestros que tuvieron que huir junto con toda la 
comunidad para salvar, cruzando una frontera, su vida, l ibertad 
y seguridad. También en estos casos hubo de llevarse un registro 
provisorio de la educación recibida por los niños en los campa-
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mentas de Costa Rica, Honduras y México para que posterior­
mente sirviese como constancia de la educación recibida ante 
las autoridades sectoriales del país de origen en el marco de la 
repatriación voluntaria que tuvo lugar. 
El caso del servicio de salud hubo mayor flexibil idad. Bajo al­
gunas circunstancias fue previsto de manera ad hoc, a través de 
ONG's como Médicos sin Fronteras. En otros fue compartido 
con una alta participación de servicios locales como el Hospital 
de Comotán y el I nstituto Mexicano de Seguridad Social en 
Chiapas inicialmente y, más adelante, este último en Campeche 
y Quintana Roo. 
Actos jurídicos esenciales como matrimonios, adopciones, se­
paraciones famil iares, transacciones y la precaria organización 
del mercado al interior de los campamentos se desarrollaron en 
el mismo vacío jurídico que viene describiéndose. Una prag­
mática aplicación del derecho consuetudinario y la costumbre 
desarrollada, junto con la ley del país de origen que fue usada 
como referente, estuvo sobre la base que permitió l levar regis­
tros precarios de tales actos que, posteriormente, adquirieron 
valor. En efecto, al momento del retorno al país de origen, en el 
marco conceptual que se desarrollaría a partir de la Declaración 
de Cartagena de procurar al refugiado normalizar su vida y la 
de su famil ia ,  hubo oportunidad de val idar ante el derecho los 
actos y contratos de los que se dejó algún rastro en medio del 
l imbo territorial en el que se desarrollaron los campamentos de 
refugiados. 

78. En el contexto de las personas que buscan asilo, que son parte de 
tales afluencias en gran escala, éstas suelen tropezar in icialmente con 
dificultades para hallar solución duradera a sus penurias mediante 

la repatriación voluntaria, el asentamiento local o el reasentamiento 

en un tercer país. Las afluencias en gran escala crean con frecuencia 
problemas graves a los Estados, de resultas de lo cual algunas de sus 
autoridades, aunque deseosas de propiciadas, sólo han considerado 
posible admitirlas bajo condiciones de tolerancia mínima, esto es sin 

comprometerse al momento de su admisión a proporcionarles asen­
tamiento permanente dentro de sus fronteras. 179 A nivel internacional 

1 79 Comité Ejecutivo del ACNUR, Conclusión N• 22, Prolecci6• d, las perso•as <i"' busca• asilo "' siluacioHts d, 
aj/urncia rn gra• escala [XXXII), adoptada en 1 98 1 , en CoHclusio"" sobr. la prol•cci6H illl•rnacio•al d, los r.fugiados 
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existe un conjunto de normas mmtmas que se consideran indispen­
sables para lograr un tratamiento humanitario de quienes se vieron 
forzados a buscar asilo. La Conclusión No 22 (XXXI I )  del Comité Eje­
cutivo del ACNUR sobre Protección de las personas que buscan asilo 
en situaciones de afluencia en gran escala, 1 80 constituye un régimen 
mínimo a aplicarse durante el período temporario de asilo como paso 
previo a la solución duradera que ponga fin a esta situación. 1 8 1 

b) El reconocimiento prima facie en condiciones de afluencia en 
gran escala 

79. Durante la crisis que tuvo lugar en América Central en la década 
de los ochenta, los países de la región, con la cooperación de la co­
munidad internacional , debieron enfrentar afluencias de refugiados 
en gran escala provenientes de El Salvador, Guatemala y Nicaragua, 
recurriendo frecuentemente al reconocimiento primafacie del estatuto 
de refugiado. El proceso no estuvo exento de problemas y dificulta­
des, en algunos casos ciertamente de gravedad, en los que los prime­
ros ingresos de poblaciones refugiadas al territorio de otros países de 
la región dieron por resultado rechazos en la frontera seguidos de 
muerte, negación del problema con grave riesgo para la seguridad de 
estas poblaciones, dentro de las que la presencia de mujeres, niños 
y ancianos era mayoritaria. No obstante, habida cuenta de estos he­
chos negativos, el examen de su evolución y los causes de solución 
propiciados por la Declaración de Cartagena y CIREFCA deja, para 
la historia, un resultado positivo. En la mayoría de los casos, estas 

aprobadas por ti Comi1f Ejtcutivo dtl Programa del ACNUR, publicado por la Delegación del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados, Madrid, diciembre, 1 998, Párrafo 2. 

1 80 Conclusión aprobada por el Comité Ejecutivo del Programa del Alto Comisionado por Recomendación 
del Subcomité Plenario sobre la Protección Internacional de los Refugiados. La misma establece que, 
en situaciones de aAuencia en gran escala, debe admitirse a las personas en busca de asilo en el Estado 
donde buscaron refugio en primer lugar, y si ese Estado no puede admitirlos durante tiempo prolongado, 
al menos debe admitirlos temporalmente, que no se les debe castigar o exponer a trato desfavorable por 
el mero hecho de considerar ilegal su presencia en el país ni su libertad de movimiento debe ser sujeta 
a otras restricciones que las necesarias en interés de la salud y el orden público, que deben disfrutar los 
derechos civiles fundamentales reconocidos internacionalmente; que no se les debe someter a trato cruel, 
inhumano o degradante; y que se les debe considerar personas ante la ley con l ibertad de acceso a los 
tribunales y a otras autoridades administrativas competentes. También establece que la ubicación de los 
refugiados debe determinarse en razón de su seguridad y bienestar y de las necesidades de seguridad del 
Estado receptor, que no debe haber discriminación alguna por motivos de raza, religión, opinión política, 
nacionalidad, país de origen o incapacidad física. Además estipula que se debe permitir a los refugiados 
enviar y recibir correspondencia. 

1 8 1  SANTISTEVAN, Jorge, �. Párrafo 70, Págs. 62·63. 
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personas recibieron de Jacto el trato acordado en la Convención de 
1 95 1  y en el Protocolo de 1 967, ya que no se verificó formalmente el 
reconocimiento de la condición de refugiado; en otros casos se dio 
el tratamiento mínimo de acuerdo con la Conclusión 22 del Comité 
Ejecutivo 1 82 que la Declaración de Cartagena permitió más adelante 
superar. Así, y pese a las graves dificultades a que dieron lugar estos 
desplazamientos masivos, hubo -superando los incidentes iniciales­
un respeto generalizado al principio de no devolución, y no se recu­
rrió a figuras subsidiarias con parámetros inferiores de protección al 
que se reconoce a los refugiados en el derecho internacional . 1 83 

80. El proceso que se inició con la crisis de los refugiados cubanos en la 
década de 1 960, y que luego siguió con los problemas del Cono Sur 
en la década de 1 970 y de América Central en la de 1 980, presen­
tó nuevos desafíos, pues los problemas de refugiados empezaban a 
mostrar un rostro hasta entonces desconocido, que permitió poner 
en evidencia las ventajas que ofrecía el sistema de Naciones Uni­
das. La protección de los refugiados de América Latina por parte del 
ACNUR comenzó en la década de 1 970 en el Cono Sur, y a partir 
de allí fue verificándose el despliegue de sus oficinas por América 
Latina.  También se registró una fuerte presencia de la comunidad 
internacional en la crisis de América Central en la década de 1 980, 
y luego de todo ello tuvo lugar el proceso de ratificaciones y adhe­
siones a la Convención de 1 95 1  sobre el Estatuto de los Refugiados 
y su Protocolo de 1 967, que al día de hoy es prácticamente universal 
en la región. 1 84 

8 1 .  La experiencia de América Central posterior a los ochenta puso de 

manifiesto -como consecuencia del marco conceptual desarrollado 
por la Declaración de Cartagena y su evolución posterior a través 
de CIREFCA- que una situación de afluencia de refugiados en gran 
escala puede pasar de la crisis y la precariedad inicial a un incre­

mento cualitativo posterior del nivel de protección cuando se logra 
el consenso y surge la voluntad pol ítica suficiente para atender al 
problema uniendo los esfuerzos estatales y la cooperación interna­
cional . En efecto, lo que hizo posible aquella respuesta no fue la se-

1 82 Comité Ejecutivo del ACNUR, Conclusión N• 22, llJl..Jit. 
1 83 JACKSON, lvor, n,, refug" co01cep1 ;, group si1uatio11s, Kluwer Law lnternational, 1 999. 
1 84  Exceptuando uno, todos los países latinoamericanos son partes de la Convención sobre el Estatuto de los 

Refugiados de 1 95 1  y/o de su Protocolo de 1 967. Ver SAN JUAN, César y MANLY, Mark, Qll...Q!, Párrafo 
1 25.  
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paración de voluntades y recursos, sino su conjunción: por una parte, 
una tolerancia y gradual comprensión de parte de los gobiernos de 
la región; por otro lado, el preponderante rol del ACNUR y sus es­
fuerzos de promoción de los principios del Derecho I nternacional de 
Refugiados con el invalorable apoyo de las organizaciones no guber­
namentales. En definitiva, se trató de la concertación internacional 
destinada a buscar soluciones en el marco de los esfuerzos de paz en 
Centroamérica, siendo la Declaración de Cartagena y CIREFCA uno 
de sus ejemplos más claros. 1 85 

e) La Conclusión No 22 del Comité Ejecutivo del ACNUR 

82 .  La Conclusión No 22 del Comité Ejecutivo del ACNUR del año 
1 98 1  proporcionó importantes contribuciones en materia de están­
dares a ser apl icados que fueron recogidas indudablemente por el 
Coloquio de Cartagena. Jorge Santistevan en el Documento de tra­
bajo "La protección internacional a los refugiados en México, Centroamérica y 

Panamá: Problemas jurídicos y humanitarios" menciona los siguientes: a) 
l ibertad de movimiento; b) acceso a la asistencia y la satisfacción de 
necesidades vitales, e) situación ante la ley, la administración y los 
tribunales del país de asilo; d) protección a la famil ia y a los menores 
de edad; e) acceso a niveles mínimos de educación, trabajo, auto­
empleo y fuentes de subsistencia; f) tratamiento humanitario y g) 
posibil idades de lograr soluciones durables. 

1 85 Respecto del aporte de CIREFCA al derecho internacional de refugiados, ver CIREFCA/89/9, Ql2._ljt_ Ver 
asimismo, SAN JUAN, César y MANLY, Mark, Ql2...lit., Párrafo 1 26. 
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CAPÍTULO CINCO 
Las crisis político-mil itares en América Central y 
los esfuerzos de paz: Contadora 

83 .  Durante la década de los ochenta el ACNUR intervino por primera 
vez en Centroamérica, lugar donde más de dos mil lones de personas 
fueron desarraigadas a causa de las encarnizadas guerras civiles que 
se l ibraron en los países de El Salvador, Guatemala y Nicaragua. En 
cada una de ellos, la insurgencia y la contrainsurgencia provocaron 
enormes ci fras de pérdidas de vidas y desplazamientos a gran escala. 
En total, fueron expulsados de sus hogares más de dos mi l lones de 
personas en los tres países. Durante las décadas anteriores se habían 
desatado luchas violentas en la región entre los campesinos pobres 
sin tierras que querían la reforma social y agraria, y las el ites propie­
tarias de tierras respaldadas por el ejército. Los sucesivos gobiernos 
de los Estados Unidos habían apoyado a los gobiernos de derecha 
de la región en un esfuerzo por detener lo que consideraban la pro­
pagación del comunismo cerca de las fronteras estadounidenses, así 
como para proteger sus intereses económicos en la región. Los mo­
vimientos rebeldes que surgieron en ella estaban bajo la influencia 
del régimen comunista de Cuba, y contaban con el relativo respaldo 
de éste. 1 86 

84. La mayoría de los dos millones de personas que huyeron de sus ho­
gares como consecuencia de los conflictos armados en Nicaragua, 
El Salvador y Guatemala, se convirtieron en desplazados internos o 
en extranjeros indocumentados en otros países de América Central 
o del Norte, como Honduras, México, Costa Rica, Belice y Panamá, 
así como los Estados Unidos y Canadá. Del total de refugiados en 

América Central y México, sólo alrededor de 1 50.000 fueron reco­
nocidos como tales. Asimismo, de los cientos de miles de personas 
que huyeron a los Estados Unidos, sólo un número relativamente 

pequeño fueron reconocidos como refugiados. La mayoría no tuvo 
la oportunidad de solicitar el estatuto de refugiado o no lo pidió por 
miedo a ser expulsados en el caso de que se les denegase. 

85 .  De los más de 500.000 centroamericanos que huyeron a los Estados 
Unidos, la mayor parte no recibió protección como refugiados. La 

1 86 ACNUR, La Situació11 (. . . ) 2000, QJ2-ill., Pág. 1 35. 
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respuesta de las autoridades estadounidenses a los refugiados cen­
troamericanos estaba muy influida por las consideraciones de carácter 
político. Los n icaragüenses eran, en general, bien recibidos y recibían 
asilo, mientras que a un gran número de guatemaltecos y salvadoreños 
se les denegó el asilo y fueron expulsados, aunque algunos grupos se 
beneficiaron de aplazamientos de la expulsión. Costa Rica, Honduras 
y México recibieron también a varios cientos de miles de centroameri ­
canos, de los que sólo 1 43 .000 fueron reconocidos como refugiados. 1 87 

86.  Dos de las mayores concentraciones de refugiados oficialmente re­
conocidos como tales estaban en Honduras y en México. En 1 986, 
Honduras acogía a unos 68 .000 refugiados, de los que aproximada­
mente 43 .000 procedían de Nicaragua, alrededor de 46.000 eran sal­
vadoreños y un pequeño número eran guatemaltecos, mientras que 
en México vivían unos 46.000 refugiados guatemaltecos y muchos 
más que no estaban registrados formalmente. 1 88 

87. Los esfuerzos por proporcionar protección internacional y asistencia 
a los dos grupos de refugiados en Honduras (los salvadoreños en los 
campamentos de la región occidental y los miskitos n icaragüenses) 
sufrieron restricciones a causa de la política de la Guerra Fría y de 
otras consi deraciones políticas. El gobierno de Honduras, que depen­
día de la ayuda estadounidense, daba la bienvenida a los refugiados 
nicaragüenses que huían del gobierno sandini sta, pero se mostraba 
muy suspicaz ante los refugiados salvadoreños. El trato desigual que 
dispensaban las autoridades hondureñas a ambos grupos de refugia­
dos planteó serios desafíos para la institución. Aunque la mayoría de 
los refugiados reconocidos oficialmente como tales vivían en cam­
pamentos admin istrados por el ACNUR, las condiciones de dichos 
campamentos variaban considerablemente. Mientras los refugiados 
n icaragüenses podían sal i r  y entrar de los campamentos l ibremente, 
los salvadoreños se veían obl igados a permanecer en campamentos 
cerrados, custodiados por las fuerzas armadas hondureñas. 

88 .  El múltiple conflicto centroamericano desafió seriamente las posibi­
l idades de la protección basadas en su carácter humanitario y apolí­
tico. En numerosas ocasiones, no solamente se violaban principios y 

normas de derecho humanitario sino que los organismos especial iza-

1 87 ZOLBERC, A. R., SUHRKE, A Y A GUAYO, S, Escapefrom violmcNDiif/icl and the rifugu crisis in tht droeloping 
world, Oxford University Press, Oxford, 1 989, Pág .. 2 1 2. 

1 88 Unidad de Estadística del ACNUR, Ginebra. 
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dos carecían , usando una caracterización de la época, del necesario 
"espacio humanitario" para llevar a cabo su tarea. En conflictos en los 
cuales pocos aparecían como neutros, el ACNUR tuvo que desplegar 
gestiones a todo nivel , incluyendo conversaciones con dirigentes de 
movimientos guerrilleros, para velar por el respeto de criterios hu­
manitarios tales como evitar el reclutamiento de menores, arrestos 
arbitrarios, etc. 

89. El manifiesto interés de los gobiernos de México, Panamá, Venezuela 
y Colombia en reafirmar un apoyo a la búsqueda de soluciones de paz, 
democracia y desarrollo frente a los graves conflictos que vivía Cen­
troamérica, se cristalizó en la Declaración de Contadora en 1 983 , 1 89 
en la cual se reconoció la importancia de resolver los conflictos con la 
ayuda de países hermanos y sin la injerencia foránea. Esto además im­
plicó el deseo de no involucrar los conflictos de Centroamérica dentro 
de la lógica del enfrentamiento este-oeste y más bien por el contrario 
concentrarse en los problemas internos y sus soluciones a partir de la 
Cooperación de otros Países latinoamericanos. 

90. El llamado Grupo de Contadora (México, Venezuela, Panamá y 
Colombia) jugó entonces un papel fundamental en los procesos y 
negociaciones de paz en Centroamérica, permitiendo una acción 
coordinada y de apoyo desde y hacia los países latinoamericanos. 
El Acta de Contadora, 190 como propuesta de paz incluyó un capí­
tulo sumamente avanzado en sus criterios, que fuera elaborado con 
la colaboración del ACNUR, el mismo que en su oportunidad fue 
endosado por la Declaración de Cartagena. 

9 1 .  Es así como se sentaron las bases para que en materia de abordaje y 
manejo de la situación de los refugiados procedentes de los países en 
conflicto, estableció una serie de compromisos clave para el avan­
ce y mejoramiento de la situación presente y futura de los mismos. 
Por ejemplo, en dicha Acta, se concibieron compromisos para una 
aplicación precisa de lo establecido en la Convención de 1 95 1  y el 
Protocolo de 1 967 sobre refugiados; un apoyo a las labores desarro­
l ladas por el ACNUR y una labor coordinada de parte de los países 

1 89 Atendiendo la invitación formulada por el Ministro de Relaciones Exteriores de la República de Panamá, 
lng. Juan José Amado 1 1 1 ,  se reunieron los días 8 y 9 de enero de 1 983, en la Isla Contadora, República de 
Panamá, los Ministros de Relaciones Exteriores de Colombia, Dr. Rodrigo Lloreda Caicedo, de México, 
Lic. Bernardo Sepúlveda Amor, y de Venezuela, Dr. José Alberto Zambrano Velasco, quienes se reunieron 
con el presidente y el vicepresidente de la República, Lic. Ricardo de la Espriella T. y Dr. Jorge 11 lueca, 
respectivamente. La Declaración de Contadora se encuentra disponible en www.minugua.guate.net 

1 90 Disponible en www.minugua.guate.net 
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con dicho ente; un respeto al principio de repatriación voluntaria 
con reglas precisas para su promoción y ejecución, vía la Comisión 
Tripartita, y una mayor coordinación entre países receptores y países 
de origen de los refugiados entre otros compromisos. 

92. Vale la pena citar l i teralmente algunos de los compromisos estable­
cidos en el Acta en materia de Refugiados: 
65. Que toda repatriación de refugiados sea de carácter voluntario, 

manifestada individualmente y con la colaboración del ACNUR. 
66. Que con el objeto de facilitar la repatriación de los refugiados, 

se establezcan comisiones tripartitas integradas por represen­
tantes del Estado de origen, el Estado receptor y el ACNUR. 

67. Fortalecer los programas de protección y asistencia a los refu­
giados, sobre todo en los aspectos de salud, educación, trabajo 
y seguridad. 

68 .  Que se establezcan programas y proyectos con miras a la auto­
suficiencia de los refugiados. 

70. Solicitar a la comunidad internacional ayuda inmediata para 
los refugiados centroamericanos, tanto en forma directa, me­
diante convenios bilaterales o multilaterales, como a través del 
ACNUR y otros organismos y agencias. 

73 .  Que una vez que las bases para la repatriación voluntaria e indivi­
dual hayan sido acordadas, con garantías plenas para los refugia­
dos, los países receptores permitan que delegaciones oficiales del 
país de origen, acompañados por representantes del ACNUR y el 
país receptor, puedan visitar los campamentos de refugiados. 

74. Que los países receptores faci l i ten el trámite de salida de los 
refugiados con motivo de la repatriación voluntaria e individual, 
en coordinación con el ACNUR. 

76. Considerar como personas desplazadas aquellas que se han vis­
to obligadas a abandonar su residencia habitual, sus bienes y 
medios de trabajo, como consecuencia de los conflictos prevale­

cientes, y se han trasladado a otra localidad de su propio país, en 

busca de protección y seguridad personales, así como de ayuda 
para satisfacer sus necesidades básicas. 

77. Actuar coordinadamente ante la comunidad internacional , a so­

l icitud de la Parte interesada, con el propósito de obtener la 
cooperación necesaria para los programas que desarrolle cada 
país centroamericano en materia de desplazados". 

1 35 



CAPÍTULO SEIS 
Caracterización de la  Declaración de Cartagena 
y del Proceso posterior que desencadenó 

a) U n  proceso y no solamente un documento 

93 .  Como se ha mencionado, el Coloquio sobre el Asilo y la Protección 
Internacional de Refugiados en América Latina, celebrado el Tlate­
lolco, México, en 1 98 1 ,  fue elocuente al señalar que "a principios de 
los ochenta ya era evidente que para hacer frente a la situación de los 
refugiados provenientes de Sudamérica y, en particular de Centroa­
mérica, se necesitaba abordar el problema de otra manera". Cartage­
na -que encuentra en el Coloquio de México una de sus raíces más 
cercanas- responde precisamente a esa necesidad. La de inaugurar 
una nueva perspectiva enmarcada de manera definitiva en la digni­
dad de la persona y sus necesidades de protección, superando la vi ­
s ión previa del asilo que se centraba en América Latina en el supremo 
interés de los Estados. 

94. La masificación de los desplazamientos y el i ncremento numérico 
de personas en buscaban de asilo, como también lo puntualizó l a  
CIDH, exigía hacer frente determinadas carencias, tanto del Sistema 
Universal cuanto del Sistema In teramericano. En un primer momen­
to se pensó que también sería necesario armonizar los principios, 
normas y mecanismos de protección de los asilados y refugiados en 
América Latina. 1 9 1  Posteriormente, en el desarrollo a que dio lugar la 
Declaración de Cartagena, se definió más nítidamente un régimen de 

tratamiento humanitario focalizado en la condición de refugiado, sus 
carencias y las vías para encontrarles solución sin intervenir más en el 
Sistema de Asilo Latinoamericano. 

95. Para desarrollar el análisis de Cartagena hay que ubicar el contexto 
en el cual se llevó a cabo el Coloquio de 1 984 y la naturaleza de la 

Declaración que en esa ocasión fue adoptada. El lo supone admitir, 
de partida, los importantes precedentes descritos del Coloquio de 
México en 1 98 1  y el Seminario realizado en La Paz ( 1 98 3) , 1 92 que 
constituyeron aportes en el pensamiento jurídico a favor de un ré-

1 9 1  Coloquio sobrt el Asilo y la Protecci6H ( ... ), .Q¡LQL 
1 92 "Seminario sobre asilo político y situación del refugiado", La Paz, Bolivia, 1 9  al 22 de abril de 1 983 ,  

organizado por e l  Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de Bolivia y el ACNUR. 
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gimen renovado de tratamiento a los refugiados que alcanzarían su 
punto más importante en Cartagena 1 984.  

96.  Además, lo valioso de la Declaración de Cartagena no es precisa­
mente su configuración como documento histórico cristalizado en 
la problemática de 1 984, sino el continuum a que da lugar con los 
desarrollos posteriores claramente definidos en: 
l .  el Documento de "Principios y Criterios para la Protección Internacio­

nal a los Refugiados" elaborado en el marco de CIREFCN93 (cono­
cido como el Documento de CIREFCA); 

J I .  los avances logrados en  la aplicación del plan de seguimiento de 
dicha conferencia, especialmente en cuanto a la normalización de 
la vida de los refugiados en el terreno de la repatriación voluntaria; 

1 1 1 .  los aportes de la comisiones tripartidas constituidas a este últi­
mo efecto; 

IV la integración local en conjunción con las comunidades aledañas 
a los asentamientos y campamentos de refugiados; para llegar a la 

V. Declaración de San José de 1 994 en que se configura la con­
vergencia entre el Derecho Internacional de los Refugiados, el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario con clara aplicación a la problemáti­
ca de los refugiados y de los desplazados internos; 

VI .  así como a las reuniones preparatorias de la conmemoración del 
20° Aniversario de la Declaración de Carta

.
gena (realizadas en 

San )osé de Costa Rica, Brasil ia y Cartagena de I ndias) que dan 
cuenta de un importante proceso de adopción de sus postulados 
en la legislación interna y al régimen de garantías constitucio­
nales que los países de América Latina han venido desarrollando 
en el marco de procesos de democratización de nuestros países 

193 CIREFCA/89/9, PriHcipios y critrrios para la prol<eci6H y asislrncia a los rrfugiados, rrpalriados y dtSplazados 
cet�lroamtricatlos ttt Amtrica lAtit�a, Conferencia Internacional sobre Refugiados Centroamericanos 
(CIREFCA), Ciudad de Guatemala, 29 al 3 1  de mayo de 1 989. Este documento fue presentado en la 
reunión celebrada en Antigua, Guatemala, los días 25 y 26 de enero de 1 989 al Comité Preparatorio 
de la Conferencia Internacional sobre Refugiados Centroamericanos, y fue preparado por el Grupo de 
Expertos integrado por el Dr. Héctor Gros Espiell, vicepresidente de la Corte lnteramericana de Derechos 
Humanos; la Dra. Sonia Picado, jueza de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos y directora 
ejecutiva del Instituto Interamericano de Derechos Humanos; y el Dr. Leo Valladares Lanza, miembro 
de la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos. El Comité Preparatorio decidió presentarlo a 
la Conferencia Internacional sobre Refugiados Centroamericanos, la que en su reunión del 1 2  al 1 4  de 
abril de 1 989, llevada a cabo en Guatemala, consideró "que puede servir como marco de referencia y 
orientación a los Estados, en el tratamiento de los problemas de los refugiados, repatriados y desplazados 
centroamericanos". 
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que, en lo jurídico, han recogido aportes de la Constitución Es­
pañola de 1 978 en la región en el compromiso con los derechos 
y l ibertades fundamentales y la creación de instituciones como 
el Ombudsman o Defensor del Pueblo. 194 

No se trata pues solamente de un documento de singular valor, sino de 
un proceso que ha consolidado a nivel regional y nacional avances signi­
ficativos en la protección internacional y nacional de los refugiados. Su 
conmemoración debe concentrarse, más que en el propio texto -no obs­
tante sus innegables aportes- ,  en el proceso que se ha desarrollado desde 
su concepción y la respuesta que a sus planteamientos se han esbozado 
tanto a nivel nacional cuanto internacional. 

- Una Declaración sustentada en la legitimidad antes que en la formalidad 

97. Muchas veces se ha advertido que la Declaración de Cartagena no 
constituye en si un instrumento vinculante para los Estados. Efec­
tivamente, jurídicamente este carácter no obligatorio per se es reco­
nocible. Pero ello no supone que Cartagena no haya adquirido una 
fuerza persuasiva que puede haber ido más allá que muchos otros do­
cumentos vinculantes lo que nos conduce a afirmar que lo valioso de 
la Declaración que se comenta es la legitimidad alcanzada en materia 
del Derecho Internacional. Su validez como opinio juris está fuera de 
cuestión. Además, muchas de sus conclusiones incorporan y desarro­
l lan normas de plena validez y naturaleza vinculante provenientes de 
otros instrumentos o de la costumbre internacional . Pero Cartagena 
ha ido aún más lejos, no solamente a contribuir a la doctrina de la 

protección internacional de los refugiados en el resto del mundo, 
sino que ha irradiado sus efectos en la legislación interna de los Es­

tados y/o en la práctica por éstos desarrollada. En ello está su valor, 
en la legitimidad lograda. Consecuentemente, tratar de analizar los 

motivos por lo que ha alcanzado ello es igualmente provechoso en la 
oportunidad de la conmemoración de su 20° aniversario. 

1 94 Con distintas denominaciones (Defensor del Pueblo, de los Habitantes, Procurador, Comisionado o 
Comisión de Derechos Humanos), en todo América Latina, con las excepciones significativas de Brasil, 
Cuba y Uruguay se ha creado la institución proveniente de Escandinavia (el Ombudsman) con un mandato 
de defender y promover los derechos humanos. Chile tiene pendiente la creación del Defensor del 
Ciudadano dentro del proceso de reformas constitucionales mientras funciona una Comisión Presidencial 
para la Defensa de los Derechos de las Personas. Recientemente se está prefiriendo la denominación 
"Instituciones Nacionales de Promoción y Defensa de los Derechos Humanos" para homogeneizar el 
nombre de este defensor público en la región. 
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- Mucho más que una definición ampliada 

98 .  Asimismo, es conveniente dejar sentado que la Declaración de Car­
tagena es mucho más que su definición ampliada. Muchas veces se ha 
l legado a confundir el valor de la Declaración en su conjunto con el 
de la definición de refugiado por ella propuesta. No es así, el enfoque 
flexible para propiciar un espacio humanitario a favor de los refugia­
dos, su decidida opción por las soluciones duraderas con un abordaje 
pragmático a favor de la repatriación voluntaria -que no desconoce 
los principios básicos de la protección y la seguridad de las perso­
nas-, al tiempo que busca la integración con las comunidades locales, 
constituyen aportes tan singulares de Cartagena como la definición 
ampliada que pasamos a analizar. La Declaración de Cartagena, en 
consecuencia, constituye, no obstante su carácter no vinculante, uno 
de los principales aportes formulados por la región, al progresivo 
desarrollo del derecho internacional de los refugiados. Es en virtud 
de ésta que deben ser inspirados o sustentados tanto los esfuerzos, 
iniciativas y nuevos instrumentos normativos, como la legislación 
interna y la práctica que se adopte para proteger debidamente a los 
refugiados y encontrar solución a sus problemas en América Latina. 

- Sistemática indispensable para el análisis del contenido de la Declaración 

99. Esto último obliga a hacer una precisión sobre la forma que se 
adoptó en el Coloquio para integrar a Cartagena los aportes que el 
ACNUR había logrado apareciesen en los compromisos del Acta de 
Contadora. En lugar de buscar que en un solo texto apareciese todo 
el régimen de tratamiento y solución a los problemas de refugiados 
que se consensuó en el evento, se prefirió respetar -en homenaje a 
los avances del Acta de Contadora- lo que provenía del documento 
previo en el Capítulo 11 y a registrar, en el Capítulo I I I  de la Decla­
ración, los aspectos nuevos, no cubiertos por los esfuerzos de paz 
que se realizaron previamente al Coloquio .  Pero la Declaración de 
Cartagena es en verdad la suma de su Capítulo 11 con el I I I  y así debe 
leerse, como un todo. Las novedades que se lograron en Contadora 
(Capítulo 1 1 ) ,  en especial en el diseño de la repatriación voluntaria y 
las comisiones tripartitas para promoverla, se integran con el mismo 
valor a los nuevos elementos que el Coloquio añadió y se aparecen 
en el Capítulo l i i .  
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b) La definición de refugiado de la Convención de 1 95 1  como 
punto de partida . 

1 OO. Los instrumentos que normaron y orientaron el sistema internacional 
de protección de los refugiados, constituido en torno a la Conven­
ción sobre el Estatuto de los Refugiados de 1 95 1 ,  adoptada en Gine­
bra el 28 de julio de 1 95 1 ,  tiene la virtud de haber logrado consagrar, 
por vez primera una definición para determinar el estatuto de refu­
giado en el marco internacional . No estuvo exenta de polémica esta 
definición . Como se conoce, los Estados Unidos eran partidarios de 
una definición restringida, a la vista de las obligaciones legales que 
impondría una definición más general . Los Estados europeos occi­
dentales, por otra parte, propugnaban una definición más amplia, 
aunque con discrepancias. 

1 O 1 .  Se sabe que la Convención se adoptó en medio de la Guerra Fría por lo 
que los países de Europa del Este, con la Unión Soviética a la cabeza, 
consideraron que el instrumento en ciernes constituiría un mecanismo 
para drenar recursos humanos de las democracias socialistas a favor 
del capitalismo que promovía el Plan Marshall en Europa occidental . 
Así se desprende de los traveaux preparatoires. Finalmente se acordó una 
definición general de «refugiado» ,  centrada en los << fundados temores 
de persecución" que pudiera tener la persona. 195 

1 02 .  Aunque la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1 948 
consagró el derecho de toda persona a buscar asilo y a disfrutar de 
él ,  los Estados antepusieron la preservación de su derecho soberano 
a autorizar la entrada en su territorio. Esto provocó que los Estados 
que redactaron la Convención <<no estuvieran dispuestos a reconocer 
un derecho de asilo incondicional jurídicamente vinculante>> , consti­

tuyendo a la postre uno de los puntos de mayor interés en la atención 
del tema durante las décadas posteriores. 1 96 Si bien la Convención 
de 1 95 1  sobre el Estatuto de los Refugiados contiene una mención 

a la necesidad de promover el asilo de los refugiados de manera ge­
nerosa, valga la oportunidad para mencionar que años más tarde, en 
1 967, se convocaría a la Conferencia de Plenipotenciarios sobre 
Asilo Territorial la misma que lamentablemente no tuvo éxito. 

! 95 ACNUR, LA Sit•aci611 ( . . .  ) 2000, QJ2...Q!., Pág. 28. 
1 96 lbidem, Pág. 29 
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1 03 .  Es conocido por lo demás las l imitaciones que los propios Estados 
quisieron imponer a la aplicación de la definición de la Convención 
de 1 95 1 :  una de orden temporal, referida a los hechos ocurridos en 
Europa antes del 1 o de enero de 1 95 1 ;  y otra de orden geográfica 
restringida a tales hechos en el continente Europeo. Solamente en 
1 967, con el Protocolo adoptado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, ambas l imitaciones geográficas son susceptibles 
de eliminarse si los Estados, como efectivamente lo hicieron, adhi­
riesen a este nuevo instrumento y levantasen las reservas anterior­
mente impuestas. En criterio de diversos especialistas en la materia, 
son dos los aportes principales que trajo consigo la expedición del 
Protocolo. En primer lugar, la ampliación del concepto de refugiado, 
desterrando las mencionadas l imitaciones temporales y geográficas. 
En segundo lugar, permitiendo que el Estado firmante, adherente o 
ratificante, asuma compromisos para la aplicación obligatoria de los 
artículos 2 al 34 de la Convención de 1 95 1 ,  aún cuando no haya 
firmado, adherido o ratificado la misma. Asimismo, no es menos im­
portante la previsión contenida en el Protocolo en el sentido de rea­
firmar el deber de cooperación del Estado con el Alto Comisionado 
de las Naciones Unidad para los Refugiados (ACNUR) .  El Protocolo 
de 1 967 contribuyó pues decididamente a esclarecer el panorama, al 
superar cualitativamente las previsiones de la Convención de 1 95 1 ,  
siendo por ello, en opinión de diversos autores, considerada la única 
con carácter general existente, gracias a las ratificaciones de más de 
1 40 estados. 

1 04 .  En este contexto es necesario abordar los objetivos generales de los 
Estados que determinaron su adhesión a los citados instrumentos1 97 
en torno a tres grandes objetivos que orientaron la motivación esta­
tal en su adhesión; 

a . - La relación con otros estados sobre la base de disposiciones cla­
ras, léase derechos y obligaciones para todos los Estados que se 
adhieren a dichos instrumentos. 

b.- La aplicación de las disposiciones de los referidos tratados en el 
territorio nacional 

c . - La necesidad de reconocer la relación de los Estados con las Na­
ciones Unidas. 

1 97 GALINDO VELEZ, Francisco, sm....ru., Págs. 74-75. 
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1 05 .  La Convención, además de la definición, establece las obligaciones y 
los derechos de los refugiados, así como las obligaciones de los Esta­
dos hacia ellos. Consagra principios que promueven y salvaguardan 
los derechos en el empleo, la educación, la residencia, la l ibertad de 
circulación, el acceso a los tribunales, la naturalización y la seguridad 
frente a la devolución a un país donde podrían ser víctimas de per­
secución . Contiene una cláusula de supervisión del ACNUR en ma­
teria de cumplimiento de la Convención cuya recurrencia por parte 
de la institución ha sido l imitada y que, como se vio, causó especial 
preocupación a los participantes latinoamericanos en la conferencia 
internacional en la que se elaboró el  instrumento de 1 95 1 .  

Desarrollos posteriores a la definición de 1 9  5 1 :  la Convención de la Organización 
de la Unidad Africana 

1 06. El concepto de refugiado recogido en la Convención de 1 95 1 ,  fue 
moldeado a instancias de las conflagraciones suscitadas en dicho mo­
mento histórico; es por ello que, el sistema de protección erigido en 
su alrededor, respondía a las circunstancias del momento. El escenario 
internacional posterior, como lo señalan diversos autores como Flor de 
María Valdez, 1 98 en especial el incesante proceso de descolonización 
en África a partir de la década del sesenta, alertó en la expansión del 
fenómeno migratorio, generado por nuevas y diversas causas. 

1 07. Pero la definición de refugiados consagrada en la Convención de 
1 95 1 ,  sustentada en el "fundado temor de persecución" tuvo un desa­
rrollo ampliatorio en el continente africano que no es posible dejar de 
lado. En los sesenta , como consecuencia de las luchas independen­
tistas en las antiguas colonias europeas aumentó considerablemente 
el número de refugiados en todo el mundo. Tanto la Convención 
sobre el Estatuto de los Refugiados de 1 95 1 ,  junto con el Protocolo 
de 1 967, constituyen los instrumentos más importantes y universales 
del Derecho Internacional sobre Refugiados para enmarcar el tema 

. humanitario pero la Convención de la Organización de la Unidad 
Africana (OUA), adoptada Addis Abbeba en 1 969, ya se vio obliga­
da a avanzar sobre las razones eminentemente subjetivas ("fundado 
temor") para incorporar mayores elementos objetivos como, en la 
misma l ínea, se vio precisada a hacer Cartagena. 

1 98 VALDEZ ARROYO, Flor de María, Ampliaci6n dd concrpto dr rrfugiado m d Drrrcho Intrmacional Contrmporánro, 
Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo Editorial, Lima. 2004. 
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La definición de 1 9  5 1  y su limitada aplicación en América Latina 

1 08 .  La constatación de lo acontecido en las décadas de los años sesenta 
y setenta, puso de manifiesto la escasa experiencia latinoamericana 
en la aplicación tanto de la Convención de 1 95 1  sobre el Estatuto de 
los Refugiados, así como del Protocolo de 1 967. Como ya fue visto 
en los párrafos 25 y siguientes del presente documento, su escasa 
aplicación y operatividad fueron puestos de manifiesto por la Segun­
da Conferencia lnteramericana Extraordinaria en Río de Janeiro, la 
misma que recomendó al Comité Jurídico Interamericano la prepara­
ción de un proyecto de convención sobre refugiados, a fin de dar una 
mejor respuesta a las nuevas situaciones de desplazamientos forzados 
en las Américas. La experiencia de masivos desplazamientos suscita­
dos en la década del sesenta en el Caribe, expresaban abiertamente la 
insuficiencia de los instrumentos normativos referidos. La realidad se 
agravó aun más con el éxodo de refugiados suscitado en América del 
Sur en la década del setenta. No es menos importante precisar que 
la necesidad de encontrar un marco normativo coherente, flexible y 
a la vez pragmático, que permitiera brindar protección a quienes lo 
requiriesen, fue igualmente advertida por el Coloquio de Tlatelolco 
(México 1 98 1  ) , así como por la Comisión lnteramericana de Dere­
chos Humanos en sus informes anuales de 1 98 1  y 1 982 .  

1 09. A este respecto es  pertinente señalar que la aplicación de los  instru­
mentos lnteramericanos de Derechos Humanos en la región, en es­
pecial del artículo 22° de la Convención Americana, a través de la ac­
tividad de la Comisión cuanto de la labor jurisdiccional de la Corte, 
eran en el año 1 984, cuando se adoptó la Declaración de Cartagena, 
de reciente data, toda vez que la entrada en vigor de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos se suscita en 1 978, trayendo 
consigo la creación del último de los órganos citados. Con ello que­

remos enfatizar las carencias y vacíos existentes en la materia- que en 
el capitulo 1 del presente documento ha sido descrito como "limbo 
jurídico"- tanto por la escasa aplicación de los instrumentos norma­

tivos internacionales en materia de refugiados en América Latina, 
cuanto por la incipiente actividad de los organismos supranaciona­
les, en especial los referidos al ámbito interamericano, encargados de 
la protección y promoción de los Derechos Humanos. 
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La contribución de las organizaciones no gubernamentales en la gestación de Cartagena 

1 1  O.  La década del ochenta registra asimismo los inicios de un crecien­
te activismo de la sociedad civil en la protección de los derechos 
humanos y en la protección de los refugiados. Su actividad fortale­
ció significativamente la necesidad de avanzar en la expedición de 
un nuevo marco normativo para la protección de los refugiados en 
situación de afluencia masiva como resultado de los conflictos en 
Centroamérica. La activa participación de las ONG's en la región, 
mediante la concertación y el diálogo con sus gobiernos nacionales, 
con el auspicio de organizaciones internacionales, permitió refor­
zar sus actividades, así como su contribución a la generación de un 
régimen de mayor respeto a los derechos humanos . La labor de las 
organizaciones de la sociedad civil, contribuyó a la gestación de la 
Declaración de Cartagena y al  desarrollo de sus postulados en el 
marco de solución de los problemas que han afectado a los refugia­
dos tanto en el área centroamericana cuanto en los otros países de 
Latinoamérica duraderas. 

Análisis de los aspectos sustanciales de la definición propuesta por la Declaración de 
Cartagena 

1 1 1 .  En esencia, la definición que propone la Declaración de Cartagena, 
conocida como definición ampliada del concepto de refugiado, me­
rece el siguiente análisis: 
• La diferencia estriba en l a  incorporación de elementos objeti­

vos, sin consideración de los subjetivos relativos al "fundado 
temor" consagrado en la Convención de 1 95 1 .  

• Asimismo supone dejar de lado toda referencia al elemento 
"persecución" que puede dar lugar a rechazo u objeción del Es­
tado del país de origen. 

• En lugar de ello, en la misma línea que la Convención de la 
OUA, se hace referencia a aquellas "personas que han huido de 
sus países porque su viáa, seguridad, o l ibertad, han sido ame­
nazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los 
conflictos internos, la violación masiva de los derechos huma­
nos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el 
orden público". Con ello se alude fundamentalmente a situacio-
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nes de hecho derivadas de conflictos o graves perturbaciones 
del orden público, objetivamente constatables, que pudiesen 
encontrarse como causa originaria de la huida de las personas a 
las que hace referencia la definición . 

• Comentario especial merece la referencia a la violación masiva a 
los derechos humanos -que por cierto no está incorporada a la 
definición de la Convención Africana- puesto que su inclusión 
en Cartagena confirma el enraizamiento de la protección de los 
refugiados que propugna Cartagena al Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos, admitiendo los aportes consistentemen­
te elaborados por la Comisión lnteramericana de Derechos Hu­
manos, así como las opiniones consultivas y sentencias emitidas 
por la Corte lnteramericana de Derechos Humanos que, como 
ha quedado dicho, trabajó cercanamente la problemática de los 
refugiados en los años previos al Coloquio de Cartagena y en 
el desarrollo posterior (párrafo 35 del Documento de CIREFCA) 

• Establecida la relación causal entre las situaciones de hecho y 
la necesidad justificatoria de la huida de las personas para salvar 
su vida, l ibertad o seguridad -sea que esta necesidad se presenta 
en el ámbito individual del afectado o de su famil ia, grupo o co­
munidad- opera el derecho subjetivo de tales personas de exigir 
la protección como refugiados sobre la base del principio pro 
homine y la aplicación inmediata del principio de non refoulement. 

• Consecuentemente, Cartagena con su definición busca asegurar 
derechos pertenecientes al núcleo duro de los Derechos Humanos 
(vida, seguridad y l ibertad) sin que necesariamente tenga que iden­
tificarse a cada uno de los titulares de tales derechos ni someterlos a 
un examen sobre el fundamento de sentimiento subjetivo de temor. 

• Posteriormente el ámbito de los derechos protegidos ha sido am­
pliado en el contexto del Documento de CIREFCA (párrafo 28)  
a no ser sujeto de detención, arresto arbitrario o tortura; a lo que 

hay que añadir al día de hoy la protección del non refoulement a 
efectos de que ninguna persona vaya a ser sujeto de discrimina­
ción por razones de género o sometida a trata de personas. 199 

1 99 Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer ( 1 979)1 Protocolo 
para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa 
la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia transnacional (2000)1 Convención 
lnteramericana para Prevenir y sancionar la tortura ( 1 985); Convención lnteramericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, "Convención de Belem do Pará" ( 1 994). 
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• El desarrollo posterior de Cartagena se extenderá en el marco 
de protección y solución de problemas de las personas despla­
zadas internas, especialmente en cuanto a las condiciones de 
retorno a sus lugares de origen dentro del propio país como 
quedó plasmado en la Declaración de San José de 1 994. 

Presente y futuro de la definición de refugiado propuesta por la Declaración de 
Cartagena 

1 1 2 .  En la actualidad, más de diez países de la región han incorporado 
en su legislación nacional la definición propuesta por la Declaración 
de Cartagena. Hoy, sin embargo, a veinte años de su adopción, se 
advierte como ineludiblemente necesario aun mayores esfuerzos por 
parte de los Estados y del ACNUR para lograr una interpretación co­
herente de la citada definición. Lo anterior, sin embargo, no deja de 
registrar que la definición de Cartagena ha generado algunas preocu­
paciones en algunos Estados por las interpretaciones que ella pueda 
concitar, en términos de seguridad. Con mayor razón, entonces, se 
hace impostergable que se adopte un manual para la apl icación de la 
Convención y una guía para orientar a las autoridades a su interpre­
tación como legislación interna, o como criterio preponderante en 
las decisiones administrativas que puedan tomarse, en los casos en 
que no se haya incorporado a la ley del país correspondiente. 

1 1 3 .  El mayor desafío que probablemente confronta la definición amplia­
da, frente a la situación actual de los países andinos, dice relación con 
el fenómeno de dispersión con que se presenta el éxodo colombiano. 

Este fenómeno ha dado lugar a la característica de invisibilidad de los 
refugiados que ha sido descrita en las reuniones preparatorias de la 
Conmemoración del 20° Aniversario de la Declaración de Cartage­

na. Trae como resultado que la presencia de refugiados se encuentre 
ubicada dentro de flujos de migrantes que se desarrollan en la re­
gión lo que hace más difícil su identificación y debida protección. 
¿Responde la definición propuesta por la Declaración de Cartagena 
a esta realidad? A la luz del análisis formulado, los elementos de la 
definición cubren, en los términos generales en los que se ubican 
los conceptos jurídicos, todos los aspectos. Sobre todo si se hace el 
esfuerzo de acopiar el decantamiento de los pri ncipios y valores ju­
rídicos que se ha venido produciendo desde que se adoptó la Decla-
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ración de Cartagena en 1 984,  con el desarrollo progresivo logrado a 
través del Documento de ClREFCA y la Declaración de San José de 
1 994. Esta afirmación, empero, no posterga la conveniencia de res­
catar la esencia del consenso logrado en el momento de la adopción 
de la definición para buscar la interpretación que mejor se ajuste a las 
necesidades del momento actual .  

e) Aportes de la Declaración de Cartagena más allá de su definición 

1 1 4 .  La Declaración de Cartagena constituye un enfoque regional in­
novador y creativo para garantizar la protección de los derechos 
fundamentales de los refugiados, caracterizado por su integralidad 
y flexibil idad para encontrar soluciones, sin desmedro del respeto 
de los derechos y principios esenciales que es necesario destacar in ­
corporando a los  elementos singulares de la Declaración los  aportes 
provenientes de la experiencia de ClREFCA y de la Declaración de 
San José de 1 994 sobre los refugiados y las personas desplazadas: 
a. I nserta Cartagena la protección a los refugiados en el marco 

convergente de la Convención de 1 95 1  y el Protocolo de 1 967, 
así como la Convención Americana de Derechos Humanos a 
efectos de que los estados apliquen ambos instrumentos en su 
relación con los refugiados y las soluciones que su situación de­
manda (Conclusiones 8, 9) .  

b .  Promueve e l  uso con mayor intensidad de los organismos com­
petentes del sistema interamericano, en especial la CIDH. 

c .  El punto culminante en esta materia quedaría cristalizado en la 
visión convergente de la protección, sustentada en el Derecho 
Internacional de los Refugiados, el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos y el Derecho Internacional humanitario 

desarrollada por el jurista Can<;ado Trindade y adoptada por la 
Declaración de San José de 1 994.200 

d. Ratifica la naturaleza pacífica y exclusivamente humanitaria del 
asilo y la protección a los refugiados por lo que reitera la nece­
sidad de ubicar la presencia de los refugiados en un contexto de 
seguridad que prohíba los ataques mil itares y reduzca la vulne­

rabi l idad en la que se suelen encontrar éstos si están ubicados 

200 Ver cita de nota al pie No 5 de este documento. 
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en zonas de frontera l i tigiosas. Ello a su vez va a quedar profun­
dizado en el documento y el proceso de aplicación del Plan de 
Acción de CIREFCA, en los párrafos 36 y 43 a 45 .  

e. Conceptúa el principio de no devolución como uno de ius cogens 
en el marco del derecho internacional. CIREFCA precisa su re­
levancia en la conclusión V así como en los párrafos 46 a 48 .  

f. Desarrolla extensamente el carácter voluntario de la repatria­
ción de los refugiados, así como el retorno de las personas des­
plazadas a sus lugares de origen, en condiciones de seguridad y 
dignidad como lo enfatiza el documento de CIREFCA (párrafos 
57 a 64) .  Desde Cartagena (Capítulo 1 1  l i terales n) f) y g) y en la 
duodécima conclusión) se llegan a describir los procedimientos 
destinados a promover, regular y ejecutar la repatriación volun­
taria de los refugiados, con el aporte de las comisiones triparti­
tas integradas por representantes de las autoridades del país de 
asilo, de origen y del ACNUR, con el propósito específico de 
lograr el retorno bajo condiciones de seguridad y dignidad. 

g. La ejecución del Plan de Acción de CIREFCA haría necesaria 
la  integración a estas comisiones de un cuarto agente, el más 
interesado: los refugiados y sus representantes para favorecer 
además el diálogo con las comunidades de retorno. 

h .  Establece e l  compromiso de l levar a cabo programas y proyec­
tos con miras a la autosuficiencia de los refugiados y estudiar las 
posibilidades de lograr su integración a la vida productiva del 
país que los acoge, posibilitando así el disfrute de los derechos 
económicos, sociales y culturales, priorizando la asistencia de los 
refugiados en materia de salud, educación trabajo y seguridad. 

Todo ello, en especial fue objeto de amplio desarrollo por la De­
claración en la undécima conclusión y en el capítulo 11, l iteral h)  e 
i) -que como se dijo contiene los aportes del Acta de Contadora- .  
En el  documento de CIREFCA el tema es abordado en los párra­
fos 65 y 66, incorporando las necesidades de las comunidades 

locales que comparten su destino con las poblaciones refugiadas. 
i .  Reconoce la Declaración de Cartagena la tarea fundamental de 

las organizaciones no gubernamentales, tanto nacionales cuan­

to internacionales, a efectos de que prosigan su encomiable 
labor de cooperación con el ACNUR y las autoridades nacio­
nales respectivas. Su relevancia es consignada en la conclusión 
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XIV de la Declaración y en los párrafos 7 1  y 72 de CIREFCA. 
Su aporte ha tenido, además, un desarrollo incremental y fá­
cilmente comprobable en la aplicación del Plan de Acción de 
CIREFCA y en el desarrollo de la protección y asistencia a los 
refugiados en todo América Latina, en particular, en los países 
de la Comunidad Andina de Naciones. 

1 1 5 .  En el análisis de los avances logrados por la Declaración, debe ser 
destacado el contexto histórico de su adopción, toda vez que esta 
surge en un periodo en el que la mayoría de los países de la región no 
se habían adherido a los instrumentos internacionales en materia de 
refugiados, o, en todo caso, era de muy reciente data. En tal sentido, 
es fáci l  suponer las carencias de orden normativo o l imbo jurídico 
que existían en los diversos estados y, por ende, la inexistencia de 
patrones de actuación estatal para la atención de esta temática. 

1 1 6. Consideramos del mismo modo relevante incidir tanto en el carácter 
flexible del enfoque de Cartagena, toda vez que permite armonizar 
los legítimos intereses estatales vinculados a la seguridad y protección 
nacional, con los referidos a la atención humanitaria de las personas 
urgidas de protección. Resulta igualmente propicio relevar dos temas 
de singular importancia en la orientación integral a que debe aspirar el 
sistema de protección en la materia: por una parte el reconocimiento 
de los derechos sociales, económicos y culturales de quienes tienen 
la condición de refugiados; y de la otra las propuestas de soluciones 
duraderas para garantizar la dignidad y seguridad de las personas. 

1 1 7. Como ha sido destacado por diversos trabajos, existen tres áreas que mere­
cen especial atención, tanto por los aportes que traen consigo cuanto por 
los desafíos que plantea a los Estados para la atención de los refugiados: 
• En primer lugar, es de suma importancia la exhortación formula­

da por la Declaración para la adhesión, por parte de los estados, 
a los instrumentos internacionales en materia de refugiados, 

sin expresión de reserva, de consuno con la adopción de me­
canismos y prácticas estatales para su efectiva implementación 
y aplicación . En este contexto, el carácter apolítico y estricta­
mente humanitario del reconocimiento de refugiado, así como 

del asilo concedido consecuentemente, resulta tan significativo 
como la observancia de los estándares básicos en materia de 
protección y asistencia a los refugiados, de modo especial en las 
áreas de salud, educación, trabajo y seguridad. 
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• En atención al principio de non-refoulement, la Declaración presta 
especial importancia a los criterios aplicables en caso de repa­
triación voluntaria, integración local y reasentamiento, estable­
ciendo un conjunto de principios que han de ser observados y 

desarrol lados por los Estados en estos ámbitos, como contribu­
ción a la atención y erradicación de las causas que generan el 
desplazamiento forzado. Es por ello que se confiere en el docu­
mento especial atención al tema de la ubicación de los asenta­
mientos de los refugiados. 

• Es importante la exhortación formulada en la Declaración, más 
aún, en un contexto de globalización, en el sentido de promover 
y auspiciar la concertación y la cooperación internacional, para 
hacer cada vez más efectiva la respuesta de los Estados al con­
junto del sistema internacional de protección de los refugiados. 
Es por ello que expresa la necesidad de fomentar un espíritu de 
solidaridad, así como de responsabil idad compartida. Esta de­
claración principista se debe materializar, expresa el documen­
to, en la creación de mecanismos de consulta y diálogo entre los 
Estados que estén amparados en la concepción integradora de la 
normativa supranacional en la materia y en la atención integral 
que debe proveerse a quienes han migrado contra su voluntad 
de sus lugares de origen por los motivos justificados que el De­
recho Internacional admite. 

• La Declaración de Cartagena de 1 984,  sustenta su relevancia 
por la incidencia especial en dos principios de vital importancia 
en el quehacer en materia de refugiados: la solidaridad inter­

nacional y la responsabi l idad compartida. En tal sentido, con­
sidera necesario l lamar la atención en torno a la necesidad de 
proveer de un tratamiento mínimo que, de una parte ponga fin a 
la situación de precariedad que atraviesan significativos grupos 
de refugiados en diversas latitudes y, por otra parte, establezca 

una situación de mínimo decoro de estos en el desarrollo de 
sus vidas en el país de asilo, todo ello enmarcado en el respeto 
de los derechos humanos contenidos en los diversos instrumen­
tos normativos existentes. Esta misma forma ha sido reiterada 
durante las consultas preparatorias a la conmemoración del 20 
Aniversario de la Declaración de Cartagena realizadas en San 
José, Brasi l ia y Cartagena. 
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CAPÍTULO SIETE 
Aspectos relevantes del desarrollo post Cartagena 

a) Del marco de tratamiento mínimo a las soluciones duraderas 

1 1 8 .  Como ha quedado establecido en el capítulo cuarto, la Declaración 
de Cartagena tuvo acceso a la crucial Conclusión No 22 aprobada 
por el Comité Ejecutivo del ACNUR sobre Protección de las personas que 
buscan asilo en situaciones de afluencia en gran escala . Estas normas fueron 
adoptadas como el régimen legal mínimo que debe aplicarse, bási­
camente, durante el periodo temporal de asilo, como paso previo 
a la obtención de la solución duradera que ponga fin a su situación 
personal de desplazado. 

1 1 9 .  Las normas mínimas de tratamiento humanitario, han merecido ex­
tenso desarrollo a lo largo de los recientes años. Trabajos anteriores 
dieron cuenta de siete aspectos201 de necesario cumplimiento por 
parte del Estado receptor. Nos referimos a: 
• Libertad de movimiento : Se entiende que el asilo aspira a pre­

servar el derecho a la vida y a la l ibertad de los perseguidos, en 
consecuencia, éste no puede ir en acompañado de restricciones 
a la l ibertad de movimiento que no sean estrictamente necesa­
rias, sobre todo cuando se trata de salud y del orden público. 

• Asistencia y satisfacción de necesidades vitales: La asistencia 
material de los refugiados para su subsistencia no puede ser 
objeto de l imitaciones, nos referimos básicamente a la alimen­
tación, salud, vivienda y servicios sanitarios. En este particu­
lar tema es de especial importancia la solidaridad internacional 
para garantizar mínimos de subsistencia. 

• Situación jurídica: La admisión de refugiados en el territorio de 

determinado país, inclusive bajo modalidades temporales, debe 
implicar el reconocimiento de derechos y obligaciones de tales 

personas ante la ley, la administración estatal y los servicios de 
administración de justicia del Estado en particular. Por tanto es 
menester evitar la apl icación de una condición de excepción 
que los excluya del régimen legal vigente en el país, evitando 

201 SANTISTEVAN, Jorge, Ql!,...l;iL, Págs. 62-66. 
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así el desamparo legal y la situación de indefensión en la que 
pudiesen verse inmersos. 

• Protección fami l iar: Es evidente que los grupos migratorios se 
constata una mayoritaria presencia de mujeres, menores de edad 
y ancianos. Por ello, debe propiciar la atención de la reunifica­
ción familiar, por tanto, facilitar los servicios de ayuda para reu­
n ificar a las fami l ias desintegradas, respetar la unidad de las que 
lograron llegar juntas al país de asilo, así como proporcionar los 
medios idóneos para la ubicación del paradero de famil iares no 
habidos. 

• Acceso a fuentes de subsistencia: Dentro de este ámbito se 
comprende en primer lugar el acceso a niveles mínimos de 
educación, del mismo modo el tratamiento mínimo debe invo­
lucrar la preocupación de los estados receptores para proveer 
oportunidades de trabajo ,  en la medida de las posibil idades 
estatales, procurando flexibil izar determinadas reglamentacio­
nes laborales, que permitan l a  inclusión de estos en la  provi ­
s ión del empleo. 

• Tratamiento humanitario: El tratamiento mínimo en este punto, 
implica conceder a los refugiados un trato acorde con la dig­
nidad humana, proscribiendo cualquier tipo de trato cruel de­
gradante o inhumano. Es igualmente necesario excluir cualquier 
tipo de práctica discriminatoria incompatible con el respeto de 
la persona humana. 

1 20 .  Sin embargo, el proceso que dio lugar a la Declaración de Cartagena 
fue mucho más allá del marco mínimo descrito. Asumió un com­

promiso definitivo en favor de las soluciones duraderas abordan­
do las posibil idades de repatriación voluntaria -considerada por el 

Documento de CIREFCA la solución por excelencia- como parte del 
régimen de protección durante la permanencia en el país de asilo 
y propiciando la  autosuficiencia con miras a la integración y el desa­
rrollo económico. Todo ello fue considerado por la Declaración de 
Cartagena como perteneciente a la protección necesaria durante l a  
permanencia en e l  país de  asilo, o en  el lugar de  recepción de quienes 
hubiesen huido de la violencia generalizada o de desastres provoca­
dos por obra del hombre, obligando a promover opciones de solu­
ciones duraderas que pongan fin a la situación de temporalidad por la 
que estuviesen atravesando los refugiados, normalizando sus vidas y 
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favoreciendo el pleno ejercicio de sus derechos fundamentales. Esto, 
muchos años después, ha dado lugar a interesantes enfoques en pro­
gramas fronterizos en los países vecinos a Colombia. 

1 2 1 .  Se propició un significativo avance en la observancia de las normas 
mínimas de tratamiento humanitario, fundando la esencia de la pro­
tección en el respeto de la dignidad del hombre y los derechos hu­
manos (el principio pro homine) -cuyo cumplimiento por parte de los 
Estados receptores resulta fundamental para al iviar la situación de 
marginalidad y precariedad de quienes se encuentran forzadamente 
desarraigados de sus lugares de origen. Se consideró ello necesario 
para vislumbrar desde el inicio mismo del éxodo y de las posibil ida­
des del retorno o la integración a la comunidad de acogida. 

b) CIREFCA y los avances de su Plan de Acción 

1 22 .  Uno de los grandes logros del proceso desarrollado en América Cen­
tral a través del trabajo desarrollado por el ACNUR, fue el hecho de 
que se trascendió la Conclusión No 22 y se buscaron soluciones du­
raderas en las cuales, por medio de acciones audaces, se logró entre 
otras cosas una promoción de la repatriación mediante comisiones 
tripartitas constituidas sobre la base del espacio humanitario reco­
nocido por encima de las diferencias entre los Estados, garantizando 
poner en primer orden la protección y el adecuado tratamiento a los 
refugiados y repatriados; así como beneficiando a aquellos que se 
quedaron en los países de asilo, posibil itando su integración median­
te proyectos y acciones dirigidas a garantizarles trabajo, educación y 
condiciones dignas de vida. En definitiva, el ACNUR buscó relacio­
nar el tratamiento -superando el mínimo de condiciones internacio­
nalmente establecido- con la situación de refugiados y la búsqueda 
de la paz en esta región. 

1 2 3 .  La Declaración de Cartagena de 1 984, ha permitido establecer una 

continuidad por la legitimidad que ha obtenido en América Latina, 
no obstante carece de carácter vinculante, pues constituye la con­
solidación de un proceso que aun sigue en desarrollo y que tuvo, 
en la Conferencia I nternacional sobre Refugiados Centroamerica­
nos ( CIREFCA), que tuvo lugar en Ciudad de Guatemala en 1 989, 
un referente de especial importancia. En efecto, la motivación de su 
convocatoria estuvo orientada a evaluar los avances que se habían 
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logrado en materia de principios de protección y asistencia a refu­
giados, así como lo referente a la repatriación voluntaria, con miras a 
promover su difusión y afianzar su cumplimiento. 

1 24 .  Los aportes de CIREFCA permitieron incidir, entre otros puntos, en 
la necesidad de dotar de mayor claridad y concreción al concepto de 
desplazado, así como en la necesidad de afianzar una respuesta más 
formal por parte de cada uno de los Estados, cuanto de las coaliciones 
o grupos que las integran. Es relevante señalar que el problema de los 
refugiados centroamericanos, verificado en la década de los ochenta, 
fue producto de las coyunturas políticas, sociales y económicas que 
atravesaron diversos países de la región en dicho momento histórico. 
Del mismo modo, las normas jurídicas para su tratamiento estuvieron 
en el origen estrechamente vinculadas con las realidades sociales y 
económicas, tanto de los países generadores de las migraciones com­
pulsivas, cuanto de aquellos que ofrecieron refugio a significativos 
grupos de población centroamericana. No obstante lo afirmado, y 
a tenor de las diversas investigaciones y estudios posteriores efec­
tuados, existe consenso en afirmar que el aporte de C!REFCA, más 
que en las exhortaciones y conclusiones contenidas en el documen­
to, estriba en la pertinencia de articular mecanismos conjuntivos de 
atención para los refugiados para la ejecución de su Plan de Acción. 
Incide especialmente en la puesta en marcha de procedimientos y 
prácticas que permitan conceder operatividad al avance conceptual 
que significó la Declaración de Cartagena; por ello su análisis, 1 5  
años más tarde, debe ser concebido como un momento para afianzar 
la actuación tanto individual cuanto colectiva de los estados en la 
materia. C!REFCA plantea la urgencia de hacer praxis intensiva de 
los contenidos cifrados en los diversos instrumentos normativos en 

la materia y en especial en la Declaración de Cartagena. 

1 25 .  El  Plan de Acción adoptado por la Conferencia realizada en Guate­
mala en 1 989 se basó en una visión integral de la problemática de los 
refugiados centroamericanos, capaz de responder a las necesidades 
más inmediatas, centrada en torno a los campamentos y asentamien­
tos de refugiados, adoptada como la manera más concreta de contri ­
buir a la paz en la región. El proceso de paz centroamericano, que se 
inicia como queda dicho con los esfuerzos del Grupo Contadora y su 
emblemática Acta de Compromisos por la Paz y el Desarrollo, tuvo 
un hito singular en el Acuerdo de Esquipulas II (Guatemala, 1 987) 
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que selló los esfuerzos de los países centroamericanos- esta vez sin 
intermediarios- por el fin de l.os conflictos, la recuperación de la de­
mocracia y sus instituciones como modo de erradicación de éstos y 
la promoción del desarrollo económico y social .  En este contexto 
terminaron por ser incluidas las acciones conducían a soluciones du­
raderas de los problemas de los refugiados y desplazados en la región 
concebidas en Cartagena y desarrol ladas por CIREFCA y su Plan de 
Acción. 

1 26 .  Hubo en consecuencia significativos vasos comunicantes entre CI ­
REFCA y su Plan de Acción y los esfuerzos de paz en la región que 
en su oportunidad contaron con el apoyo de las Naciones Unidas 
y el protagonismo del Secretario General de aquella época, Javier 
Pérez de Cuellar. Quedaron además consolidados en las misiones 
especiales de las Naciones Unidas (ONUSAL en El Salvador y Ml ­
NUGUA en  Guatemala) y de la OEA (CIAV en  Nicaragua) .  No es 
del caso describir el apoyo de las instancias internacionales a favor 
de la paz, lo que sería objeto de una investigación aparte. Valga por 
el momento dejar registrada la contribución que paralelamente brin­
dó ACNUR y el proceso de CIREFCA a la paz a través de singulares 
hitos que tienen directa relación con la protección internacional de 
los refugiados. 

e) El retorno de los refugiados y l as Comisiones Tripartitas 

1 27. Plantearse la repatriación voluntaria como posibil idad a inicios de 
los ochenta, como lo hizo la Declaración de Cartagena, cuando las 
grandes afluencias de refugiados comenzaban a ser procesadas por 
autoridades y sociedades de los países centroamericanos, México fue 
sin lugar a dudas una de las audacias emanadas del evento que tuvo 
lugar en Cartagena de Indias en 1 984 .  Hubo críticas en su momento 
pues se suponía que hablar de repatriación, ante la precariedad de los 

campamentos de refugiados en zonas fronterizas, podría contribuir 
a socavar las bases de la protección internacional a ellos ofrecida . 
Cartagena fue sin embargo lo suficientemente flexible -principista, 

de partida, pero a la vez pragmática para que pudiesen convivir la 
posibil idad de retorno voluntario con la necesidad de que prevalez­
can espacios humanitarios de dignidad y seguridad en el país de asi­
lo- como para hacer admisible considerar el retorno voluntario como 
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parte del conjunto de las responsabilidades de protección. Se pre­
guntó en aquel momento si podría concebirse la repatriación cuando 
las condiciones en el país de origen no habían cambiado sustancial ­
mente. ¿Era válido -se cuestionó- constituir Comisiones Tripartitas 
para promover la repatriación cuando no se podía garantizar las con­
diciones de seguridad y dignidad para que los refugiados volviesen 
por su propia voluntad;¡ ¿Era admisible organizar visitas al país de 
origen cuando las causas que justificaron la huida estaban aún activas 
y presentes? Gracias al enfoque de Cartagena -lo que se ha dado en 
llamar "el espíritu de Cartagena"- se pudo ir  paso a paso en materia 
de repatriación logrando que el rechazo generalizado inicial (ei "No 
a la repatriación" en el ingreso del campamento de Colomoncagua, 
en Honduras, por ejemplo) se transformase pocos años después en 
un retorno organizado, sustentado en la voluntad de repatriación de 
los refugiados, en el que miles de personas se l iberaron de los cercos 
de los campamentos cerrados para comenzar en su país una nueva 
vida a favor de la paz. 

1 28 .  Cumplieron su papel las Comisiones Tripartitas que se organizaron 
entre Costa Rica-ACNUR-EI Salvador, Honduras-ACNUR-Nicara­
gua, Costa Rica-ACNUR-Nicaragua, México-ACNUR-Guatemala, 
Belice-ACNUR-EI Salvador, todas las cuales encontraron en la De- · 
claración de Cartagena su acta de nacimiento y su marco regula torio. 
A su manera -literalmente haciendo camino al andar- las Comisiones 
Tripartitas fueron desarrollando Cartagena y encontrando en la De­
claración y su evolución posterior en el Documento de CIREFCA el 
cuadro normativo para las grandes operaciones voluntarias de retor­
no, conocidas como repatriaciones organizadas, que tuvieron como 
resultado el que miles de refugiados salvadoreños, guatemaltecos y 

nicaragüenses regresaran al fin a su país de origen. 

d) La incorporación de las comunidades de origen en el esfuerzo 
de repatriación voluntaria y los proyectos de impacto rápido 

1 29 .  Basados en el principio rector que se establece en la Declaración 
de Cartagena y que se desarrolla en el Documento de CIREFCA, 
consistente en que la mejor solución a los problemas de los refu­

giados es la que les permite normalizar su vida, las actividades de 
repatriación voluntaria obligaron a tomar en cuenta la situación de 
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las comunidades de las poblaciones de retorno .  Fuese que estas últi­
mas hubiesen permanecido allí en los años de penuria, fuese que se 
hubiesen desplazado dentro del territorio de su país de origen, fuese 
que hubiesen huido a un país vecino en condición de refugiados, la 
repatriación obligó a considerar las necesidades de todos, a procurar 
normalizar la vida del conjunto de personas que integran la pobla­
ción. Sin distinguir, a tal efecto, entre categoría que hubiesen con­
ducido irremediablemente a una situación de discriminación entre 
personas igualmente necesitadas. 

1 30. En el marco de este enfoque merecen especial consideración los 
proyectos de impacto rápido que implementó el ACNUR a favor 
de estas comunidades consideradas en su conjunto. El camino que 
nunca se hizo, el puente faltante para sacar los productos al mercado, 
la escuela que siempre necesitaron los niños del lugar, el sistema de 
agua y saneamiento que a todos urgía. Éste fue el tipo de obras en 
las que se concretaron los proyectos de impacto rápido para ayudar 
a facilitar la acogida de los retornantes y favorecer las condiciones 
de dignidad y seguridad que la repatriación exigía. Bajo similares 
postulados, en otro tipo, en otro lugar como ocurre hoy en los países 
andinos, también se aplica este enfoque integrador de las necesida­
des de las comunidades pobres a los requerimientos humanitarios 
de los refugiados y repatriados en los países vecinos a Colombia; se 
busca igualmente aliviar la situación de quienes se ven obligados a 
abandonar sus hogares en ese país y buscar protección fuera de él ,  o 
al interior de Colombia, en ubicaciones lejanas que puedan brindar­
les seguridad. 

1 3 1 .  Se podría argumentar que los proyectos de impacto rápido son un 
componente fundamental de los programas de asistencia y que no 
tienen necesariamente que ver con la protección a los refugiados. 
Sin embargo, en la perspectiva que inauguró en América Latina la 

Declaración de Cartagena, éstos forman parte esencial de la solución 
de dignidad y seguridad que se aloja en la esencia de la protección 

que los refugiados requieren y reclaman. 

e) La integración local como solución igualmente valedera 

1 32 .  No todo fue en Cartagena la repatriación voluntaria. Allí se estable­
ció la necesidad de considerar la autosuficiencia de los refugiados 
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como una alternativa a los campamentos cerrados que tantas dificul­
tades planteaban en las zonas fronterizas de México y de los países 
centroamericanos. Ello suponía un primer paso de solidaridad de las 
autoridades del país de asilo -con el apoyo de la cooperación inter­
nacional- que permitiese beneficiarse de la contribución de la mano 
de obra, inventiva o ingenio de los recién llegados en favor de las 
comunidades con las que compartían su presencia y sus urgencias. 

1 3 3 .  Sin embargo, el proceso vislumbrado por Cartagena alcanzó metas 
más allá de la autosuficiencia, con lo importante que ésta fue. Marcó 
el rumbo hacia la integración plena de los refugiados a la vida y des­
tino de las comunidades del país de asilo con miras a su asimilación 
futura. No se habló en el Coloquio de 1 984 del acceso a una nueva 
nacionalidad en el país de asilo -por cierto concebida como derecho 
a ofrecer a los refugiados y como cláusula de cesación de la condi­
ción de refugiado en la convención de 1 9  5 1 ,  pero se marcó el rumbo 
hacia la integración como ha quedado previamente establecido. 

1 34 .  Si bien la repatriación fue emblemática en los campamentos de 
Honduras, y se hizo realidad también para los refugiados Miskitos 
mediante su retorno a la Mosquitia n icaragüense, pudiendo organi ­
zarse puentes aéreos cuya seguridad fue garantizada a pesar de que 
atravesaban zonas de combate activas; como lo fue para miles de 
guatemaltecos que regresaron por su voluntad a sus comunidades 
de origen; la integración local ha resultado finalmente ejemplar para 
otros muchos de estos últimos que optaron por integrarse a México 
una vez superada la etapa de autosuficiencia en Chiapas, Campeche 
y Quintana Roo. Estos refugiados guatemaltecos y su descendencia 
han podido acogerse a la nacionalidad mexicana. Similar integra­
ción ha tenido lugar en Belice, con los pobladores del Valle de la 

Paz (Valley of Peace) quienes han encontrado allí una nueva tierra 
promisoria. 

f) Integración de los postulados de la Declaración de Cartagena 
a la protección de los derechos humanos en el orden interno 
de los Estados 

1 35 .  Se han logrado recientemente avances muy importantes en materia 
de protección de refugiados en el ámbito interno de los Estados. En 

buena medida éstos responden al conjunto de procesos constitucio-
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nales que las Constituciones de América Latina han adoptado en el 
presente para recurrir a los tribunales en amparo de los derechos de 
cualquier persona, unidos a la posibil idad de recurrir -una vez agota­
dos los recursos internos- a las instancias de protección internacional 
a nivel regional o mundial . Esto es una real idad que se conoce como 
una apertura a la judicialización de la protección y defensa de los 
derechos humanos de la que la problemática de refugiados no so­
lamente no es ajena sino que viene en incremento. La Declaración 
de Cartagena y su evolución posterior están en consecuencia desti­
nados a cumplir un papel en este nuevo campo fértil de protección 
interna a favor de los refugiados, desplazados, repatriados y personas 
que comparten con ellos su destino. 

1 36. lgualmente es reconocible, a veinte años de la Declaración de Carta­
gena, el papel crucial que juega la sociedad civil y las organizaciones 
no gubernamentales en materia de protección, precisamente por su 
compromiso y el profesionalismo con el que real izan tareas de de­
fensa legal y promoción de derechos. No es que se desconozca su 
contribución en la solución de problemas que tuvieron lugar veinte 
años atrás, como bien lo demuestran las dificultades que condujeron 
a Cartagena y todo el proceso de CIREFCA, pero la aceptación de 
su ejecutoria es actualmente mayor por parte de los Estados, como 
también es mayor la experiencia acumulada por el las y la experiencia 
técnica que han logrado adquirir. Las reuniones preparatorias de la 
conmemoración del 20° Aniversario de Cartagena demuestran que 
la Declaración ha ingresado al patrimonio de la sociedad civil y está 
destinada a inscribirse recurrentemente en la utilización de los recur­
sos que permite el orden interno en defensa de los derechos de los 
refugiados, desplazados y repatriados, así como en prevención de la 
vigencia de los principios y valores que ella en su momento incorpo­
ró al Derecho de Refugiados, particularmente si se tiene en cuenta la 
incorporación de muchos de sus postulados en la legislación interna 

o su adopción dentro de la práctica administrativa aplicada a tales 
poblaciones. 

1 37. En el ámbito regional andino, en el caso de la Carta Andina de Dere­

chos Humanos está destinada a jugar un papel añadido que debería 
considerar la problemática asociada al desarraigo en la región y a 
incorporar la institucionalidad comunitaria regional en estos temas. 
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1 3 8 .  Finalmente, el rol protagónico que están destinados a jugar las ins­
tituciones nacionales de protección y defensa de los derechos hu­
manos (los Defensores del Pueblo, de los Habitantes, Procuradores, 
Comisionados o Comisiones de Derechos Humanos que se han crea­
do en la región) habrá de ser tomado en cuenta en el futuro que se es­
pera sobre la aplicación de la Declaración de Cartagena en América 

Latina. Tendrán estas instituciones y sus titulares que hacer propio el 
conjunto de valores y principios en ella consagrados para contribuir 
en el marco de su mandato a la protección de los refugiados, despla­
zados y repatriados en el orden interno. Asimismo, dependiendo del 
diseño institucional de cada una de estas instituciones defensoriales, 
es previsible que sus titulares recurran si fuera necesario -una vez 
agotados los recursos internos- a las instancias internacionales, re­
gionales o universales, sea por la vía de la presentación de amici curiae 
o por la vía excepcional de la denuncia. 

g) Algunas precisiones finales sobre la  Declaración de Cartagena 
y las peculiaridades de la situación de los refugiados en los 
países andi nos y otros afectados por la  presencia de refugia­
dos colombianos 

1 39 .  No podríamos concluir este recuento de la Declaración de Cartage­
na, "revisitada" 20 años después, y su impacto y vigencia posterior 
sin hacer referencia a la crisis humanitaria -muchas veces calificada 
como "oculta" o "invisible"- que vive el éxodo colombiano en los 
países miembros de la Comunidad Andina de Naciones y en otros, 

en particular, Costa Rica y Panamá. ¿Hay simil itud y cercanía en las 
situaciones a considerar que se encontraban en el sustrato de Carta­
gena en 1 984 y las de hoy, en México 2004, en oportunidad del 20° 
Aniversario? ¿Son aún válidos sus aportes, en términos de principios, 
valores, definiciones legales y régimen de tratamiento relevante, para 

la protección internacional y el tratamiento debido a los refugiados? 
1 40.  Se podrá argumentar que l as diferencias están a la vista, aunque los 

problemas de seguridad interna y continental siempre han s ido de 
capital importancia en todas las crisis de refugiados analizadas. Se 
podrá afirmar que el éxodo colombiano de hoy tiene lugar después 
de la caída del Muro de Berlín, que el conflicto que aflige a Colombia 
es más antiguo que la Guerra Fría y que en su expresión actual poco 
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tiene que ver con esta última; que nada parecido al 1 1  de septiembre 
de 200 1 había i ncidido en la problemática de 1 984, ni tampoco el 
mundo se encontraba tan conectado globalmente. Lo cierto es que 
toda situación de refugiados es inédita. 

1 4 1 .  En este contexto, el fenómeno migratorio -que si bien estaba presen­
te en Cartagena 1 984- no había alcanzado las proporciones actuales 
en Centroamérica y en los países andinos. 202 Hoy constituye política 
generalizada de los Estados la consideración de integrantes activos 
de la nacional idad a quienes optaron por vivir en el exterior pero que 
siguen conectados a su país de origen por costumbres, lazos famil ia­
res y culturales y quienes con sus remesas brindan un aporte cada día 
mayor a la economías de los países latinoamericanos.203 

1 42 .  En lo político la s ituación del 2004 di Aere de la de hace veinte años 
en que, formalmente, todos los países cuentan con gobiernos electos 
y regímenes democráticos que, con matices, conAguran un Estado de 
derecho con un reconocimiento explícito de la vigencia de los dere­
chos humanos. Dentro de ellos se comprueba la existencia de recur­
sos internos de protección e i nstituciones de promoción y defensa 

de los derechos humanos a las que se ha hecho referencia, cuya efec­
tividad -aunque no es uniforme- es crecientemente comprobable. La 
sociedad civil es mucho más vigilante y el grado de activismo de las 
organizaciones no gubernamentales hace que se les considere a estas 
(organizaciones) actores singulares con creciente participación en lo 
que respecta a la protección de refugiados, desplazados y repatriados 
en el orden interno y en el ámbito internacional. 

1 43 .  Y si es dable concentrarse por un momento en las consecuencias de 
la crisis humanitaria que vive Colombia, que da por resultado una 
cifra estimada en tres mil lones de personas que se han visto obligadas 
a abandonar su país por razones del conAicto que tan gravemente les 
afecta, aparecen como elementos singulares de este éxodo el pro­
blema de la coca . La s ituación de país productor residual de la hoja, 

cuyo cultivo tradicional para uso medicinal y consumo ancestral es 
perfectamente lícito en las poblaciones aborígenes de Perú, Ecuador 
y Bolivia, desde cuyo territorio (Colombia) se organiza el negocio 

202 MURILLO, Juan Carlos, "La Declaración de Cartagena, el Alto Comisionado de Naciones Unidas para 
los Refugiados y las migraciones mixtas" en IIDH, Migraciotlts y Derechos Hurna11os: Rnmi611 dr persotws expertas, 
San José de Costa Rica, 9- 1 1 de agosto de 2004. 

203 OROZCO, Miguel, "Remesas hacia Latinoamérica y el Caribe, cuestiones y perspectivas acerca del 
desarrollo", en IIDH, QJl....Q1. 
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i lícito del narcotráfico, con su secuela de fuerzas de seguridad para­
lelas, la vinculación de éstas a las guerrillas, el crimen organizado, 
el secuestro como fuente de financiamiento, el tráfico de armas y la 
corrupción generalizada. Todo ello resulta diferenciando, si ngulari­
zando y complejizando enormemente las proporciones del desarrai ­
go colombiano y la falta de visibil idad con la que se hace presente 
en la mayoría de lugares y circunstancias. Nada parecido, hay que 
reconocerlo, era advertido en la crisis de refugiados centroamerica­
nos que estuvo en la base de la Declaración de Cartagena y su desa­
rrollo posterior. Pero ello no es motivo, a juicio de los autores, para 
desconocer las contribuciones valederas que provienen de dicho ins­
trumento y del espíritu con el que fue concebida y progresivamente 
desarrollada. 

1 44 .  ¿Cabe hablar del valor de Cartagena en este contexto diferente y 
cambiante? ¿Cabe dudar de su aporte al presente? Quienes suscriben 
este documento creen firmemente que si cabe reivindicar el valor de 
la Declaración como plataforma de abordaje jurídico que permite 
aprovechar el avance progresivo logrado que ubica a la protección 
de refugiados en la dignidad de la persona y en el haz de derechos 
que de ella se derivan, insertando la protección en una doble con­
vergencia: la de los regímenes de refugiados, derechos humanos y 
Derecho Humanitario, de un lado; y la de la protección en el or­
den interno de los Estados que se complementa con la protección 
internacional en el espacio regional o un iversal . Desde el punto de 
vista de la evolución del Derecho I nternacional en América Latina 
es necesario reafirmar que Cartagena permitió la incorporación de 
principios fundamentales del Derecho I nternacional de Refugiados, 

posibili tando superar el "limbo jurídico" preexistente que se ha des­
crito en capítulos anteriores, así como el "limbo territorial" dentro 
del cual suelen desarrollarse la precariedad de la vida de los refugia­

dos, desplazados y repatriados han de normalizar en condiciones de 
dignidad . 

1 45 .  Por lo tanto, podemos concluir que la Declaración de Cartagena, sin 
dejar de lado los principios, ha permitido la aplicación de un enfoque 
pragmático que subyace en el marco de la apl icación de la Declara­
ción y en el de su evolución posterior. El conjunto incremental de 

valores, principios y criterios asentados en la práctica latinoameri­
cana, que se expresan en Cartagena así como en el Documento de 
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CIREFCA y la Declaración de San José de 1 994, brindan un aporte 
que deben recibir, renovándolo y profundizándolo, las generaciones 
futuras. 

1 46.  Si eso, y sólo eso, fuera la contribución de Cartagena para encontrar 
soluciones a los problemas del día de hoy en Latinoamérica y al iviar 
así el sufrimiento y la postración de miles de personas que se han 
visto obligadas a abandonar sus hogares por las s ituaciones objetivas 
reconocidas en la Declaración, ha val ido suficientemente el esfuerzo 
de la conmemoración que motiva nuestro trabajo .  

LA PROTECCIÓN INTERNACIONAL DE REFUCIADOS EN LAS AMÉRICAS 1 1 6  3 



CONCLUSIONES 

PRIMERA 

La Declaración de Cartagena sobre los Refugiados de 1 984, en oca­
sión de la Conmemoración de su 20° aniversario, debe ser valorada des­
de una perspectiva histórica y jurídica que la reconozca como hito en 
el tratamiento a los refugiados en la región. Constituye un instrumento 
caracterizado por la legitimidad de su aceptación, la fuerza expansiva de 
su conten ido y la naturaleza persuasiva de sus conclusiones que ha al i ­
mentado el Derecho Internacional , las legislaciones de numerosos Esta­
dos latinoamericanos, la aplicación de la normativa interna de éstos y las 
prácticas a tales efectos desarrolladas. 

SEGUNDA 

Un anál is is valedero de la Declaración de Cartagena debe superar la 
visión estática de considerar únicamente el contenido del documento 
adoptado en 1 984, para incorporar una visión dinámica que permita dar 
cuenta de un proceso de desarrollo progresivo al que se han sumado los 
aportes del documento de CIREFCA y la Declaración de San José de 
1 994, así como las contribuciones emanadas de las reuniones prepara­
torias regionales de la conmemoración del 20° aniversario en San José, 
Bras i l ia , y Cartagena y las que han llevado a cabo las organizaciones no 
gubernamentales en Bogotá en el mismo contexto. 

TERCERA 

Habida cuenta de la Declaración de Cartagena y del proceso que a 
partir de ella se desencadenó en relación a la protección internacional de 
los refugiados, quedan como pilares de ésta: 
• El enfoque convergente entre el Derecho Internacional de Refugia­

dos, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario ,  apl icable a favor de la dignidad de los re­
fugiados y el respeto a sus derechos fundamentales. 

• El uso con mayor intensidad de los organismos regionales competentes 
del sistema interamericano, en especial la Comisión IDH y la Corte ID H.  
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• El desafío que plantea la uti l ización de los recursos efectivos que brin­
dan actualmente las constituciones latinoamericanas para hacer valer, 
en el orden jurisdiccional , la protección de derechos frente a los tribu­
nales de justicia y, en el no jurisdiccional , la  misma protección frente a 
las instituciones de promoción y defensa de los derechos humanos en 
cada país, contribuyendo así a la complementariedad entre la protec­
ción que ofrece el orden interno de los Estados a favor de los derechos 
y l ibertades de las personas y su protección en el s istema internacional 
regional y/o universal .  

• El tratamiento humanitario a aplicarse a la protección internacional 
de los refugiados, desde el momento de hacer valer el principio de no 
devolución, en toda su ampl itud, hasta el régimen de tratamiento para 
la satisfacción de sus necesidades vitales y la búsqueda de soluciones 
duraderas, en las que se incorporen las necesidades de las poblaciones 
locales del país de origen y del país de asilo que comparten su destino 
con los refugiados. 

• La naturaleza pacífica y exclusivamente humanitaria del asilo y la pro­
tección a los refugiados por lo que la Declaración de Cartagena y su 
desarrollo posterior reconocen la necesidad de ubicar la presencia de 
los refugiados en un contexto de seguridad que prohíba los ataques 
mil i tares y reduzca la vulnerabi l idad en la que se suelen encontrar 
éstos en particular si están ubicados en zonas de frontera l i tigiosas. 

• El principio de no devolución como perteneciente al ius cogens en el 
marco del derecho internacional . 

• El carácter voluntario de la repatriación de los refugiados, así como el 
retorno de las personas desplazadas a sus lugares de origen, en con­
diciones de seguridad y dignidad considerando los procedimientos 
destinados a promover, regular y ejecutar la repatriación voluntaria de 
los refugiados, con el aporte de las comisiones tri partitas integradas 
por representantes de las autoridades del país de asilo, de origen y 

del ACNUR, con el propósito específico de lograr dicho retorno bajo 
condiciones de seguridad y dignidad. La ejecución del Plan de Acción 
de CIREFCA haría necesaria la integración a estas comisiones de un 
cuarto agente, el más interesado: los refugiados y sus representantes 

para favorecer además el diálogo con las comunidades de retorno. 
• El compromiso de l levar a cabo programas y proyectos con miras a la 

autosuficiencia de los refugiados y estudiar las posibil idades de lograr 
su integración a la vida productiva del país que los acoge, posibi l itan-
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do así el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales, 
priorizando la asistencia de los refugiados en materia de salud, edu­
cación trabajo y seguridad e incorporando en ellos las necesidades de 
las comunidades locales que comparten su destino con poblaciones 
de refugiados. 

• El reconocimiento de la tarea fundamental de las organizaciones no 
gubernamentales (ONC's) ,  tanto nacionales cuanto internacionales, 
a efectos de que prosigan su encomiable labor de cooperación con el 
ACNUR y las autoridades nacionales respectivas. El  aporte de estas 
organizaciones es, además, interpretado en un sentido incremental y 

fácilmente comprobable en el desarrollo de la protección y asistencia 
a los refugiados en todo América Latina, en particular, en los años 
más recientes en que se ha recogido la experiencia de los países de la 
Comunidad Andina de Naciones. 

• La comprobación de que, a partir de la Declaración de Cartagena y su 
desarrollo progresivo posterior, se ha consol idado que, en materia de 
protección internacional a los refugiados, se ha establecido un anclaje 
jurídico preciso en el marco de la protección integral de la persona 
Humana, convergente con el derecho humani tario y los Derechos 
humanos, superando así el enfoque tradicional del Sistema de las 
Convenciones de Asilo Latinoamericanas, de carácter esencialmente 
interestatal y de naturaleza discrecional . 

CUARTA 

La definición propuesta por la Declaración de Cartagena ha marcado 

un punto de no retorno en la consideración de las condiciones objetivas 

que justifican la huida de los refugiados de sus hogares, en busca de pro­
tecci0n, asumiendo los  avances de otros instrumentos internacionales y 

de la doctrina de derechos humanos emanada de los órganos de protec­
ción del Sistema Interamericano. 

Por su valor, es considerada como ejemplo en otros continentes y ha 
s ido adoptada por la legislación interna de numerosos países de América 
Latina. En los casos en que no ha ingresado al orden interno se le utiliza 
como fuente de interpretación para la determinación de la condición de 
refugiado y para la aplicación del principio de no evolución . 

En esencia, la definición que propone la Declaración de Cartagena 
merece consignar las siguientes conclusiones: 
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• La diferencia con la definición consagrada en la Convención de 1 95 1  
y el Protocolo de 1 967 estriba en la incorporación de elementos obje­
tivos, sin consideración de los subjetivos relativos al "fundado temor" 
consagrado en el primero de los instrumentos nombrados. 

• La Declaración de Cartagena supone dejar de lado toda referencia al 
elemento "persecución" que puede dar lugar a apreciaciones subjetivas 
sobre la calificación de lo que ocurre en el país de origen, así como al 
rechazo u objeción a tal calificación por parte del Estado de las auto­
ridades del país de origen. 

• En lugar de ello, en la misma l ínea que la Convención de la OUA, se 
hace referencia a aquellas "personas que han huido de sus países porque su vida, 

seguridad, o libertad, han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agre­
sión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos 
u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público". Con 
ello se alude fundamentalmente a situaciones de hecho derivadas de 

conflictos o graves perturbaciones del orden públ ico, objetivamente 
comprobables, que han de encontrarse en el origen y motivación de la 
huida de las personas a las que hace referencia la definición. 

• La violación masiva a los derechos humanos -que no está incorporada 
a la definición de la Convención Africana- confirma el enraizamien­
to de la protección de los refugiados con el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos, admitiendo los aportes consistentemente 
elaborados por la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos, 
así como las opiniones consultivas y sentencias emitidas por la Corte 
lnteramericana de Derechos Humanos. 

• Establecida la relación causal entre las situaciones de hecho y la ne­
cesidad justificatoria de la huida de las personas para salvar su vida, 
l ibertad o seguridad -sea que ello se presenta en el ámbito individual 
del afectado o en el de su famil ia ,  grupo o comunidad- opera el dere­
cho subjetivo de tales personas de exigir la protección como refugia­
dos sobre la base del principio pro homine y la aplicación inmediata del 
pri ncipio de non refoulement. 

• Consecuentemente, la Declaración de Cartagena a través de su defini ­
c ión busca asegurar derechos pertenecientes al  núcleo duro de los De­
rechos Humanos (vida, seguridad y l ibertad) sin que necesariamente 

tenga que identificarse a cada uno de los t itulares de tales derechos n i  
someterlos a un examen sobre el fundamento de sentimiento subjetivo 
de temor. 
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• Posteriormente a la adopción de la Declaración de Cartagena, el ám ­
bito de los derechos protegidos ha sido ampliado en el contexto del 
Documento de CIREFCA a las siguientes prevenciones: no ser sujeto 
de detención, arresto arbitrario o tortura; a lo que hay que añadir al 
día de hoy, la protección del non refoulement a efectos de que: ninguna 
persona vaya a ser sujeto de discriminación por razones de género o 
sometida a trata de personas. 

• En el desarrollo posterior de la Declaración de Cartagena se extenderá 
su marco de protección y solución de problemas a las personas despla­
zadas internas, especialmente en cuanto a las condiciones de retorno 
a sus lugares de origen dentro del propio país como quedó plasmado 
en la Declaración de San José de 1 994. 

QUINTA 

A efectos de desarrollar la apl icación de la definición, se hace re ­
comendable que el ACNUR elabore una guía de interpretación que de 
cuenta de las contribuciones a la definición provenientes de: (i) la aplica­
ción de la legislación que la considera, por parte de los Estados de Améri ­
ca Latina, así como de (ií) las prácticas que éstos hayan desarrollado y (iii) 
los avances del Derecho Internacional, sustentados en los más recientes 
instrumentos internacionales que abonen a favor de la apl icación del prin­
cipio de no devolución y de la protección de los refugiados, desplazados 
y repatriados. 

SEXTA 

El reasentamiento de los refugiados a un tercer país ha sufrido una 

interesante evolución en América Latina. Fue uti l izada extensamente 
como solución preferente en los años setenta, para responder al éxodo 
de refugiados de los países del Cono Sur del continente que -debido a 
la apl icación de la doctrina de la seguridad nacional - hicieron exigencia 

que quienes hubiesen huido de sus hogares fuesen trasladados fuera de 
los países fronterizos y, de ser posible, fuera del continente. Bajo estos 

postulados poco congruentes con el asilo latinoamericano, se dio un gran 
movimiento de reasentamiento de refugiados sudamericanos a las Euro­
pas del Este y del Oeste de aquel tiempo y a países latinoamericanos 
como Costa Rica, México y Venezuela. 
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Durante la cris is  de refugiados que afectó a México y Centroamérica 
en los ochenta el reasentamiento fue concebido como opción en el marco 
de la Declaración de Cartagena. En la práctica, empero, sólo sería uti l i ­
zado excepcionalmente para casos extremos en se  consideró justificado 
porque prevalecieron razones de seguridad personal justificatorias. Los 
documentos que siguieron a la Declaración, en el ámbito de CIREFCA y 
la Declaración de San José de 1 994, así lo demuestran. 

No obstante, la cris is de refugiados que viven hoy los países andi ­
nos, con efectos en Costa Rica y Panamá, unida a los cambios a favor 
de sociedades más democráticas y solidarias en el Sur del continente, 
vuelven a inaugurar -en el marco de la Convención del 20° Aniversario 
de Cartagena- una nueva etapa en la que el reasentamiento intra-regio­
nal ,  significativamente teniendo como destino final Brasi l  y Chile, abren 
nuevas opciones de solución duradera para quienes se han visto obligados 
a abandonar Colombia. Las conclusiones de las reuniones regionales pre­
vias a la conmemoración, particularmente la de Bras i l ia que reunió a los 
países del MERCOSUR, y la propuesta del Plan de Acción a aprobarse 
en la reunión de México, así lo dejan establecido renovando una vigencia 
solidaria del reasentamiento como solución duradera para los refugiados 
en América Latina. 

SÉPTIMA 

El desarrollo posterior a la Declaración de Cartagena, a través de CI­
REFCA y de los planes y programas que lleva a la práctica el ACNUR en 
la región andina, dan cuenta de que en América Latina, la protección a 
los refugiados propicia un puente entre las condiciones de tratamiento 
mínimo a los refugiados contenidas en la Resolución No 22 del Comi té 
Ejecutivo del ACNUR y la búsqueda de soluciones duraderas que, par­
tiendo de la autosuficiencia, se acerquen al desarrol lo,  incorporando en 

este marco las necesidades de las comunidades locales de los países de 
asilo y de origen que comparten su destino con los refugiados, desplaza­

dos y repatriados. 

OCTAVA 

Los principios y valores contenidos en la Declaración de Cartagena 
están destinados a proyectarse en el orden interno de los Estados, debido 
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al desarrollo logrado por las reformas constitucionales vigentes en Améri­
ca Latina a favor de la protección de los derechos y l ibertades fundamen­
tales en el orden interno ( incluyendo los procesos constitucionales desti ­
nados a reclamar amparo ante el Poder Judicial, unidos a las instituciones 
nacionales de promoción y defensa de los Derechos Humanos, como los 
Defensores del Pueblo, de los Habitantes, Procuradores, Comisionados o 
Comisiones de Derechos Humanos) .  Más que un desafío a la protección 
internacional de los refugiados, el uso de los recursos internos presenta 
una oportunidad singular para fortalecer la complementariedad de la pro­
tección internacional con la protección y el uso intenso que estos recur­
sos ofrecen en el ámbito nacional de los Estados. 

Singular papel cumple, y debe seguir cumpliendo, la sociedad civil a 
través de las organizaciones no gubernamentales que contribuyen a pro­
mover y defender los derechos de los refugiados, repatriados y desplaza­
dos, así como los de las comunidades que comparten su destino, a través 
de su apoyo y aporte profesional a favor de la protección interna y de la 
protección internacional a estas categorías de personas. 

NOVENA 

Las recientes reuniones celebradas en distintas regiones en el marco 
del 20° Aniversario de la Declaración de Cartagena han señalado la nece­
sidad de abordar nuevas áreas de estudio que pudieran l legar a ser parte 
de la agenda de los organismos regionales de derechos humanos. Entre 
éstas se cuentan: 

La vinculación del tema de refugiados con otros ámbitos de despla­
zamiento forzado como desplazados internos, otros movimientos de 
víctimas de la pobreza y los migrantes; 
Los alcances del derecho a buscar asilo previsto en el artículo 22° de la 
Convención Americana de Derechos Humanos a la luz de desarrollos 
contemporáneos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos; 
La superación de confusiones conceptuales e imprecisiones en el uso 
del lenguaje jurídico aplicable en materia de refugiados, como por 
ejemplo, los verdaderos alcances de las voces "asilo" y "refugio"; 
La vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales aplica­
ble a la problemática de los desarraigos forzados; 
Un riguroso análisis del debido proceso y las garantías constituciona­
les que debe caracterizar a los procedimientos de reconocimiento de la 

condición de refugiado y a la aplicación del principio de no devolución. 
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DÉCIMA 

A lo largo del presente trabajo se han hecho numerosas referencias al 
rol crucial l levado a cabo por la Comisión lnteramericana de Derechos 
Humanos y más recientemente por la Corte lnteramericana de Derechos 
Humanos en favor de la protección de los refugiados. Ello obl iga a con­
cluir señalando la conveniencia de considerar la existencia de un nue­
vo sistema en formación, iluminado por la Declaración de Cartagena, 
destinado a tratar integralmente los problemas de protección interna e 
internacional de los derechos de las personas refugiadas, desplazadas y 

repatriadas, así como los de las comunidades que comparten su destino, 
en América Latina, lo que justificaría la consolidación de esfuerzos para su 
reconocimiento explícito y autónomo en el universo de los instrumentos 
internacionales sobre la materia. 

UNDÉCIMA 

Una particularidad del Derecho de Refugiados en América Latina ha 
sido la celebración, a partir de 1 98 1 ,  de coloquios que han reunido, entre 
otros, a especialistas de derechos humanos, juristas y profesores univer­
sitarios, representantes gubernamentales, de la sociedad civil ,  magistra­
dos de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos, com isionados de 
la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos. El estudio de estos 
coloquios resulta fundamental para examinar los distintos problemas de 
refugiados en América Latina y verificar el estado de pensamiento ju­
rídico en la materia. En tal sentido, con Antonio Can<;ado Trindade se 
puede afirmar que las conclusiones a las que se arribe en estos coloquios 
reflejan la opinio iuris comunís sobre la materia, por lo que los autores del 
presente documento se permiten alentar a todos los actores involucrados 
en la Reunión de Conmemoración del 20° Aniversario de la Declaración 

de Cartagena a fomentar la organización de nuevos eventos de esta na­
turaleza. 

México DF, 1 5  de noviembre del 2004 
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